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por la cual se reglamenta la responsabilidad 
social de los medios masivos de comunicación y se 

tipifica el delito de desinformación.
Artículo Ia. Ordenamiento constitucional. De con­

formidad con el artículo 20 de la Constitución Política 
de Colombia, se garantiza a toda persona la libertad de 
expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de 
informar y recibir información veraz e imparcial, y la 
de fundar medios masivos de comunicación.

Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se 
garantiza el derecho a la rectificación en condiciones 
de equidad. No habrá censura.

Artículo 2“. Responsabilidad social de los medios 
masivos de comunicación. Los medios masivos de 
comunicación, oficiales y privados, tienen responsabi­
lidad social, primando los derechos de la comunidad 
sobre los de los particulares. La desinformación que 
afecte el patrimonio moral, económico o físico de una 
comunidad o de una entidad colectiva, genera respon­
sabilidades penales y civiles de acuerdo con la presente 
ley.

El Estado, a través del Defensor del Pueblo, tiene el 
deber de vigilar que los derechos, deberes y necesida­
des básicos de la sociedad estén bien formulados y 
debidamente interpretados a través de la información 
suministrada por los medios masivos de comunica­
ción.

Parágrafo. En la libertad de información y de opi­
nión no se fijarán limitaciones previas a lo que se 
publica, pero los medios de comunicación no quedarán 
exentos de las sanciones a la desinformación.

Parágrafo. Como el bien general prima sobre el bien 
particular y en el delito de desinformación se perjudica 
a la comunidad en general y a los individuos que de ella 
hacen parte en particular, el responsable de la 
desinformación no puede alegar en su beneficio los 

derechos fundamentales para violar los de la comu­
nidad.

Artículo 3a. La desinformación. Existe desin­
formación cuando se difunden noticias u opiniones, 
alterando con dolo o culpa su cantidad o su calidad, 
sobre cualquier aspecto de la vida nacional, sus institu­
ciones o las personas, con el objeto de permitir el 
beneficio de una persona o de un grupo, civil, político 
o económico.

Hay desinformación cuando se presenta una muta­
ción culpable o dolosa de la verdad en perjuicio ajeno, 
provocando perjuicios a las personas, individualmente 
o como ente colectivo, al afirmar como verdad lo que 
no es verdadero. Las informaciones y las opiniones 
difundidas por los medios masivos de comunicación 
deben ser verdaderas, exactas, íntegras y oportunas, de 
tal manera que los hechos no se adicionen, se oculten 
o se deformen tendenciosamente.

Parágrafo. Es responsabilidad de los directores y de 
los medios masivos de comunicación evitar que se 
divulguen informaciones y opiniones que conlleven 
las siguientes consecuencias:

a) Hacer creer que un hecho que existe, no existe;

b) Hacer creer, supuestamente, que algo que no 
existe, existe;

c) Deformar los hechos existentes;

d) Promover comportamientos que alteren la tran­
quilidad pública, la integridad física o moral de las 
personas o las propiedades públicas o privadas.

Parágrafo. Al perjudicarse a la comunidad debido a 
la desinformación, no se requiere identificar los nom­
bres de los individuos perjudicados. El público en 
general puede ser perjudicado, sin necesidad de 
individualizarse persona alguna, cuando se afecta la 
propiedad privada, la seguridad general de la sociedad, 
o se daña el patrimonio ecológico.

Artículo 4a. Modalidades del delito de desin­
formación al público. El delito de desinformación al 
público a través de los medios masivos de comunica­
ción, según lo enunciado en el artículo inmediatamente 
anterior, podrá tener las siguientes modalidades:

a) Cuando la información u opinión afecta injus­
tamente la intimidad, la credibilidad, la reputación y el 
honor de las personas o entidades o comunidades;

b) Cuando se comprometen secretos militares o 
información oficial reservada;

c) Cuando las informaciones puedan causar graves 
perjuicios sociales o económicos a la comunidad;

d) Cuando en casos delictivos se revela el nombre 
de menores de edad;

e) Cuando se violen las reservas de las investigacio­
nes penales o disciplinarias;

f) Cuando se condene o sancione a personas por 
delitos sobre los cuales no haya habido pronuncia­
miento de autoridad judicial;

g) Cuando las informaciones impiden el normal 
desarrollo de las instituciones legalmente establecidas.

Parágrafo. El delito de la desinformación se confi­
gura también cuando se alude culposa o dolosamente a 
fuentes inexistentes, o se informa de hechos que no han 
sucedido.

Artículo 5“ .Medios masivos de comunicación. Son 
medios masivos de comunicación: las estaciones de 
radio, los periódicos, revistas, magazines, gacetas, 
boletines, los canales de televisión pública o privada, 
nacional o local, la televisión por cable y los que se 
asemejan a cualquiera de los anteriores, que estén 
orientados principalmente a divulgar información u 
opinión al público.

Parágrafo. Al ser condenada la entidad que difun­
dió la noticia por desinformación, también podrán
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aplicarse multas a la entidad por abuso del poder 
informativo, o sanciones qile van desde la multa hasta 
la suspensión provisiona o definitiva, lo mismo que a 
quienes hayan autorizado o permitido a sabiendas, 
material o intelectualmentq la desinformación.

Parágrafo. Las fuentes de información deben res­
ponder ante la justiciá, cuando se difunda una 
desinformación.

Artículo 6a. Medidas di protección sobre la res­
ponsabilidad social de los r tedios masivos de comuni­
cación. La responsabilidad social en el suministro de 
información, cuando se configure el delito de 
desinformación, se hará efectiva mediante los siguien­
tes instrumentos:

Derecho de respuesta y deber de rectificación es­
pontánea.

Corrección en condic o raes de equidad.

Responsabilidad civi ce los particulares y de los 
medios de información.

Responsabilidad penal.

Prohibición especial.

Parágrafo. Por afectar el delito de información en 
diversos casos el patrimonio moral, material, profesio­
nal o afectivo de un particu ar, también podrán iniciar­
se juicios a este respecto Sin embargo, el funcionario 
competente deberá inicial la acción de oficio por 
perjuicio a la comunidad en general.

Parágrafo. En caso de nbtoria manipulación de las 
informaciones en benefic o de un grupo o interés 
específico podrá entablársp, de oficio, por parte del 
Procurador o del Fiscal Ger eral de la Nación. También 
podrán entablar esta acció i, en beneficio del tesoro 
público, cualquier partícula ’ o asociación que conside­
re afectados los intereses la tranquilidad, o el patrimo­
nio físico, cultural o moral de la comunidad.

Parágrafo. El Defensor leí Pueblo, o los funciona­
rios con autoridad similar / aquéllos encargados de 
vigilar la integridad y el pat imonio ecológico del país, 
deberán iniciar de oficio as acciones del caso, cuando 
el daño se refiera a cuestio jes ecológicas.

Artículo 7a. Derecha le respuesta y deber de 
rectificación espontánea. Guando se presuma que se 
existe el delito de desinft rn ación en los medios masi­
vos de comunicación, tod¡ persona o entidad, cual­
quiera que sea, aun cuantíe no haya sido designada o 
nombrada en un periódicp ( medio masivo de comuni­
cación, dispone del derech> de respuesta. Es obliga­
toria la publicación oportu ía y gratuita, en el mismo 
medio masivo de comunjc ición, del derecho de res­
puesta cuando cualquier ciudadano o entidad tenga 
pruebas para demostrar que falta veracidad en una 
información divulgada prh iamente por los medios de 
comunicación. El derecho c e respuesta no requiera ser 
decidido por las autorida|de s judiciales.

Con el fin de obtener ob etividad en la información 
se establece el deber de j-ectificación espontánea 
cuando el medio de comunicación tenga elementos 
suficientes para corregir ura información equivocada 
divulgada previamente.

Parágrafo. Cuando se d (mostrare mala fe de quie­
nes hicieren uso del derecho de respuesta, éstos respon­
derán también civil y pe talmente, en condiciones 
similares a las establecidas en la presente ley para los 
medios masivos de común Dación.

Artículo 8a. La correcci m en condiciones de equi­
dad. Entiéndese por derejd[o de corrección en condi­
ciones de equidad, para k s efectos de esta ley, las 
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prerrogativas que tiene toda persona para solicitar a los 
medios masivos de comunicación, para que se corrijan, 
aclaren, amplíen o precisen las informaciones cuando 
se estime que éstas no son veraces, en iguales condicio­
nes de espacio informativo. El derecho de corrección 
en condiciones de equidad, que conlleva el resarci­
miento de los perjuicios causados a los individuos o a 
la sociedad, se presenta tanto en forma voluntaria como 
consecuencia de una decisión judicial.

La corrección seguirá pautas similares a las si­
guientes:

a) Cuando se tratare de medios escritos, la correc­
ción se hará:

1. En general, en la misma página y columna, con 
idéntico tamaño, tipo y color de letra. Cuando el titular 
de la noticia se hubiere incluido en algún sumario, 
breviario, índice, portada o similar, en igual forma 
deberá procederse para la corrección.

2. Si se tratare de periódico, en una de las ediciones 
que vaya a distribuirse dentro de los tres (3) días 
siguientes a la recepción de la rectificación. En todo 
caso, si la información se incluyó en edición del día 
domingo, la rectificación deberá incluirse en la do­
minical que prosiga a la recepción de la rectificación.

3. Si fuere revestida, la corrección se incluirá dentro 
de cualquiera de las dos ediciones siguientes a la fecha 
de su recepción, cuando su edición se diere con una 
periodicidad igual o inferior a un mes. En los demás 
casos, se habrá de publicar una edición extraordinaria, 
dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de 
recepción de solicitud de corrección. Esta edición no 
podrá diferir en tiraje y número de páginas de las 
ediciones ordinarias;

b) Si se tratare de desinformación difundida en 
espacio radial o televisado, la corrección se hará en el 
mismo programa, en igual hora y preferiblemente por 
la misma persona que dio la información, dentro de 
cualquiera de las tres emisiones siguientes a la fecha en 
que se difundió la misma;

c) Para los casos no previstos en la anterior regla­
mentación, se acudirá a soluciones análogas a las 
previstas, a efecto de garantizar el derecho de 
rectificación en equidad.

Parágrafo. Los perjuicios materiales o de otro orden 
causados por el delito de desinformación y en uso del 
derecho de corrección en condiciones de equidad, 
deberán demostrarse conforme a las leyes civiles, 
penales y administrativas a que hubiere lugar.

Parágrafo. La negativa del medio de comunicación 
a corregir en equidad, será susceptible de acción de 
tutela en los términos de los Decretos 2591 de 1991, 
306 de 1992 y demás normas que la complementen, 
sustituyan o modifiquen.

Parágrafo. Si quien produce la desinformación es 
persona no vinculada al medio de comunicación, como 
es el caso de avisos, correspondencia remitida por los 
lectores, afirmaciones hechas por entrevistados y simi­
lares, se debe garantizar el derecho a corregir las 
inexactitudes en las condiciones antes anotadas.

Artículo 9a Responsabilidad civil de los particula­
res. Se presume de derecho, que la desinformación 
puede causar perjuicios de orden económico o moral a 
individuos o a la comunidad en general.

Quien sea sancionado penalmente por desin­
formación en los medios masivos de comunicación 
quedará inhabilitado por el término de hasta cinco (5) 
años para desempeñar cualquier cargo público.

Los jueces, a través del trámite ordinario previsto 
en el Código de Procedimiento Civil, al proferir la 
sentencia de condena con ocasión de desinformación, 
tasarán en concreto los perjuicios de orden material o 
de otro orden en el equivalente en moneda nacional, 
partiendo de un salario mínimo. Para ello se tendrán en 
cuenta, entre otros, la forma de comisión de la viola­
ción; los medios utilizados; la respetabilidad social del 
afectado y el nivel de importancia personal e 
institucional del infractor.

Parágrafo. Si el juez encuentra que la desinformación 
fue consentida por un servidor público, la responsabi­
lidad civil será solidaria entre la persona autora de la 
violación y aquél.

Artículo 10. Responsabilidad civil de los medios 
masivos de comunicación. En la desinformación pro­
ducida por un medio masivo de comunicación, se 
presumirá la responsabilidad patrimonial del medio 
masivo de comunicación.

Cuando se tratare de medios masivos de comunica­
ción que tuvieren mayor acceso al público, se puede 
establecer una mayor gravedad a la determinada en el 
artículo anterior, de acuerdo al daño causado, material 
o de otro orden. Para ello se tendrán en cuenta, entre 
otros, la forma de comisión de la violación; los medios 
utilizados, la respetabilidad social del afectado y el 
nivel de importancia personal e institucional del 
infractor.

Artículo 11. Responsabilidad penal. El que por su 
acción difunda desinformación en los medios masivos 
de comunicación, con la cual se afecte gravemente a la 
sociedad o a los individuos, o el director del medio de 
comunicación que permita que otro lo haga, incurrirá 
en prisión de seis (6) días a un (1) año e interdicción de 
derechos y funciones públicas por el mismo término.

Para la iniciación de la gravedad del delito se 
tendrán en cuenta, entra otros, la forma de comisión de 
la violación; los medios utilizados; la respetabilidad 
social del afectado y el nivel de importancia personal e 
institucional del infractor.

Artículo 12. Prohibición especial. En relación con 
las investigaciones penales o disciplinarias, antes de la 
ejecutoria de la resolución de acusación o su equivalen­
te, se prohíbe a las autoridades de seguridad, policivas, 
militares, Fiscalía General de la Nación y Ministerio 
Público, Defensoría del Pueblo, Veedurías y 
Contratarías, la difusión de boletines, informes o cual­
quier sistema similar, acompañado o no de fotografías, 
con el fin de señalar sindicados o posibles infractores 
de la ley.

Artículo 13. Comunicación de sanciones. Las san­
ciones que se impusieren con ocasión de esta ley, serán 
comunicadas a la Procuraduría General de la Nación, 
al Consejo Superior de la Judicatura y al Departamento 
Administrativo del Servicio Civil, de acuerdo a las 
respectivas competencias, para efecto de la certifica­
ción de antecedentes disciplinarios.

Artículo 14. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su prom ulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

Senadores:
Mario Laserna Pinzón, Fernando Mendoza Ardila.

Santafé de Bogotá, D.C.,... de mayo de 1994.

EXPOSICION DE MOTIVOS
No puede alegarse, como con alarmante frecuencia 

ocurre en nuestra sociedad, que un periodista esté 
cumpliendo su deber por encima, en contra o descono­
ciendo las prescripciones legales o las necesidades 
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sociales. Legislar sobre el tema “Deberes y Derechos 
del Periodista” en referencia al tema de la desinforma­
ción requiere conocer la importancia que para la socie­
dad tiene el fenómeno comunicación y las empresas y 
organizaciones que venden ese servicio a fines del 
Siglo XX.

La sociedad posindustrial ha entrado en la era en 
que la mercancía que tiene mayor precio es la informa­
ción. Este producto se difiere según el uso y el área de 
la actividad social que lo requiere. Existe la informa­
ción climática para fines agrícolas. La militar para 
defensa. La tecnología para competir en el mercado de 
productos y servicios. Empero, ¿para qué sirve la 
información que recopilan, procesan y venden los 
medios de comunicación en masa? ¿De la prensa 
escrita a la TV pasando por las cadenas de radio? ¿Por 
qué se afirma que quienes adquieran monopolio en este 
sector no sólo hacen un buen negocio, como es caso 
con todo monopolio de algún insumo requerido por la 
ciudadanía (a través de fijar el precio) sino que adquie­
ren control de los procesos sociales, convirtiéndose en 
un poder absoluto sin control alguno? ¿Acaso está 
prohibido hacer buenos negocios? ¿Hay algo intrínse­
camente perverso o amenazante en ganar dinero? ¿Pros­
peran en bienes de consumo y servicios necesarios, las 
sociedades en las cuales los más capaces hacen voto de 
pobreza y ésta es señal de virtud? Ciertamente que no. 
El criterio de virtud a través de la pobreza podría, en 
ciertos casos ser adecuada para el individuo. Mas no 
para la colectividad. Ya lo dijo Pablo VI en su Pacem 
in Terram: El nuevo nombre de la paz es el desarrollo. 
¿Por qué entonces controlar los medios e impedir que 
se apoderen de ellos los barones de la economía de 
mercado? Agregando a las abundantes joyas de la 
corona empresarial el fulgurante diamante de los me­
dios? La razón no es de tipo moral o estético sino de 
libertad política; la cual existe y subsiste en razón de 
sutiles equilibrios entre los componentes de una socie­
dad. Sobre este equilibrio es indispensable, a fin de que 
no desaparezca ejercer, en la frase de Jefferson, una 
“eterna vigilancia”. A fin de dictar un estatuto de 
prensa que cumpla con esa eterna vigilancia será nece­
sario examinar la situación concreta, dentro de la 
presente dinámica de la sociedad industrial de corte 
occidental, de la acción de los medios. Dándose cuenta 
de que su labor de “Cuarto Poder” tiene como fin 
formar opinión. Influir sobre la manera como se inter­
preta la información. Afin de incrementar el poder que, 
por su esencia técnica y fin social, ejercen los medios, 
y quienes los controlan, a diario sobre la conciencia 
ciudadana. Con relación a las alternativas de consumo, 
material, emotivo, intelectual, espiritual, de orienta­
ción de la sociabilidad que a la persona individual se 
plantean. Los medios son, en pocas palabras, no un 
simple medio de información como lo es el lenguaje o 
la presentación fotográfica de la realidad para tomar 
decisiones, como se nos dice en las cátedras la informá­
tica, sino un instrumento científicamente estudiado de 
formar una opinión específica que favorezca determi­
nadas intenciones de poder. Pienso que este sea un 
asunto sobre el cual debe existir claridad para la hono­
rable Corporación llamada a reglamentar tan medular 
problema de la vida colectiva. Trataré de precisar, con 
ánimo de acertar y colaborar, algunos criterios al 
respecto.

Por haberse convertido la información en instru­
mento de control social, quienes controlan su produc­
ción y venta adquieren poder sobre los demás. Esto 
combinado con la sociedad global genera un fenómeno 
sui generis en relación con las libertades cívicas y 
civiles del individuo. Bien conocida es la doctrina de 
Montesquieu sobre la libertad civil como la resultante, 
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dentro de la estructura de la sociedad inglesa, del 
equilibrio de los poderes dentro de una sociedad (Libro 
IX del Espíritu de las Leyes). No se trata del equilibrio 
dentro del Estado, sino de la calidad de vida que este 
promueve, como resultante de un equilibrio de las 
fuerzas que operan dentro de una sociedad. Tesis 
fundamental de una visión humanista y liberal de la 
vida colectiva que puede comprobarse con una lectura 
del texto y que es, en su esencia e intención, contraria 
a la interpretación que la teoría formalista democrática 
ha dado a la doctrina montesquiana.

Lo significativo del caso es que a través de ese 
equilibrio de fuerzas se evita el monopolio del poder 
preservando un espacio de pensamiento y de acción 
donde el ciudadano puede ejercer su libertad civil. La 
información se ha convertido, entonces, no en un 
medio para transmitir información sino en un instru­
mento de formar opinión en favor o en contra de algo 
o de alguien. Lo cual no se restringe al ámbito político 
de elegir equipos de gobierno o de estar en pro o en 
contra de un personaje determinado cuando se trata de 
escoger a quienes manejen el Estado. Este espacio 
restringido sería un ejercicio del libre y responsable 
arbitrio ciudadano en el sentido clásico de “La Ciudad 
Aldea”. Lo que ocurre es que formar opinión dentro de 
la sociedad postindustrial significa influir, utilizando 
los fáusticos recursos de la moderna tecnología, sobre 
las decisiones que toman el Estado, o determinados 
sectores de la sociedad. Las cuales, por la naturaleza 
misma de la sociedad industrial, vienen a influir en 
favor o en contra de determinados y concretos intereses 
económicos. Por esta razón loque interesa a quien tiene 
la información es utilizarla en favor o en contra de los 
intereses y poder de grupos determinados.

Transmitir información se ha convertido, ello es 
evidente, en un problema técnico. Tanto por la rapidez 
con que se cubre el globo como por la eficacia de 
utilizarla con fines de “formar opinión”. Esto se ha 
captado muy bien desde comienzos del siglo XX. Está 
demostrado en la praxis. No requiere de sutiles argu­
mentos sobre la bondad o maldad del ser humano. 
Habiendo sido eficazmente utilizada en la propaganda 
en pro de la causa su propia y en contra de la del 
adversario en los grandes conflictos bélicos del siglo. 
Cosa que no ocurría cuando los ejércitos con que se 
combatía tenían carácter mercenario y no de fervor o 
última ratio patrórica. Peligroso sería ignorar cómo los 
problemas modernos de poder y conflicto obedecen a 
circunstancias diferentes a las del pasado. Al adoptar, 
muchas veces sin siquiera darse cuenta del engaño, 
criterios y significados arcaicos para enfrentar un pro­
blema se termina, sin darse cuenta, solucionando el 
problema, que no es. Caso, infortunadamente, frecuen­
te en la historia institucional de Latinoamérica.

Y así, obrando en función de sus personales intere­
ses, cumplían su propósito de vender información los 
dueños de periódico en el siglo XIX, luego este oficio 
se desplazó hacia la radio; y, al finalizar la segunda 
guerra, a la TV. Con lo cual, en los USA y Europa la 
prensa escrita fue perdiendo terreno. Aumentó también 
el público consumidor de información y por consi­
guiente el porcentaje de población sobre el cual se 
puede influir, transmitiéndole algo más que informa­
ción sobre hechos. Aparece lo que hace una generación 
se llamó en los medios académicos la “seducción de los 
inocentes”. La técnica civil y científica de la publicidad 
comercial para manipular al ciudadano-consumidor. 
Todos estos desarrollos conducen a que la sociedad se 
convierte en una sociedad en la cual el consumo de 
información es la antesala para el consumo de muchos 
otros bienes que se ofrecen en el mercado. No es 
posible en el mundo actual de economía de mercado 
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separar información de manipulación de la opinión con 
fines, utilidad y privilegio económico. El esfuerzo 
legislativo debe tender a no facilitar este concubinato 
non sancto. O sea que los medios influencian el merca­
do de cualquier bien de consumo y, además, en sí 
mismos sean un espléndido negocio. Empero, producir 
y vender información y así formar opinión se ha vuelto 
un proceso costoso. En el cual se gana y se pierde 
mucho dinero, y donde impera la ley del más fuerte.

Nadie puede quejarse de que vender información y 
formar opinión sea un negocio y atraiga a gentes 
movidas por la libido de tener dinero tanto como el 
prestigio e influencia que ello genera. Lo que si no está 
bien o por lo menos merece estudiarse con cuidado es 
el hecho de que soliciten o exijan, a nombre del servicio 
humanitario que prestan estas empresas, privilegios y 
concesiones especiales de las que carecen otros empre­
sarios. Como si fuera un servicio público sin ánimo de 
lucro que no tuviera su dividendo económico normal. 
Como si los que prestan estuvieran haciendo un sacri­
ficio o imponiéndose restricciones y disciplina a nom­
bre de un altruismo cuasi-heroico. En un trabajo dife­
rente al de quienes toman riesgos -médicos, ecólogos, 
policías, fuerzas militares o diversos investigadores 
científicos- en otras áreas de producir y vender un 
producto o un servicio. El club de los comunicadores y 
sus empleados no es parte del camino de la santidad 
cuya recompensa vendrá en el más allá. Por el contra­
rio, es una labor que se presta a ejercer presiones y hasta 
chantajes sobre quienes requieren de su simpatía o 
protección, como los trabajadores del gremio político, 
de una imagen pública óptima a fin de que los votantes 
confíen en ellos. Los ejemplos abundan tanto dentro 
como fuera del país. Son los sucedáneos para la socie­
dad postindustrial de los cortesanos o intermediarios 
entre el ciudadano y el monarca. Entre la masa anónima 
y el esplendor del poder.

Porque, entonces, se preguntan quienes siguen de 
cerca el proceso acelerado y despiadado de concentra­
ción de los medios en Colombia en manos de los amos 
del gran capital y exigir y lograr como han logrado 
hasta la fecha en Colombia, a nombre del mito “de 
defensores desinteresados quijotescos del bien, la ver­
dad y la belleza” privilegios de inmunidad y de tribu­
nales especiales salidos del gremio mismo para juzgar 
y aplicar la ley. Tribunales diferentes por su origen y 
por su código de ética frente al consumidor diferentes 
a los de quienes producen y venden alimentos, drogas 
o servicios de transporte, salud o educación. Una cosa 
es la libertad de opinión para cada individuo y otra bien 
diferente prestar un servicio de “formar opinión” que 
es lo que hacen los medios. En esta actividad deben 
estar sometidos a los mismos trámites de cualquier 
mercancía que se ofrece en el mercado. Oigamos 
algunas opiniones sobre las relaciones existentes entre 
medios y poder económico tomadas de la obra de un 
estudioso del tema vinculado al negocio de vender 
información y formar opinión. En su notable análisis 
del problema en su libro aparecido en 1972, “El poder 
de informar, los media: El negocio de la información”, 
el señor Jean Louis Servan-Schreiber dice: “La publi­
cación de periódicos y revistas involucra inmensas 
sumas de dinero que sólo están al alcance de hombres 
u organizaciones ricas. Ya no existe eso que se califica 
de una “prensa independiente”. Si, como afirma el 
autor se requiere mucho dinero y si además sirve para 
conseguir más dinero, se entiende muy bien porqué el 
control de los medios atrae irresistiblemente a quienes 
aspiran a asegurar e incrementar su poder económico, 
social y político. Dentro de una creciente tendencia al 
monopolio puesto que capitales pequeños o medianos 
no resisten la competencia de los gigantes. Pretender
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que defender los privilegiosib <^ue dar un status especial 
al negocio de producir y verider información es una 
manera de ejercer “eterna vi¿ ifancia” sobre los dere­
chos de las masas es no entenc er ni los mecanismos de 
poder económico-político de a sociedad industrial, o 
pensar que los legisladores eslán dispuestos a plegarse 
a la voluntad de los amos formadores de imagen, o, lo 
que también es posible en un Jais en el que las clases 
políticas carecen de criterios para anticipar conflictos 
entre el bien particular y el colectivo, sobrevivir ape­
lando a épocas donde ser dueño de los medios no era 
señal de gran riqueza ni de intenciones protervas con 
relación a la manipulación de quienes se “informan” a 
través de los medios. La defersa ideológica y altruista 
del superestado representad^ por los medios como 
voceros del interés público y de las necesidades popu­
lares era válida cuando el prec o de un diario, que hasta 
comienzos del Siglo XX era er | sí bastante elevado -por 
eso se leían en los clubes y los cafés- lo pagaba el 
adquirente. Hoy en día son, en proporción, mucho más 
baratos. ¿Por qué ese abaratamiento de la mercancía? 
¿Acaso por el buen corazón y a falta de codicia de los 
empresarios de la noticia? ¿Por su deseo de servir al 
público y llegar a los mqhesterosos? ¡De ninguna 
manera! La clave nos la da Servan-Schreiber” Los 
anuncios (advertising) se han < onvertido en la práctica, 
en la fuente única de ingresos de la prensa, lo cual no 
deja de ser peligroso tanto paré su independencia como 
para su moralidad, de este hecho deduce: “Con el 
cambio en la base económic i -el sostén ya no es el 
lector sino el anunciador- la fii alidad primaria ya no es 
vender noticias a los lectores s no vender los lectores al 
hombre de negocios doblado ¡de anunciador”. Así se 
entiende el interés altruista ;n llegar a las grandes 
masas. No es para informarlas ni para hacerles un bien 
de cualquier orden. ¡Es para jumentar el tamaño del 
rebaño que se ofrece en venta De suerte que el oscuro 
contubernio cuyo fin es la explotación del lector tanto 
a través de las noticias cargad is como de los anuncios 
comerciales sin disfraz algún ) se ha convertido en la 
idea dominante de uno de los negocios más lucrativos 
de la sociedad industrial! Cuja meta es, diariamente, 
hora por hora, aumentar el núi lero de consumidores... 
y de víctimas.¡Es para este t po de intereses que se 
alegan libertades constitucionales para construir cada 
día mayores monopolios y par i disfrutar de un estatuto 
especial que aplique sancione; morales u económicas? 
Como si fuera el que escribe o ee la noticia, el que está 
apretándole la soga al ahorcad j! No creo que esta fuera 
la idea del Constituyente de 1 )91 cuando establece el 
derecho a la libertad de empres a en materia de informa­
ción!

Existen suficientes estudias serios, con precisas 
estadísticas sobre la concen ración de poder y las 
jugosas utilidades -significad 'amente por encima del 
promedio de ganancias legítimas de una sana econo­
mía industria] dé a favor de los empresarios de la 
información que logran sobre; guar- para que se conti­
nué actuando en la oscuridad y la ambigüedad reveren­
te frente a los hechos y los po< eres detrás de ellos. No 
existe explicación válida, difei ente a la de extender una 
cortina de humo que oculte el verdadero problema de 
la lucha por el control de lá sociedad que se siga 
discutiendo tan grave asunto con criterios del siglo 
pasado. Vale decir, antes de que se hubieran juntado los 
grandes intereses económicos con el control económi­
co y político de los medios. ¿S; supone que los colom­
bianos son tan miopes o re ¡rasados en materia de 
información sobre la industrié de los medios para que 
continúen sosteniendo que e cuarto poder está por 
encima de las leyes y de los int jreses de la comunidad? 
El más protuberante de los cu; les implica que el orden 
legal debe proteger al púb ic) contra sus eventuales 
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explotadores. No se trata, evidentemente, de resarcir 
perjuicios a individuos particulares que han sido agra­
viados o perjudicados injustamente. Se requiere defen­
der el interés colectivo, la utilización de los medios 
para formar opinión que permita manipular los meca­
nismos de una economía neoliberal en beneficio de 
unos intereses económicos específicos como quedó 
claramente expuesto en la intervención del Senador 
Mario Laserna del... sobre la necesidad de proteger el 
interés público contra la desinformación.

Al concentrar hoy en día el poder económico, los 
medios de comunicación con su status especial les 
darían un poder sobre la sociedad y sobre el mismo 
Estado. Controlarían el poder judicial en sentido de 
estar por fuera de él.

No es coherente, entonces, estar en contra de una 
concentración económica y al mismo tiempo aumentar 
el poder de estos grupos dándole acceso al poder total. 
Existirían razones técnicas que demuestran que para 
hacer frente a la competencia internacional un cierto 
grado de concentración de poder y decisión económica 
es necesaria. Pero entonces debe mantenerse control 
político sobre este poder. Y no entregarles también el 
control político que es lo que están adquiriendo al: i) 
extender sus empresas a los medios de formar opinión, 
ii) Darles privilegios, como los tenía la nobleza en el 
antiguo régimen de ser juzgados por su propio estatuto 
y por sus pares. Como si los medios fueran, como sí lo 
son los militares, empleados y defensores de la socie­
dad sometidos a las ordenes y control del ejecutivo. En 
el caso de éstos, dadas las circunstancias en que prestan 
su servicio, si se justifica una jurisdicción especial: 
como la tiene el Poder Legislativo o la Iglesia. ¿Qué tal 
que a la Iglesia se le permitiera ser un factor económico 
poderoso; influir sobre el poder del Estado en el ejer­
cicio de la soberanía; y, dados los dos factores ante­
riores poseer status espacial? Sería, para dar un ejem­
plo que golpea la realidad colombiana actual, como 
dejar a los Urbanizadores fijar las reglas de cómo 
manejar sus urbanizaciones. Al mismo tiempo permi­
tiéndoles elegir sus propios concejales; que es lo que 
viene ocurriendo. En esas condiciones de nada sirve 
extender el caudal electoral puesto que todos traen una 
opinión preestablecida y preformada por los medios. A 
quienes los aspirantes al poder público rinden incondi­
cional pleitesía. Da la casualidad que son los mismos 
empresarios industriales cuyas actividades están lla­
mados a reglamentar.

Si algo ha demostrado la historia moderna es el 
funcionamiento de vasos comunicantes en el ejercicio 
del poder, y la necesidad de evitar su concentración ya 
que como dijo Lord Acton, “el poder corrompe y el 
poder absoluto corrompe absolutamente”. ¿Qué hace 
pensar que no sea ese el caso dentro del proceso 
colombiano?; el único contra que previene la destruc­
ción de las libertades cívicas, el nervio vital de la visión 
liberal de la sociedad es mantener un equilibrio. No 
formal interno al Estado, sino real y material, de la 
sociedad. Realidad de la cual el Estado es una expre­
sión; el sector económico otro y la Iglesia un tercero. 
De ahí la celebra frase de Jefferson: El precio de la 
libertad es la eterna vigilancia. En Colombia se ha 
perdido ese espíritu porque se discuten estos proble­
mas por fuera de su realidad histórica; con criterios 
románticos y arcaicos propios a otras formas y circuns­
tancias de la existencia social. Empero los síntomas de 
concentración son amenazantes y claros. Si la econo­
mía puede ser un instrumento de competencia en la 
lucha internacional, no le demos a los poderes econó­
micos adquirir el privilegio de ser sus propios vigilan­
tes y sus propios jueces. Como si fueran hechos de 
sustancia angelical. Olvidando la elemental observa­

ción de Servan-Schreiber que el poder de los medios no 
está en que venden información sino en que a través de 
este hecho, se convierte, lo cual es objetivamente 
inevitable, en forjadores de opinión. No es que vendan 
el lector al empresario. Es que, en Colombia, con el 
proceso actual ello no es necesario. Empresario y 
medio son dos personas distintas y un solo poder 
verdadero. Se han convertido, dentro del modelo de la 
economía de mercado en el poder educación de la 
nación. Y es así dentro de la unidad de mando y de 
propósito como ejercen un poder absoluto sobre la 
sociedad. Finalmente, vale la pena explicarlo: Por esa 
razón es que atacan, promueven y denigran a determi­
nadas personas. Mas no es un problema personal como 
se cree en el enfoque ingenuo del problema. Se trata es 
de remover obstáculos para el ejercicio absoluto del 
poder. Como en cualquier sociedad totalitaria. Porque 
la verdad es que el Estado totalitario es el instrumento 
de la sociedad totalitaria como la planteaban el hitlerismo 
y el marxismo-leninismo. Así, en el caso de la última, 
puede desaparecer el Estado continuando vigente el 
totalitarismo, o sea el Poder Absoluto, sin elementos de 
contrapeso y equilibrio, ejercido por un solo poder: el 
empresarial. Un fundamentalismo peor que el religioso 
de los puritanos y del que se está propagando en el 
mundo islámico. Porque así como la salud corporal, y 
también la de la mente según enseñan los expertos, 
depende de un equilibrio en los procesos que ejercen 
los distintos órganos también es el caso en el del 
organismo social. Así que conviene, también en esto, 
ejercer medicina preventiva siguiendo el sabido pre­
cepto, no surgido de la fantasía o la obsesión 
perfeccionista, sino de la observación histórica. De la 
manera como en la Inglaterra “el ciudadano puede 
disfrutar de la tranquilidad de espíritu que proviene de 
la opinión que cada cual tiene de su seguridad; y que, 
para que exista esa libertad el poder que gobierna debe 
ser tal, que un ciudadano no pueda sentir temor de otro 
ciudadano”.

La protección contra la desinformación
El artículo 20 de la Carta reza: Esta garantía es 

indispensable desarrollarla en sus dos dimensiones. La 
de quien maneja los medios; y la que es necesario 
conceder a quien consume el producto que estos ofre­
cen. En la sociedad postindustrial el consumidor es el 
ciudadano anónimo. Y, debido a la tecnología actual, 
ello significa la casi totalidad de la población con 
capacidad de leer, oír, o mirar imágenes. No por 
analfabeto se elude la influencia de los medios. Es 
apenas de sentido común suponer que siendo esta, 
capacidad de formar opinión, negocio que además de 
ganancias, da poder, sea utilizado para promover los 
intereses del empresario. De ahí la posibilidad de 
manipular la información. Produciendo desinformación 
en sentidos y con metas diversas. Generalmente de tipo 
económico, político y hasta de status social. Para que 
exista el delito de desinformación no se requiere que 
ésta tenga en su mira a una persona en particular. 
Cuando de esto se trata, el propósito es beneficiar a 
alguien. Para este fin conviene desacreditar a alguien. 
Con verdades o con mentiras. Con propósito de servir 
al público o de utilizarlo para un fin que no está visible. 
Se pretende, y ahí está el problema, que siempre es para 
beneficiarlo. Empero, la difusión de hechos económi­
cos, políticos, militares, inclusive climsticos ficticios, 
puede ser aprovechada para realizar enormes utilida­
des por parte de quienes saben que el hecho que se 
difunde es mentira. Luego, se rectifica. Pero como dice 
el refrán: “Con el ojo afuera, no hay Santa Lucía que 
valga”. No puede el Congreso de Colombia frente a 
estas realidades, frente a una situación, la indefensa- 
bilidad a que están sometidas las grandes masas, per­
mitir que eventuales abusos queden cobijados por la
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impunidad. Bajo el pretexto de que Hitler, Stalin o 
ciertos dictadores latinoamericanos o africanos buscan 
amordazar la prensa para silenciar a sus adversarios. 
De ninguna manera se trata de amordazar sino de 
exigir, tanto en lo civil como en lo penal, responsabi­
lidad ante la violación de los derechos ciudadanos, por 
parte de quienes actúan por fuera de la ley y abusan de 
sus conciudadanos. Ya sea individual o colectivamen­
te; como cuando se esparcen rumores que afectan la 
confianza en una entidad financiera, en un producto 
industrial o en la seriedad con que se presta un servicio. 
Provocando reacciones de pánico y de “sálvese quien 
pueda” para perjudicar a un competidor. Como cuando 
en una sala de cine alguien grita “fuego, fuego”, por 
hacer un gracejo o perjudicar a alguien. “El poder 
corrompe, y el poder absoluto corrompe absoluta­
mente”, constituye, lo repetimos, parte de la eterna 
vigilancia que debe ejercer el poder público en defensa 
de los débiles. De aquellos que consumen, sin benefi­
cio de inventario, la información que se les ofrece en 
todo momento y lugar. Los que conocen la realidad de 
la cosa, pueden, en esas condiciones, al no ser víctimas 
de la desinformación, adquirir ventajas totalmente 
ilegítimas. Los empresarios de los medios son quienes, 
en la sociedad postindustrial, más se acercan, protegi­
dos por el miro del cuarto poder, al poder absoluto. De 
ahí el fenómeno de la lucha por adquirir su control, y de 
la concentración en unas pocas manos. Este tema del 
control de los medios ha sido objeto de frecuentes y 
bien difundidos comentarios, publicaciones en los paí­
ses industriales en donde, a medida que avanza la 
tendencia a la concentración de su control, ya no a 
escala local sino global, aumentan también los temores 
sobre las consecuencias que este, al parecer incontro­
lable hecho puede acarrear. Me permito llamar la 
atención sobre el reciente libro “Amo del juego” de 
Connie Bruck, que trata de la vida y milagros de Steve 
Ross “el hombre que se tragó a Time Inc” y quien ya era 
dueño de Warner Communications, la organización 
más poderosa de nuestro planeta dedicada a vender 
recreación a través de los medios electrónicos. En el 
comentario a este importante libro sobre la lucha por el 
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control de la sociedad global aparecido en el New York 
Times de abril 10/94, se dice: “En realidad, Times en 
manos de Warner es quizás menos deshonesto de lo 
que era en tiempos de Luce, cuando sus Editores de 
mayor autoridad manipulaban y deformaban lo que 
transmitían los reporteros desde el Vietnam y otros 
lugares”. Luce, un hombre de negocios habituado, por 
temperamento y tradición, a resistir, como lo haría 
frente a una vampiresa enviada a desviarlo de la recti­
tud de sus metas comerciales sentimentalismos empresa­
riales... impuso en la era del “Siglo norteamericano” el 
mito de que los medios son intocables pues se trata de 
vender una mercancía sacrosanta, la información. La 
era electrónica, con tendencia a quedar, por razones 
tecnológicas y financieras, control de la mafia ha 
captado con oportuna claridad que “periodismo y recrea­
ción no son términos que se excluyan”. Frente a estos 
procesos y advertencias de un Frankestein rondando 
por la heredad. ¿Cabe abrigar dudas justificadas sobre 
el deber que tiene el Congreso de Colombia de proteger 
a la sociedad civil contra el poder de estos insaciables 
pulpos financieros-recreativos que de manera 
embrionaria pero con tendencia a un acelerado desa­
rrollo han aparecido en nuestro medio? Y que tarde o 
temprano estarán expuestos al control, por la razón o 
por la fuerza, de las mafias internacionales. El presente 
proyecto no pretende en su brevedad y frente a la 
complejidad del asunto ser nada distinto a un primer 
paso en señalar el camino por el cual futuras legislatu­
ras deben adentrarse. Como cuando un ejército cobra 
conciencia que sus armamentos y su organización son 
obsoletas frente a las fuerzas y poder organizativo del 
adversario. Lo fundamental y primordial está en darse 
cuenta que el problema existe y que no se está prepa­
rado para cumplir con las obligaciones que constituyen 
su razón de ser.

Una adecuada protección legal -no de simple ética 
del gremio- contra la desinformación permite al ciuda­
dano común y corriente, estar libre de temores frente a 
sus conciudadanos. Sean estos ricos o pobres; sabios o 
ignorantes; personas concretas o “empresarios sin ros- 
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tro” insaciables en sus ansias de dinero y de poder. Se 
trata, entonces, de tipificar los delitos de desinfor­
mación y de establecer responsabilidades civiles o 
penales para quienes los promuevan, sirvan de instru­
mento intelectual o material para cometerlos, o se 
lucren de ellos.

Fernando Mendoza Ardila, Mario Laserna.

SENADO DE LA REPUBLICA 
Secretaría General Tramitación de Leyes

Santafé de Bogotá, D. C., mayo 11 de 1994

Señor Presidente:

Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto 
de ley número 196/94 “por la cual se reglamenta la 
responsabilidad social de los medios masivos de comu­
nicación y se tipifica el delito de desinformación”, me 
permito pasar a su Despacho el expediente de la men­
cionada iniciativa que fue presentado en el día de hoy 
en Sesión Plenaria. La materia de que trata el mencio­
nado Proyecto de ley es de competencia de la Comisión 
Primera Constitucional Permanente.

secretario General

Honorable Senado de la República,
Pedro Puntare jo Vega.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPUBLICA

Mayo 11 de 1994

De conformidad con el informe de la Secretaría General, dése por 
repartido el mencionado Proyecto de ley a la Comisión Primera 
Constitucional Permanente, para lo cual se harán las anotaciones de 
rigor y se enviará copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de 
que sea publicado en la Gaceta Legislativa del Congreso.

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Jorge Ramón Elias Náder.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega..

PONENCIAS
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

al Proyecto de ley número 114 de 1992, 
Cámara, 176 de 1994, Senado. (Con pliego de 

modificaciones). '

INTRODUCCION

El análisis evaluativo de la reforma agraria toman­
do como marco de referencia a las diferentes leyes 
agrarias aplicadas en el país, permite concluir que en 
más de 30 años de intervención del Estado, la estructu­
ra agraria no ha sufrido cambios significativos, mante­
niéndose aún cerca de 166.000 familias sin tierra y 
555.000 que la poseen en forma insuficiente. Esto 
obedeció entre otros aspectos, a la existencia de un 
modelo institucional caracterizado por la lentitud de 
los procedimientos y la falta de transparencia de los 
procesos, lo que hizo costosa e ineficiente la reforma 
agraria, limitó el logro de sus objetivos en términos de 
cobertura y no permitió el desarrollo de una adecuada 
capacidad de autogestión de los beneficiarios.

La situación descrita motivó el análisis de la Ley 
135 de 1961, con el fin de adecuarla a las nuevas 

condiciones economicosociales del país, originándose 
así el proyecto de Ley 114 de 1992, fundamentado en 
los mandatos sociales y económicos del nuevo estado 
social de derecho previsto en el artículo 2° de la 
Constitución Política de 1991 y en el postulado del 
acceso progresivo de la propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios y a los servicios sociales y econó­
micos, contemplado en el artículo 64 de la Nueva Carta 
Política.

Este proyecto de ley se constituye así, en un instru­
mento de participación, desarrollo y democratización 
de importantes zonas campesinas y pacificación de la 
Colombia rural.

1. EVALUACION DE LA REFORMA 
AGRARIA

Durante las tres últimas décadas, la estrategia de 
desarrollo rural ha tenido como objetivo aumentar la 
producción agropecuaria y permitir el acceso de los 
campesinos a la propiedad de la tierra y a los servicios 
complementarios. Sin embargo el proceso de 
redistribución de tierras ha estado condicionado por las 
cambiantes prioridades en las políticas adoptadas por 

los gobiernos, la rigidez del marco normativo y las 
restricciones de los recursos.

1.1 Etapas de la reforma agraria

Desde la creación del INCORA, Ley 135 de 1961, 
se pueden identificar tres etapas en el desarrollo de las 
actividades de la Institución.

La primera va desde 1962 hasta 1973, se identifica 
como la etapa del Frente Nacional, en el período de 
mayor dinámica de la reforma agraria integral, debido 
a que existía un ambiente interno y externo favorable. 
La Alianza para el Progreso promovió el cambio es­
tructural por la vía pacífica, este programa avaló la 
obtención de recursos de ayuda externa y había volun­
tad política expresada en los dos partidos tradicionales 
que compartían las responsabilidades en el gobierno.

Papel importante juega en este período la 
promulgación de la ley Ia de 1968 sobre “Arrendata­
rios y Aparceros” que agilizó trámites y procedimien­
tos, se establecieron nuevas causales de expropiación 
y se ampliaron los plazos para el pago de las tierras 
inadecuadamente explotadas. El Estado auspició y
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promovió la organización canlpesina con el argumento 
de que una Reforma Agrarja mplica la redistribución 
del poder político, económico y social.

En este período ingresaron al Fondo Nacional Agra­
rio 715.563 hectáreas, que representan un ingreso 
promedio anual de 65.051 has.

La segunda etapa va desde 1973 hasta 1987, se 
conoce como el Acuerdo de 1 Ticoral, corresponde al 
período de parálisis y debi 1 idí d en el impulso y trayec­
toria de la Reforma Agraria.

Este acuerdo introdujo cíimbios en la legislación 
agraria mediante la exped cipn de la Ley 4- y 5a de 
1973. La primera cambió las Condiciones de indemni­
zación del pago de las tierrás mediante un complejo y 
sofisticado procedimiento, que hacía necesaria la de­
terminación de mínimos de productividad por cultivos 
y por región, sistema que implicaba para el Ministerio 
de Agricultura montar una infraestructura técnica e 
instrumentos de trabajo de campo que en ese momento 
no disponía.

La Ley 5a diseñó el sistem í de financiamiento para 
el agro, con énfasis en la ígricultura que utilizará 
asistencia técnica. El sesgó ánt>’ref°rma agraria se 
complementó con la expedir ión de la Ley 6a sobre 
aparcería, que revisaba aspectos sustanciales de la Ley 
Ia de 1968.

A partir de 1983 entra en v gencia la Ley de Amnis­
tía, Ley 35 de 1982, que Co itó con el apoyo de los 
partidos políticos y la aprobación de las clases dirigen­
tes. Con el Decreto Reglamentario 3287 de 1982, el 
Gobierno amplió los benefic os de los programas de 
rehabilitación a los habitantes de las zonas que habían 
sido objeto de enfrentamien os armados o acciones 
subversivas; de igual manera e n su artículo 3a se facultó 
al INCORA para dotar de tieri as mediante la ejecución 
de programas de parcelació a í empresas comunitarias. 
La adquisición de tierras se hi to más eficiente, debido 
al cambio en el procedimienk, el cual se señaló por la 
vía del Decreto ley 222 de 1983, “Estatuto de Con­
tratación Administrativa” por ser sus normas de mayor 
agilidad.

Durante este período apei as ingresaron al Fondo 
Nacional Agrario 261.271 rus., de las cuales 90.808 
has. se adquirieron en los ú 1 ti r Ir os 5 años, cuando entró 
en vigencia la Ley 35 de 19E2; o que representa 17.418 
has. en promedio anual.

La tercera etapa abarca desde 1988 hasta hoy, 
identificada como la era del n levo estatuto denomina­
do “Ley 30 de 1988”. Esta k y >ermitió superar muchas 
de las limitaciones de las norm is anteriores, al eliminar 
la calificación de predioi, establecer fuentes de 
financiamiento de naturaleza específica para el Fondo 
Nacional Agrario, diseñar m icanismos de interven­
ción estatal para garantizar a integralidad de la Refor­
ma Agraria, conferir mayor agilidad al proceso de 
redistribución de tierras, fort¡ lecer la organización y 
participación campesina, hace ■ mas funcional los orga­
nismos de coordinación y cc insulta para la toma de 
decisiones.

Este es el período de mayo 1 dinamismo en cuanto al 
programa de adquisición de ti :rras, en sólo cinco años 
han ingresado 414.129 has.,qi e representan en prome­
dio anual 82.825 has.

1.2 Realizaciones 1961+1?93

El agregado de realizaciones para el período 1961- 
1993 muestra avances eviden es en cuanto a la cober­
tura de los programas. Es así como han ingresado al 
Fondo Nacional Agrario 1.45?.322 hectáreas, 68.762 
de éstas como resultado dt 1: expropiación, 353.387 
por cesiones, 1.036.772 por c rmpra directa y 401 por 
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otras modalidades. Se ha dotado de tierra a 72.110 
familias con 1.265.187.3 hectáreas, se ha extinguido el 
derecho de dominio sobre 4.557.472 hectáreas, y sobre 
tierras baldías de la Nación se han titulado 10.603.392.2 
hectáreas a 348.399 familias de colonos.

Así mismo, se han establecido reservas y resguar­
dos indígenas donde se agrupan 43.538 familias en una 
extensión de 25.785.944.5 hectáreas.

Como complemento básico del acceso a la propie­
dad de la tierra se atendió financieramente con recursos 
propios y con garantías del Instituto a 368.868 familias 
con préstamo promedio de $1.243.260, para un total de 
crédito otorgado de $541.148 millones, cifras medidas 
en pesos de 1992.

En términos globales los recursos destinados a 
inversión durante el lapso mencionado en pesos de 
1992 han sido de $962.762.9 millones, lo cual incluye 
las inversiones que el Instituto realizó en la construc­
ción de 15 distritos de riego, para adecuar 273.500 
hectáreas, se construyeron 1.008 kilómetros de canales 
de riego, 1.747 kilómetros de canales de drenaje, 1.033 
kilómetros de vías internas en los distritos hasta que en 
1976 fue creado el Himat para hacerse cargo de esta 
actividad y liberar al INCORA de una misión ajena a su 
propósito fundamental.

También bajo la responsabilidad del Instituto en los 
Departamentos de Córdoba, Caquetá, Meta y Arauca 
se han abierto 2.293 kms. de vías, construido hospita­
les, escuelas y adelantado campañas preventivas.

El avance poblacional es muy significativo, de los 
10 millones de habitantes rurales (35% de la población 
colombiana), 3.0 millones de personas, 538.015 fami­
lias, han sido beneficiadas con títulos debidamente 
otorgados o mediante la entrega de las parcelaciones 
que ha organizado el Instituto con la tierra adquirida. 
Por grupos de población el beneficio es:

Grupo 
Población

Familias Habitantes Hectáreas

Campesino 156.007 780.035 5.795.739.6

Colono 348.399 2.090.394 10.603.392.2

Indígena 43.538 261.228 25.785.944.5

TOTAL 547.944 3.131.657 42.185.076.3

Con los baldíos reservados como resultado de la 
extinción se han beneficiado aproximadamente 83.897 
familias, 500.000 personas. En total la acción del 
Instituto ha beneficiado al 31.3% de la población 
asentada en el área rural.

En cuanto a la apertura de frontera económica se 
han titulado 10.6 millones de hectáreas baldías a 348.399 
familias, aproximadamente 2.0 millones de habitantes, 
quiere esto decir, que mientras el INCORA beneficia 
un habitante con tierra apta dentro de la frontera, a la 
par le está solucionando el problema del factor tierra a 
dos habitantes fuera de ésta. El producto de la relación 
es benéfico para el país solo en la medida en que la 
apertura que impulsa la titulación de baldíos se siga 
adelantando dentro de estudios técnicos de 
ordenam iento territorial y conservación de los recursos 
naturales.

1.3 Estructura de la tenencia de la tierra

La distribución de la propiedad rural en Colombia 
ha permanecido casi inalterada en los últimos 30 años. 
Para 1960, el 67% de los propietarios con predios 
menores de 5 has. ocupaban el 6% de la superficie, 
mientras que el 1.4% con propiedades mayores de 200 
tenían el 46%. Para 1989, el 67% de los propietarios 
poseían el 5.2% de la superficie, mientras que el 1.3% 

de ellas cubrían el 48% del área. En términos de 
coeficiente de GINI, este paso de 0.832 a 0.802 en este 
período.

Este fenómeno de concentración se encuentra 
correlacionado con la evolución de las formas de 
tenencia. Así la categoría en propiedad que en 1960 
registraba el 72% de la superficie explotada, pasó en 
1988 a representar el 85% de ésta. Por su parte el 
arrendamiento y la aparcería pasan de una participa­
ción del 3.9 y 3.5% del área, respectivamente, en 1960 
a 1.9 y 0.6% en 1988, mientras que el colonato pasa del 
12.1% al 5.4% durante el mismo período.

El informe de la misión de estudios agrarios conclu­
ye que este cambio en la tenencia de la tierra hacia la 
explotación de los fundos por los propietarios es resul­
tado en gran medida, a la acción institucional del 
Estado ejecutada por el INCORA a través de la amplia­
ción de la frontera agropecuaria por colonos que reci­
bieron títulos de propiedad y la adjudicación de tierras 
del Fondo Nacional Agrario.

De otra parte el CEGA en el estudio “La Reforma 
Agraria y su conveniencia económica”, indica un tími­
do proceso de fraccionamiento del latifundio, sin cam­
bios significativos en la propiedad, puesto que la pe­
queña propiedad registra también tendencia al 
fraccionamiento. Esta situación estaría indicando que 
el latifundio improductivo ya no es la característica 
predominante, por lo que se hace necesario tenerlo 
como elemento de referencia en la definición de polí­
ticas de Reforma Agraria.

En la medida en que la legislación agraria le ha 
proporcionado instrumento al INCORA, éste ha acele­
rado el ritmo de adquisición y dotación de tierras, tal 
como ocurre a partir de la expedición de la Ley 30 de 
1988, sin embargo con esta acción tan sólo se ha 
afectado el 3% del total de 47 millones de hectáreas que 
constituyen la frontera agropecuaria del país.

1.4 Cambios en el ingreso con ampliación de la 
brecha campo-ciudad

Los indicadores socio-económicos del país mues­
tran que el nivel de vida de la población campesina ha 
mejorado durante las últimas décadas. Sin embargo, la 
brecha entre los sectores urbano y rural sigue siendo 
amplia y una alta proporción de los campesinos no 
tiene la capacidad de generar los ingresos necesarios 
para atender las necesidades básicas.

De los 10.6 millones de habitantes del sector rural 
alrededor de 6.6 millones se clasifican en el nivel de 
pobreza; el 62.6% de las personas y el 57.4% de los 
hogares del sector rural presentan necesidades básicas 
insatisfechas; la tasa de analfabetismo rural superaba 
en 1985 en más de tres veces a la urbana, las tasas brutas 
de natalidad y mortalidad, de los 10 y 28 por mil en el 
campo contrastan con las de 7 y 24 por mil en las 
ciudades, cerca de la mitad de la población no tiene 
acceso a la propiedad de la tierra, son jornaleros, 
arrendatarios, aparceros o la poseen en forma insufi­
ciente; los recursos productivos (tierra, agua y capital) 
son escasos en las pequeñas parcelas lo que, aunado al 
difícil acceso al crédito y a la tecnología, ha contribui­
do a mantener en condiciones precarias al campesina­
do colombiano.

1.5 USO ACTUAL DE LAS TIERRAS 
EN PODER DE LOS BENEFICIARIOS 
DE REFORMA AGRARIA.

El uso actual de las tierras en poder de los beneficia­
rios de Reforma Agraria presenta la siguiente estructu­
ra:
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Area de la muestra: 1.393.843.6 hectáreas.

AREAAGRICOLA: 142.512.1 hectáreas(10.2%).

- Cultivos permanentes: 18.703.0 hectáreas (1.3%). 

Cultivos de cacao y café como más representativos
en cuanto a superficie cultivada y volumen de produc­
ción.

- Cultivos semipermanentes: 13.600.0 hectáreas 
(1.0%).

Fundamentalmente caña de azúcar y plátano.

- Cultivos anuales: 9.888.1 hectáreas (0.7%).

Representados por yuca, ñame, arracacha y maíz de 
zonas templadas y frías.

- Cultivos transitorios: 40.130.1 hectáreas (3.5%).

Con mayor relevancia está el cultivo de arroz, sorgo 
y maíz de zonas cálidas.

- Pancoger: 51.191.0 hectáreas (3.7%).

Comprende aquellas explotaciones agropecuarias 
de autoconsumo cuyos productos hacen parte de la 
dieta básica de los pequeños productores. Alguna parte 
de los productos van al mercado y se adelantan funda­
mentalmente con mano de obra familiar, sin crédito ni 
asistencia técnica.

Como puede observarse las explotaciones están 
orientadas prioritariamente a la producción de alimen­
tos (arroz, maíz, cacao, plátano, sorgo, café y pancoger).

Los beneficiarios de Reforma Agraria producen 
con aceptable eficiencia en su proceso de producción, 
destacándose los cultivos de arroz, cacao, sorgo, pláta­
no y maíz cuyos rendimientos son superiores al prome­
dio nacional.

Sin embargo, es necesario anotar que desde el 
punto de vista económico y financiero el usuario de 
INCORA pertenece al estrato productor más débil y 
vulnerable en razón de las pequeñas áreas y volúmenes 
de producción que maneja, así como las características 
de su perfil socioeconómico que lo distingue del pe­
queño y mediano productor y a que debe utilizar los 
excedentes productos para atender las obligaciones por 
concepto de tierra, realizar la infraestructura para 
adecuar sus unidades productivas y asumir los gastos 
para el sustento y mejoramiento de la calidad de vida de 
su familia.

Esta situación hace que los beneficiarios de Refor­
ma Agraria no presenten como característica funda­
mental una elevada acumulación de capital y se man­
tengan por varios años en los nieles primarios de los 
procesos de producción, antes de convertirse en verda­
dero pequeños productores.

AREA GANADERA: 846.506.1 hectáreas de su­
perficie forrajera (60.7%).

- Pastos naturales: 429.712.1 hectáreas (30.8%).

- Pastos mejorados: 415.774.6 hectáreas (29.8%).

- Pastos de corte: 1.019.4 hectáreas (0.1%).

En esta superficie forrajera pastan 550 mil cabezas 
de ganado bovino que conforman el hato ganadero de 
los usuarios de INCORA, como unos indicadores de 
producción del 64% de natalidad, 1.7% de mortalidad 
en adultos y un 3.7% de mortalidad en crías, que se 
encuentran dentro de los parámetros normales de pro­
medio nacional, demostrando un manejo apropiado y 
un progreso técnico por parte de los usuarios, puesto 
que en los inicios de proceso reformista, mostraban 
poca capacidad para el manejo del hato ganadero.

- Area en descanso: 22.563.9 hectáreas (1.6%).

- Area en rastrojo: 140.661.8 hectáreas (10.1%).

- Superficie potencialmente apta para agricultura y 
ganadería.

- Area en montes y bosques: 198.438.9 hectáreas 
(14.2%).

- Area indirectamente productiva: 18.755.3 hectá­
reas (1.3%).

Areas ocupadas por carreteables, caminos, vivien­
das, canales de riego, etc.

- Area improductiva: 24.405.4 hectáreas (1.8%).

1.6. COBERTURA GEOGRAFICA
Y POBLACIONAL

De este análisis evaluativo se puede concluir que en 
más de 30 años de Reforma Agraria no se han resuelto 
los problemas de concentración de la propiedad y con 
ello los asociados al mejoramiento de las condiciones 
de vida de los sectores más desprotegidos del área 
rural. Situación que se observa cuando encontramos 
que dentro de la frontera agropecuaria, existen cerca de 
721.000 familias demandantes de tierras, de las cuales 
166.000 son carentes de este factor de producción y sin 
otra oportunidad de obtener ingresos del campo, este 
grupo está conformado por los asalariados, arrendata­
rios y aparceros que requieren de condiciones más 
estables de empleo. De otra parte están las 555.000 
familias minifundistas, con unidades de producción 
que en promedio no alcanzan a las dos hectáreas, que 
demandan tierra en cantidad suficiente para consoli­
darse como empresarios rurales.

2. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES

El proyecto de ley tiene su fundamento en los 
mandatos sociales y económicos del nuevo Estado 
Social de Derecho previstos en el artículo 2“ de la 
Constitución Política de 1991 y desarrolla, a nivel 
rural, los derechos socioeconómicos y los contenidos 
programáticos establecidos en la Carta para facilitar a 
los trabajadores agrarios el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra y a otros servicios públicos que 
permitan mejorar su ingreso y calidad de vida; fortale­
cer la función social y ecológica de la propiedad; 
fomentar la producción agropecuaria y la creación de 
estímulos a la economía campesina, y asegurar la 
conservación y utilización racional de los recursos 
naturales.

En efecto, los preceptos constitucionaleáíelaciona- 
dos con la consagración de iguales derechos y oportu­
nidades para la mujer y la protección de la que sea 
cabeza de familia o desamparada (artículo 43 de la 
Constitución Política, encuentra su desenvolvimiento 
en normas específicas de los Capítulos IV, V, VI, IX y 
XII del proyecto de ley; los relativos a la función social 
para decretar la expropiación de inmuebles (artículo 58 
de la C. P.) en los Capítulos I, VI y VII; lo referente al 
acceso progresivo a la propiedad de la tierra y a los 
servicios básicos de desarrollo rural (artículos 64,65 y 
66 de la C. P.) en los Capítulos I, II, III, IV, V, VI, IX, 
XI y XII del proyecto, y lo concerniente a la protección 
de los recursos naturales renovables y de las tierras de 
resguardos (artículos 80 y 63 de la C. P.) en los 
Capítulos I, VI, IX, XI, XII, XIII y XIV de la propuesta 
legislativa.

Las anteriores consideraciones están encaminadas 
a establecer que, tanto el conjunto normativo conteni­
do en el proyecto de ley, como su aplicación e interpre­
tación, responden a los lineamientos de la nueva Cons­
titución en materia de derechos socioeconómicos, y a 
la política agropecuaria del actual gobierno, a los 

objetivos de los organismos que integran el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Social 
Campesino, y especialmente a las actuaciones y proce­
dimientos del INCORA.

3. SISTEMA NACIONAL DE REFORMA 
AGRARIA Y DESARROLLO RURAL CAMPE­
SINO

3.1. Principios del Sistema.

El Sistema desarrolla el precepto constitucional 
que ordena a las autoridades administrativas coordinar 
sus acciones y actuaciones para el adecuado cumpli­
miento de los fines del Estado.

Las acciones y actuaciones que debe coordinar el 
sistema son las relacionadas con la Reforma Agraria y 
el Desarrollo Rural Campesino, las cuales están iden­
tificadas en la nueva Carta como deberes del Estado, al 
igual que el concepto de integralidad inherente al 
Sistema. En efecto, el artículo 64 de la Constitución 
señala que es deber del Estado promover el acceso 
progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajado­
res agrarios, en forma individual o asociativa y a los 
servicios de educación, salud, vivienda, seguridad so­
cial, recreación, crédito, comunicaciones, 
comercialización de los productos, asistencia técnica y 
empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad 
de vida de los campesinos.

Por lo demás, el Sistema abre espacios de participa­
ción democrática, de acuerdo con los mandatos de la 
Constitución Nacional, artículo 103, cuando en los 
Subsistemas se integran entidades no gubernamentales 
y organizaciones campesinas e indígenas y cuando 
prevé que para el desarrollo de los planes, programas y 
actividades de los mismos, el Gobierno deba garantizar 
la participación y concertación con las organizaciones 
campesinas.

3.2. Fines del Sistema.

En armonía con lo anterior, el Proyecto de ley 114 
de 1992 define el Sistema Nacional de Reforma Agra­
ria y Desarrollo Rural Campesino como mecanismo de 
obligatorio cumplimiento para la planeación, coordi­
nación, ejecución y evaluación de las actividades diri­
gidas a:

- Promover el acceso progresivo a la propiedad de 
la tierra a trabajadores agrarios.

- Prestar los servicios complementarios, y

- Aquellos relacionados con el desarrollo de la 
economía campesina, con el fin de mejorar el ingreso 
y calidad de vida de los hombres y mujeres campesinos 
de escasos recursos.

3.3. Operación del Sistema.

El Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desa­
rrollo Rural Campesino operará a través de los meca­
nismos, articulación y Subsistemas que se bosquejan a 
continuación:

Mecanismos.

Se identifican los siguientes:
- Planeación.
- Coordinación.
- Ejecución, y
- Evaluación.

Tienen carácter de obligatorios y estarán sujetos a 
la reglamentación del Gobierno en cuanto a su organi­
zación y funcionamiento y deben obrar con arreglo a 
las políticas gubernamentales.

Para lograr el cumplimiento del principio de efica­
cia, los organismos públicos que integran el Sistema 
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deberán incorporar en los res[ lectivos anteproyectos de 
presupuesto las partidas suficientes para el desarrollo 
de la actividad que les corres rondan.

Articulación del Sistema.

a) Integran el Sistema:

las del Sistema Nacional
de Crédito Agropecuario 
lacionadas con los fines de

- Las entidades oficiale$ y
qu; realicen funciones re- 

k ley.

- Las Organizaciones Campesinas, y

Ma' las legalmente establecí-- Las agremiaciones pri 
das;

b) Dirigen el Sistema:

- El Ministro de Agricultura.

- El Consejo Nacional de la Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino cuya función principal 
será la de apoyar al Ministerio en la formulación de la 
política y los planes a cargo del Sistema.

Cabe destacar que la fe >resentación campesina 
llega a este consejo a travéq de la elección de seis 

manera autónoma. Como

enviarán a las entidades

nt irá, determinará la parti-

ará en cada entidad el

representantes escogidos d
también la participación de c alegados de los gremios 
económicos (Fedegan y SAC).

- El Viceministro de De^a rollo Social Campesino.

- El INCORA y el Conpes 
y organismos que integran ej ‘ istema los programas de 
Reforma Agraria que adela:
cipación que le corresponda a cada una en las activida­
des complementarias de di<ph< 
y sustentará ante el Conpcs 
actividades complementarias 
presupuestos de inversión los 
integran el sistema.

- El Conpes, quien se:ia 
porcentaje mínimo que debe < estinar a la ejecución de 
las actividades complementa: ias;

c) Ejecutan el programa:

- Las acciones prevista, c el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria serán adelan ados por los organismos 
públicos y privados que se 
Subsistemas:

>s programas, presentará 
la programación de las 
que deben incluir en sus 
trganismos públicos que

;rupan en los siguientes

c financiación.

eos, infraestructura físi-

- De adquisición y adju iicación de tierras: El 
INCORA y municipios con

- De organización campfts 
gubernamentales y organizaci jnes privadas legalmen­
te establecidas que promue^ai 
ción de organizaciones canjp sinas e indígenas.

- De servicios sociales bis
ca, vivienda rural, adecuar jó i de tierras y seguridad 
social: organismos públicos 
mentales reconocidas por 
prestar este tipo de servicie L

- De investigación, trai 
diversificación de cultivos 
de productos, gestión empres; rial y capacitación labo­
ral: entidades públicas y las 
no para el desarrollo de est 

na e indígena: entidades

la constitución y opera-

entidades no guberna- 
Gobierno que puedane

ns ?erencia de tecnología, 
a ¡opio, comercialización

re ¡onocidas por el Gobier­
nas actividades.

- De mercadeo, acopio,

asociativas campesinas, la: 
Corporación Financiera P<

grado por establecimientos

jn ipaque, procesam iento y 
procesamiento agroindustrial: Coordinado por el Idema 
e integrado por el Ministerip < e Comercio Exterior, el 
Fondo DRI, las Coopefát

as c mírales de abastos y la 
’opi lar.

- De financiación: Coordi
c e crédito y organismos 

vas y demás formas

iado por Finagro e inte­
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que realicen operaciones de redescuento y que tengan 
o puedan asignar recursos para los fines de la ley;

d) Participan y concertan los programas:

- Consejo Municipal de Desarrollo Rural: La actual 
legislatura busca una participación más amplia y deci­
dida al crear los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural como el mecanismo de concertación entre las 
autoridades locales, las comunidades rurales y las 
entidades públicas en materia de desarrollo rural.

Este Consejo estará integrado por el alcalde, quien 
lo presidirá; representantes del Consejo Municipal; 
representantes de las entidades públicas que adelanten 
acciones de desarrollo rural en el municipio; represen­
tantes de las organizaciones campesinas y de los gre­
mios con presencia en el municipio y representantes de 
las comunidades rurales del municipio quienes debe­
rán constituir mayoría.

Estos comités a su vez podrán crear un comité de 
reforma agraria para facilitar la realización de las 
reuniones de concertación donde se analizarán las 
propuestas de venta de predios y las condiciones gene­
rales de la negociación. Este comité será integrado por 
el alcalde del municipio, el gerente regional de 
INCORA, los campesinos interesados en la adquisi­
ción de tierras, los representantes de las organizaciones 
campesinas legalmente constituidas y con presencia en 
el municipio y los propietarios interesados en negociar 
sus predios.

Comité Departamental de Desarrollo Rural y Re­
forma Agraria: Este consejo será la instancia de 
concertación entre las autoridades departamentales, 
las comunidades rurales y las entidades públicas y 
privadas en materia de desarrollo rural y reforma 
agraria. Estará integrado por el Gobernador del Depar­
tamento, quien lo presidirá; los demás miembros del 
Consea (Consejos Seccionales de Desarrollo 
Agropecuario) Departamental, representantes de las 
organizaciones campesinas legalmente reconocidas con 
presencia en el departamento; representantes de otras 
entidades públicas nacionales o regionales, con pre­
sencia en el departamento y que tengan ingerencia en 
asuntos de desarrollo rural; y los representantes de los 
municipios.

La función de este comité será la de coordinar las 
acciones y el uso de los recursos en los planes, progra­
mas y proyectos de desarrollo rural y reforma agraria 
que se adelanten en el departamento, en concordancia 
y armoní^con las prioridades establecidas por los 
municipios a través de los Consejos Municipales de 
Desarrollo Rural.

Los comités regionales y municipales serán regla­
mentados en su organización y funcionamiento por la 
Junta Directiva del INCORA;

e) Vigilan la operatividad del Sistema:

- Sus órganos de dirección: Consejo Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, Mi­
nisterio de Agricultura, Junta Directiva del INCORA.

- Las Comisiones Constitucionales Permanentes 
del Congreso de la República que conozcan de asuntos 
relacionados con el sector, a quienes el Consejo Nacio­
nal de Reforma Agraria deberá presentar informes 
periódicos.

4. ZONAS DE REFORMA AGRARIA

La diferencia entre las disposiciones vigentes y el 
proyecto de ley, se refleja en el enfoque de determinar 
unas zonas de Reforma Agraria, en las primeras, y la de 
definir programas en todo el territorio nacional en el 

proyecto, con objetivos relativamente similares y dán­
dole al INCORA la preponderancia de su definición.

Sin embargo en el proyecto se autoriza a la Junta 
Directiva del INCORA para diseñar un sistema de 
prioridades el cual se deberá ajustar al programa de caja 
de la entidad, y revaluar la situación en que se encuen­
tran sus zonas y el grado de avance de los programas en 
cada una de ellas.

En relación con los factores que caracterizan los 
programas de Reforma Agraria, el proyecto de ley en 
el artículo 9“ se refiere a los siguientes indicadores:

- Situación de la demanda manifiesta de tierras.

- Nivel de pobreza de acuerdo con el índice de 
necesidades básicas insatisfechas (NBI).

- El grado de concentración de la propiedad.

- El índice de ruralidad de la población.

- Las posibilidades financieras y operativas del 
INCORA.

Algunos de estos indicadores fueron utilizados en 
la determinación en zonas de Reforma Agraria y se han 
calculado de la siguiente manera:

a) Situación de la demanda manifiesta de tierras. 
Refleja el número total de familias del municipio que 
por escrito han presentado una solicitud de tierras al 
INCORA, para ser tenidos en cuenta dentro de los 
planes de distribución de Unidades Agrícolas Familia­
res, de acuerdo con la legislación vigente. Se trata de 
familias campesinas inscritas en el registro de deman­
dantes de tierras, las que se expresan en números 
absolutos por municipio;

b) Nivel de pobreza de acuerdo con el índice de 
necesidades básicas insatisfechas (NBI).

Este indicador se expresa a nivel municipal y mide 
un conjunto de carencias, es decir, identifica a la 
población que no está cubriendo sus necesidades bási­
cas en educación, salud, condición de vivienda y que 
cuenta con servicios inadecuados que determinan su 
alta dependencia económica.

Para establecer este indicador se puede utilizar el 
NBI, que se centra sobre la inversión pública y privada 
y el consumo público, siendo su fuente el DAÑE o el 
de calidad de vida configurado por el sistema de 
información (SIM);

c) El Grado de Concentración de la Propiedad. 
Existen varias alternativas para calcular el grado de 
concentración. El INCORA para la aplicación de la 
Ley 30 del 88 utilizó 3:

i) Concentración de área (ICA) que mide la relación 
entre la superficie de predios con áreas mayores de 10 
unidades agrícolas familiares y el área total del muni­
cipio.

ii) Concentración crítica (ICC) que mide el número 
de veces que el área promedio de predios de más de 10 
UAFs, contiene el área promedio del total de predios 
del municipio. Este indicador sólo se usó en la 
metodología utilizada durante 1989 y se descartó para 
la metodología aplicada a partir de 1990.

iii) Concentración GINI predial, que mide la des­
igualdad en la distribución de la tierra entre los diferen­
tes estratos de tamaño en los predios del municipio. 
Este indicador lo utilizó el INCORA a partir de 1990. 
Es uno de los indicadores más usados para medir 
concentración de tierra a nivel mundial, lo mismo que 
para medir la concentración de ingreso. Tiene expre­
sión matemática y geométrica, sus valores matemáti­
cos fluctúan entre 0 y 1, los valores más cercanos a 1
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indican mayor grado de concentración. La fuente de 
datos para calcular la concentración es el IGAC;

d) Ruralidad de la población. Se expresa general­
mente por el porcentaje de habitantes rurales en rela­
ción con la población total del municipio. Este indicador 
se calcula a partir de datos censales proporcionados por 
el DAÑE;

e) Posibilidades financieras y operativas del 
INCORA. Estos indicadores se obtendrán del presu­
puesto anual del INCORA de acuerdo con su distribu­
ción para adquisición de tierras, gastos corrientes e 
inversión.

5. Adquisición de tierras
La Reforma Agraria se ha convertido en una simple 

compraventa de tierras, concentrando su demanda en 
el INCORA y con una excluyeme intervención del 
Estado en los procesos de selección y determinación de 
los predios, sin el apoyo de otros instrumentos que 
permitan a los pequeños y medianos productores tomar 
decisiones en la negociación de predios rurales. En este 
esquema la sociedad en su conjunto y el campesinado 
asumen el valor comercial de aquéllos, lo que implica 
que el interés social quede subordinado al particular y 
que se limite la transparencia del mercado de la propie­
dad rural.

“En una situación como la colombiana, donde el 
factor tierra no presenta gran movilidad en el mercado 
y cuya apropiación se sustenta en propósitos de valo­
rización, más que en objetivos productivos, su deman­
da por parte del Estado como principal actor origina 
una tendencia alcista de los precios, lo que no guarda 
correspondencia con la potencialidad productiva de los 
suelos, premiándose la valorización especulativa de la 
tierra y estimulando las actitudes rentistas en detrimen­
to de la producción con fines sociales. De esta forma, 
el proceso redistributivo de tierras se torna muy costo­
so para la sociedad y no permite ampliar la cobertura de 
la reforma agraria a los niveles requeridos, para que 
Colombia solucione su problema de tierras antes de 
finalizar la presente década” (Exposición de Motivos 
del Gobierno al Proyecto de ley número 114 de 1992, 
p. 5).

El Proyecto de ley busca sustituir la legislación 
actual en materia de adquisición de tierras por precep­
tos que se acomoden y desarrollen la nueva política 
formulada por el Gobierno, con lo cual se busca faci­
litar una mayor transparencia en el proceso y mayor 
cobertura para los campesinos que no la poseen o la 
tienen en cantidad insuficiente. Se propone reformar el 
procedimiento vigente de adquisición, financiación y 
dotación de tierras, transfiriendo la decisión de compra 
a los campesinos, como regla general, y se orientan los 
subsidios a la demanda con mayor claridad.

Un cuadro comparativo entre el procedimiento 
actual y el propuesto para la adquisición, financiación 
y dotación de tierras para fines de reforma agraria, 
puede resumirse así:

Legislación vigente
Objeto: Son 15 programas, 

a saber: Para campesinos po­
bres que no la posean, arren­
datarios y aparceros, tierras co­
munales, reestructuración de 
minifundios, comunidades in­
dígenas, modificar estructura 
de la tenencia en distritos de 
adecuación, vías y servicios 
públicos rurales, granjas, es­
cuelas, aldeas, regiones afec­
tadas por calamidades públi­
cas, al Himat para ejecución

Proyecto de ley
Apoyo a campesinos sin 

tierra de escasos recursos o 
minifundistas, a través de ase­
soría técnica y jurídica, servi­
cios de inmobiliarias regiona­
les y subsidios directos en los 
procesos de adquisición de tie­
rras que promueva.

Realizar directamente pro­
gramas de adquisición de tie­
rras para comunidades indíge­
nas, programas especiales, 
reubicar ocupantes de zonas 

obras adecuación, tierras ha­
bilitadas por aluvión o deseca­
ción espontánea y refores­
tación de cuencas hidro-gráfi- 
cas.

Procedencia: por razones 
de utilidad pública e interés 
social.

Zonificación de la activi­
dad: zonas de reforma agraria 
que anualmente determina Jun­
ta Directiva.

Características: Concen­
tración de la demanda de tie­
rras en el INCORA. Rigidez 
del mercado. Compra directa 
por el Instituto.

Avalúo: lo realiza exclusi­
vamente el Instituto Geográfi­
co “Agustín Codazzi”, con­
forme a pautas que da la ley. 
Dificultades por problemas 
operativos y en la fijación de 
los precios.

Forma de pago: una sola. 
La tierra en Bonos Agrarios a 
cinco años, parcialmente 
redimibles en cinco venci­
mientos anuales, sobre los que 
se paga semestralmente inte­
rés igual al 80% del IPC certi­
ficado por el DAÑE. Las me­
joras en dinero efectivo y pla­
zo de tres años.

Subsidio: Indirecto e im­
plícito en el crédito de tierras 
del INCORA al adjudicar la 
parcela (UAF). Plazo de 15 
años, con período de gracia de 
2 años e interés anual del 4%.

Procedimiento: determi­
nación de zonas de reforma 
agraria. Aprobación Plan 
Anual de Actividades. Autori­
zación al gerente para nego­
ciar fincas. Publicación Plan 
Anual de Actividades. Realiza­
ción de estudios, visitas y 
mensuras. Avalúo del predio 
que se pretende adquirir. Oferta 
de compra al propietario. Pro­
mesa de compraventa. Escri­
tura.

Los sistemas de adquisición de tierras en el 
proyecto de ley

A diferencia de la legislación vigente, donde sólo 
existe un procedimiento de adquisición de tierras que 
diligencia excluyentemente el Instituto Colombiano de

de interés ecológico, afecta­
dos por calamidades públicas, 
y en general a los campesinos 
cuando no hubiere acuerdo de 
negociación voluntaria con los 
propietarios en casos especia­
les que determine la Junta Di­
rectiva.

Por razones de utilidad pú­
blica e interés social.

Desaparece el concepto. 
Los programas de reforma se 
adelantarán en todo el país, 
pero su identificación y deli­
mitación obedecerá a determi­
nados indicadores socioe­
conómicos y a orden de 
prioridades que señalará la Jun­
ta Directiva.

Reduce intervención del 
Estado. Transfiere decisión de 
compra a campesinos. Se deli­
mita la acción directa del 
INCORA.

Avalúo se contratará con 
IGAC, o con personas natura­
les o jurídicas legalmente ha­
bilitadas para ello, con funda­
mento en normas técnicas que 
expida aquella entidad.

Tres formas, así: 1) Cuan­
do negocien campesinos y pro­
pietarios, el 50% del valor to­
tal en Bonos Agrarios a 4 años, 
y el 50% restante en dinero 
efectivo a un año. 2) Cuando 
las tierras las adquiere directa­
mente el INCORA, el 60% del 
valor del predio en Bonos 
Agrarios a 5 años y el 40% en 
dinero efectivo a un año. 3) En 
la expropiación, el monto total 
de la indemnización se recono­
ce en Bonos Agrarios a 6 años. 
Los Bonos tendrán el mismo 
interés actual, no constituyen 
ganancia ocasional ni renta 
gravable y servirán para el 
pago de impuestos.

Directo y explícito. Del 
50 o 70% del valor de la UAF. 
Líneas de crédito especiales, 
con períodos de gracia y con­
diciones financieras adaptadas 
a las modalidades de adquisi­
ción de tierras. Plazo de amor­
tización no inferiores a 12 
años.

Programación anual. Iden­
tificación, determinación ap­
titud y valoración predios. 
Avalúo se contrata con el 
IGAC o con otras personas 
legalmente habilitadas. Ofer­
ta de compra. En caso acep­
tación, promesa de compra­
venta y escritura.

la Reforma Agraria, con el objeto de desconcentrar la 
demanda de tierras, reducir la intervención del Estado 
y dar a los campesinos participación en la selección y 
el señalamiento de los precios de los predios rurales, el 
proyecto de ley establece, además de una vía particula­
rizada y especial para la intervención del Instituto, un 
procedimiento de negociación voluntaria de las tierras 
entre los campesinos y los propietarios, mecanismo 
que será la regla general para facilitar el acceso progre­
sivo a la propiedad rural.

A continuación se presenta un cuadro comparativo 
entre el procedimiento de negociación voluntaria de 
tierras entre campesinos y propietarios previsto en el 
Capítulo V del proyecto de ley, y el sistema de adqui­
sición de tierras por el INCORA consignado en el 
Capítulo VI del mismo, denominado también negocia­
ción directa.

Negociación volunta­
ria (Cap. V)

Beneficiarios: Campesi­
nos de escasos recursos sin 
tierra o minifundistas.

Características: El
INCORA apoyará el proceso 
de negociación a través de ase­
soría técnica y jurídica, los 
servicios de inmobiliarias ru­
rales y subsidio, siempre que 
el predio hubiere sido ofreci­
do previa y voluntariamente al 
Instituto. Se estimulará este 
mecanismo a través de los 
Comités Municipales de Con- 
certación, en donde se forma­
lizarán las actas de compromi­
so de las partes para negociar 
los predios.

En caso de acuerdo, se pro­
cederá a culminar el proceso 
de compraventa. De lo contra­
rio, se enviará el Acta dé des­
acuerdo a la Junta Directiva 
para que conceptúe sobre la 
necesidad de convocar a otras 
sesiones del Comité ya men­
cionado, donde los interesa­
dos propongan otras alternati­
vas. Si persiste el desacuerdo, 
se evaluará la necesidad y con­
veniencia de la adquisición, y 
podrá autorizarse el proceso 
de negociación directa con el 
Instituto o la expropiación del 
inmueble.

Avalúo: No existe. El pre­
cio se acuerda libremente en­
tre campesinos y propietarios.

Desacuerdo en la negocia­
ción: Puede dar lugar a que se 
ordene la intervención directa 
del INCORA o la expropia­
ción.

Forma de pago: El 50% 
del valor del predio en Bonos 
Agrarios, con vencimiento fi­
nal a 4 años, y el saldo en 
dinero efectivo pagadero en 
un año.

Oferta de compraventa: La 
formalizan directamente los 
campesinos y propietarios en

Negociación directa 
(Cap. VI)

Comunidades indígenas, 
programas especiales del Go­
bierno, ocupantes de regiones 
de interés ecológico que de­
ban reubicarse, afectados por 
calamidades públicas y cuan­
do no haya acuerdo de nego­
ciación entre campesinos y 
propietarios.

Programación anual de 
adquisición de tierras. Identi­
ficación, determinación, apti­
tud y valoración de los pre­
dios.

Oferta de compra. En caso 
de aceptación, promesa de 
compraventa y suscripción de 
la escritura correspondiente.

Se contratará con el IGAC 
o con personas legalmente 
habilitadas para ello.

Si el Instituto no acepta la 
contrapropuesta de negocia­
ción, puede decretarse la ex­
propiación del inmueble.

El 60% del valor del avalúo 
en Bonos Agrarios con venci­
miento final a 5 años, y el 40% 
en dinero efectivo que cance­
lará en un año.

La formula directamente 
el INCORA al propietario. En 
caso de aceptación suscriben
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las actas de los Comités Muni­
cipales de Concertación, o li­
bremente ante el Instituto. Sus­
criben la escritura.

Subsidio: Del 50 o 70% 
del valor de la UAF.

11 promesa deenajenación y la
< scritura correspondiente.

Del 50 o 70% del valor de 
11 UAF, salvo el caso de las 
c rmunidades indígenas que 
e quivale al 100%.

a e pago6. Condiciones y form

6.1 A los propietarios

A. Sistema actual

Según el artículo 61 de 
mejoras adquiridas por el

- El valor de la tierra er 
negociables con vencimiento 
te redimibles en cinco vencit i 
riéndose un interés pagadeto 
80% de IPC. La deuda por 
través del Banco de la Rep

a Ley 135/61, las tierras y 
N DORA se pagan así:

b >i
a
>nos agrarios libremente 
i cinco años parcialmen- 
lientos anuales, recono- 
semestralmente, igual al 
e concepto es atendida aes 

útilica.

¡ene tres escalas así:

Ia. Hasta el equivalen^ . 200 salarios mínimos 
a la fecha del perfeccio-

namientode la tradición y e 

2a. Para el equivalente 
siguientes se paga 1/3 comc|

- El valor de las mejoras 1h 

e a 
mensuales, se paga de contado 

nti ;ga del bien al INCORA.

Ips 300 salarios mínimos 
ci

y el saldo (2/3) en tres cjn ados anuales iguales y
ntado inicial en efectivo

sucesivos, el primero de 
después del perfeccionami

3a. Para lo que exceda ce 
paga 1/6 como contado iniii 
contados anuales.

os
en

cuales vencerá un año
o.

00 salarios mínimos, se
1 y el resto (5/6) en tres

3
6 

tít
el

fo nento agropecuario.

(o deudas de tierras, están 
y complementarios.

Los saldos diferidos (2 
del 80% del IPC para los 
vencimiento, pagaderos peí 
deuda es respaldada por 
negociables expedidos por 
Nación y sirven como garantí i ante los intermediarios 
financieros para crédito de

Los intereses recibidos 
exentos de impuestos de reint

B. Sistema propuesto

La forma de pago propui 
tierras enajenadas será así:

- Para las tierras negocia las entre campesinos y 
propietarios:

/ 5/6) generan intereses 
neses anteriores a cada 

¡ emestre vencido. Dicha 
líos valores libremente 
NCORA avalados de la

lest t a los propietarios de las

50% del valof e i bonos agrarios,

50% en efect:1V( .

- Para los predios adquii 
negociación con los propie

60% en bonos

ric os por el INCORA por
:ar os:

a ’rarios,
40% en efectúe.

s tgrarios.

- Por expropiación:

100% en bono:

El pago en efectivo se hace en tres contados así: una 
tercera parte a la firma de la es :ritura; una tercera parte 
a los 6 meses y el saldo a 1 :is 
fecha de la escritura.

12 meses después de la

a.

Los bonos son parcialrrj 
mientos anuales, iguales y ;u< esivos así:

Los derivados de negoci; 
propietarios: 4 años.

Los de negociación entre
5 años.

ei te redimibles en venci-

ión entre campesinos y

4CORA y Propietarios:

Los de expropiación: 6 años.

Dichos bonos son libremente negociables y causan 
intereses semestrales no inferiores al IPC. Pueden ser 
utilizados para el pago de impuestos.

El valor de las ventas de predios no constituyen 
renta gravable ni ganancia ocasional.

6.2 De los campesinos - Crédito de tierras

Actualmente el INCORA utiliza un sistema de 
crédito para compra de tierras altamente subsidiado, 
que limita significativamente la retroalimentación del 
programa, dado el monto de los recursos recaudados 
por este concepto, restringiendo la ampliación de la 
cobertura del servicio a los campesinos demandantes 
de tierras.

Con el nuevo mecanismo se busca una mayor 
redistribución de los recursos mediante la aplicación 
de un sistema de subsidio del 50 o el 70% del valor de 
la UAF, no reembolsable, para el beneficiario del 
crédito. Y el 30% restante, obtenido por el usuario a 
través de la colocación de préstamos por parte de los 
intermediarios financieros. Cuando se trate de compra 
de tierras para minifundistas, el subsidio no podrá 
exceder del 70% del valor que haga falta para comple­
tar el correspondiente al de una UAF.

7. Financiación

Subsidio y crédito

El proyecto de ley contempla que para garantizar la 
financiación del programa de inversión en reforma 
agraria, el Gobierno Nacional asignará recursos sufi­
cientes con el objeto de que dichos programas puedan 
culminarse en un período de 15 años. Con recursos del 
presupuesto general de la Nación se financiará el valor 
total de los subsidios. No menos del 70% de las 
recuperaciones de los créditos de producción otorga­
das por el INCORA se destinarán al Fondo 
Agropecuario de Garantías para respaldar los créditos 
que se otorguen a los beneficiarios de reforma agraria.

La Junta Directiva establecerá montos diferencia­
les del subsidio para compra de tierras, según las 
condiciones socioeconómicas de los beneficiarios. 
Podrán determinarse 3 tipos de subsidio, así:

a) Del 50% del valor de la UAF;
b) Del 70% del valor de la UAF;
c) Del 70% del valor de la UAF y un subsidio para 

la tasa de interés del crédito de tierras en las condicio­
nes que señale la Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario. Todo adjudicatario de tierras adquiere 
el derecho al subsidio. Los créditos de adquisición de 
tierras tendrán plazos no inferiores a 12 años incluidos 
2 años de períodos de gracia. Los intereses de estos 
períodos podrán ser capitalizados y diferidos durante el 
período de pago.

La Comisión Nacional de Crédito establecerá una 
línea especial de redescuento para compra de tierras y 
créditos de producción de los beneficiarios de reforma 
agraria, cuyo margen de redescuento será hasta del 
100%.

8. Servicios de inmobiliaria

El proyecto de ley busca facilitar de manera trans­
parente y con la mayor cobertura, el acceso a la propie­
dad de la tierra a los campesinos que no la posean o la 
tienen en cantidad insuficiente. Para ello, orienta la 
acción del Estado a:

- Facilitar las transacciones de la tierra.
- Trasladar la decisión de compra a los campesinos.
- Otorgarles un subsidio directo para la compra de 

tierras.

- Prestarles servicios de inmobiliaria regionales y 
de asesoría en trámites de compra de tierras.

Además de los servicios del INCORA, el proyecto 
de ley autoriza a las inmobiliarias privadas para recibir 
predios de los propietarios y ofrecerlas en venta al 
INCORA o a los campesinos interesados, lo cual 
dinamiza y amplía el mercado de tierras y atiende a los 
propósitos de la nueva ley.

9. Régimen de ¡a propiedad parcelaria

Se establecen modificaciones, en materia de pro­
piedad parcelaria, en consideración a la necesidad de 
preservar la propiedad campesina y los resultados de 
más de 30 años de reforma agraria y en vista de que 
habrá más de 40.000 adjudicatarios antes de la expedi­
ción de la nueva ley. De la misma manera que, como 
regla general, se orienta la política a transferir la 
decisión de compra de las tierras a los beneficiarios, y 
a propiciar una mayor participación y compromiso por 
parte de éstos, eliminando un modelo institucional de 
corte paternalista y una atención demasiado prolonga­
da hacia los asentamientos, el proyecto de ley plantea 
una modificación sustancial al régimen tradicional de 
la propiedad parcelaria, o sea el conjunto de derechos 
y obligaciones de los campesinos adjudicatarios de las 
tierras adquiridas por el INCORA.

En relación con la regulación que subsistirá para los 
parceleros antiguos, las principales enmiendas se refie­
ren a lo siguiente: El términos de duración del régimen 
de propiedad parcelaria continúa en 15 años, para no 
hacer más gravosa la situación de los campesinos, pero 
se contará a partir de la primera adjudicación que se 
hubiere hecho de la parcela; se elimina la obligación de 
los parceleros, con antigüedad superior a 15 años, de 
vender sus predios con base en el avalúo del IGAC Y 
de depositar el 30% del precio a órdenes del Fondo 
Nacional Agrario, pues esa disposición introducida 
por la Ley 30 de 1988 no ha originado la obtención de 
recursos apreciables para financiar nuevas parcelas a 
otros campesinos, sino que, por el contrario, ha dismi­
nuido el capital de trabajo de aquéllos; sólo se permitirá 
la posesión o dominio de una Unidad Agrícola Fami­
liar y no de dos, como se prevé actualmente; en la 
readjudicación de una parcela se dará prioridad a la 
mujer jefe de hogar que se hallare inscrita; se derogan 
las reglas sobre prestaciones mutuas consignadas en la 
Ley 30 de 1988, en caso de pérdida de la UAF por 
caducidad, las cuales son muy gravosas y se defiere a 
la Junta Directiva la expedición de un reglamento sobre 
el particular.

Si al momento de entrar a regir la nueva ley se 
hallaren predios pendientes de adjudicar, o en trámite 
de adquisición, podrán aplicarse a los campesinos los 
beneficios del nuevo estatuto agrario.

En cuanto a los nuevos adquirentes o adjudicatarios 
de tierras en el proceso de reforma agraria, se contem­
pla un plazo de amortización del crédito de tierras no 
inferior a 12 años. Tendrán un subsidio del 50 o el 70% 
del valor de la UAF, del cual podrán hacer uso los 
campesinos mayores de 16 años. La Junta Directiva 
establecerá las exigencias y requisitos que deben cum­
plir los beneficiarios y los títulos de propiedad deberán 
hacerse conjuntamente a los cónyuges o compañeros 
permanentes. En caso de que el campesino enajene, sin 
permiso del INCORA, dentro de los doce años siguien­
tes, la parcela obtenida con apoyo del subsidio, deberá 
restituirlo reajustado a su valor presente, o si se esta­
bleciere que incurrió en falsedades para tratar de acre­
ditar los requisitos, o no da cumplimiento a la función 
social de la propiedad.
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En la escritura por medio de la cual el campesino 
adquiera un terreno, o en la resolución de adjudicación 
del INCORA, se anotará, para todos los efectos legales, 
que se trata de un predio adquirido con subsidio estatal, 
sujeto a una condición resolutoria, a fin de que los 
notarios y registradores de Instrumentos Públicos se 
abstengan de tramitar tradiciones del dominio si no 
obra la autorización expresa del INCORA en el sentido 
de que consiente en la enajenación. En el evento de 
violación de este precepto, el vendedor no podrá ser 
nuevamente beneficiario de los programas de reforma 
agraria y el adquirente será considerado poseedor de 
mala fe y no se autoriza el reconocimiento de las 
mejoras que hubiere introducido en el predio.

Procedimientos demora­
dos, lo que afecta la seguridad 
jurídica y los intereses del Es­
tado y los particulares.

10. Extinción del dominio - clarificación de ia 
propiedad, deslinde y recuperación de baldíos.

10.1 Extinción del dominio

Legislación vigente
Límites máximos adju­

dicabas: Los determina ex­
presamente en 450, 1.000, 
1.500 y 3.000 hectáreas.

Legislación vigente

Causal: Dejar de ejercer la 
posesión en la forma señalada 
en la Ley 200/36 durante 3 
años continuos, salvo fuerza 
mayor o caso fortuito.

Procedimiento y aspectos 
probatorios: Se hallan en la 
ley, lo cual determina la rigi­
dez de la actuación. El trámite 
tiene un término mínimo de 
183 días, que en la práctica 
dura más de 2 años.

Peritos: Son dos, sortea­
dos del Cuerpo Especial para 
la reforma agraria del Instituto 
Geográfico “Agustín Coda- 
zzi”.

Resolución que decreta la 
extinción del dominio: Exige 
voto favorable e indelegable 
del Ministro de Agricultura.

Extinción judicial del do­
minio: No existe regulación al 
respecto.

10.2 Clarificación de la propiedad, deslinde 
y recuperación de baldíos.

Legislación vigente
Características: Esta fun­

ción, al igual que las de deli­
mitación de las tierras nacio­
nales y la recuperación de bal­
díos, no tiene un apropiado 
desarrollo legislativo en el ac­
tual estatuto agrario.

Proyecto de ley

Se agregan tres nuevas: 
Cuando la explotación del pre­
dio se adelante con violación 
de las normas sobre conserva­
ción, mejoramiento y utiliza­
ción racional de los recursos 
naturales renovables y el am­
biente; cuando se desconoz­
can normas sobre reserva agrí­
cola o forestal establecidas en 
planes de desarrollo de muni­
cipios con más de 300.000 ha­
bitantes, y cuando el predio se 
destine a cultivos ilícitos.

Se establecen principios 
básicos de procedimiento, en­
caminados a agilizar las deci­
siones y dar seguridad jurídica 
a los interesados. Se le fija un 
término mínimo de 65 días. Se 
defiere al reglamento la regu­
lación del trámite.

Podrán contratarse con el 
IGAC, o personas naturales o 
jurídicas que se hallen autori­
zadas. Intervienen peritos del 
Ministerio del Medio Ambien­
te en casos especiales.

Sólo se requerirá mayoría 
absoluta en la Junta Directiva 
y voto favorable del Ministro 
o Vice-ministro de Desarrollo 
Rural.

Con base en el artículo 34 
de la Constitución Política, se 
ordena traspasar al INCORA 
los inmuebles rurales cuyodo- 
minio se extinga judicialmen­
te en los casos de enriqueci­
miento ilícito en perjuicio del 
tesoro público o con grave de­
terioro de la moral social.

Proyecto de ley

Adjudicación sin ocupa­
ción previa; la autoriza, lo cual 
contribuye al acaparamiento 
de baldíos y estimula conflic­
tos innecesarios por la tierra.

Sabanas de pastos natura­
les: Promueve su indebida ocu­
pación al permitir la titulación 
de hasta 1.000 y 3.000 hectá­
reas. La explotación con gana­
dos debe acreditarse con de­
claraciones de renta.

Aptitud del suelo: En la 
titulación de los baldíos no se 
verifica la aptitud agropecuaria 
o ecológica de los suelos.

Reversión del dominio: 
Cuando la explotación atente 
contra los recursos naturales 
renovables.

Titulación gratuita: Hasta 
50 hectáreas.

Se suprime la “prueba dia­
bólica” de la propiedad esta­
blecida en el artículo 3“ de la 
Ley 200 de 1936. Se fijan los 
alcances de la resolución que 
culmine el proceso, con base 
en la nueva jurisprudencia del 
Consejo de Estado. Se esta­

blece en un capítulo los princi­
pios básicos de procedimiento 
y aspectos probatorios que re­
gularán esas actuaciones agra­
rias a cargo del INCORA. Si­
guen los mismos lincamientos 
de agiliza-ción de los trámites, 
seguridad y en materia de peri­
tos que el procedimiento de 
extinción del dominio.

11. Titulación de baldíos nacionales

Proyecto de ley
Atribuyea la Junta Directi­

va la fijación de esos límites, 
previos los estudios sobre las 
condiciones y características de 
las zonas. La adjudicación se 
hará, como regla general, en 
Unidades Agrícolas Familia­
res.

Se elimina. Las personas 
jurídicas con ánimo de lucro 
sólo podrán ser adjudicatarias 
en Zonas de Desarrollo Em­
presarial.

Se adjudicarán a campesi­
nos de escasos recursos y a 
quienes demuestren la explo­
tación de las dos terceras partes 
en agricultura o ganadería. Se 
exigirá la declaración de renta 
de los 3 ños anteriores para 
demostrar explotación, a quie­
nes se hallen obligados a pre­
sentarla.

Reservas sobre baldíos: 
para servicios públicos, colo­
nizaciones especiales y dirigi­
das.

Beneficiarios de la titu­
lación: Personas naturales, 
empresas comunitarias, coo­
perativas campesinas, entida­
des de derecho público y so­
ciedades especializadas del 
sector agropecuario.

Sólo se adjudicarán tierras 
aptas para labores agro-pecua­
rias y se excluirán las de mane­
jo especial o donde puedan al­
terarse los recursos naturales o 
el ambiente. Se consagran nor­
mas más exigentes en materia 
de función ecológica de la pro­
piedad.

También se aplicará esa fi­
gura sancionatoria cuando se 
dedique el baldío a cultivos 
ilícitos.

Se cobrará por avalúo co­
mercial el área baldía pedida 
en adjudicación que exceda la 
superficie de la UAF que seña­
le la Junta Directiva para cada 
zona o municipio, según el uso 
potencial de las tierras.

Se adiciona con las reser­
vas necesarias para proyectos 
de alto interés nacional, las 
zonas aledañas a las explora­
ciones o explotaciones petro­
leras o mineras por razones de 
orden público o salvaguardia 
de la economía nacional, y para 
actividades declaradas de utili­
dad pública o interés social.

Se incluyen fundaciones y 
asociaciones sin ánimo de lu­
cro que pres'en servicio públi­
co o de beneficio social, reco­
nocidas por la ley, según requi­
sitos que establezca la Junta 
Directiva. Incorpora la titula­
ción a las comunidades negras, 
según lo previsto en la Ley 70/ 
93. Prohíbe titular a personas 
con patrimonio neto superior a 
mil salarios mínimos mensua-

Iniciación del procedi­
miento de adjudicación: Re­
quiere solicitud previa del in­
teresado.

Ley 34 de 1936: Todavía 
aplicable y permite titular has­
ta 600, 800 y 1.500 hectáreas 
en explotaciones iniciadas an­
tes de 1961.

Limitaciones a la concen­
tración y consolidación de la 
propiedad sobre baldíos: es­
tablecidas y ampliadas por la 
Ley 30 de 1988. 

12. Legislación indígena

El proyecto de ley consagra un capítulo especial 
para regular lo relacionado con la adquisición de 
tierras en favor de las comunidades indígenas, proce­
dimiento que será adelantado directamente por el 
Instituto, y lo referente a la constitución, reestructura­
ción, ampliación y saneamiento de los resguardos.

En vista del vacío que existe en la legislación 
vigente, lo que ocasiona conflictos con propietarios 
particulares, el proyecto asigna expresa competencia 
al Instituto para clarificar la vigencia legal de los 
títulos que recaigan sobre las tierras ocupadas o poseí­
das por las comunidades.

Se mantiene el principio de gratuidad en la entrega 
de las tierras adquiridas, en favor de los cabildos o 
autoridades tradicionales y se le da rango legal a las 
disposiciones contenidas en el Decreto 2001 de 1988 
sobre distribución equitativa de los terrenos del res­
guardo.

Para dar cumplimiento al artículo 13 del convenio 
número 169, OIT sobre pueblos indígenas y tribales en 
países independientes, aprobado por la Ley 21 de 
marzo 4 de 1991, en relación con la importancia 
especial que para las culturas y valores espirituales de 
los pueblos interesados reviste su relación con las 
tierras y territorios que ocupan, y en particular los 
aspectos colectivos de esa relación, se determina en el 
proyecto que el cumplimiento de la función social y 
ecológica de la propiedad en los resguardos se aprecia­
rá conforme a los usos, costumbres y cultura que 
caracteriza a las comunidades.

13. Colonizaciones, zonas de reforma campesi­
na y desarrollo empresarial.

Se modifica totalmente el capítulo que sobre Colo­
nizaciones traía el Proyecto de ley. Se fija el marco de 
referencia sobre la materia, con la participación del 
Ministerio del Medio Ambiente.

Se establecen Zonas de Reserva Campesina para 
regular y ordenar la adjudicación de baldíos y evitar la 
concentración de la propiedad, para fomentar la pe­
queña propiedad campesina y crear condiciones de 
desarrollo y consolidación de la economía campesina

les legales, excepto a socieda­
des especializadas del sector 
agropecuario, y tampoco se 
permite adjudicar baldíos a 
quienes hayan tenido la condi­
ción de empleados, contratis­
tas o miembros de juntas di­
rectivas de las entidades pú­
blicas que integran el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesi­
no, dentro de los 5 años ante­
riores a la solicitud de adjudi­
cación.

Podrá adelantarse de ofi­
cio por el Instituto, para lega­
lizar la tenencia de las tierras 
de la Nación y favorecer la 
formación de los catastros.

Se deroga por ser incom­
patible con los propósitos de 
la nueva Ley.

Se mantienen y amplían.
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o ¡leí Sistema Nacional dede los colonos, con el apoy
Reforma Agraria y Desarrolló Rural Campesino.

Se indica, además, que las Zonas de Colonización 
y aquéllas donde predominad las tierras baldías, son 
Zonas de Reserva Campes na.

de

se autoriza establecer Zonas de Desarrollo Empre­
sarial, donde se regulará también la propiedad y se 
buscará en ellas un equilibrio pntre la oferta ambiental 
y el aumento de la producción agropecuaria, a través de 
la inversión de capital, dertro de los criterios 
racionalidad y eficiencia.

Ponente Coordinador. Jos i Raimundo Sojo 
Zambrano,

Coponentes. Salomón
Géchem T., Eduardo Chaves,. orge Tarazona, Gabriel 
Mujuy,

Santafé de Bogotá, D.C.

Náder Náder, Jorge E.

abril 29 de 1994.1?
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al Proyecto de ley númer 
se crea el Sistema Nacioi

Desarrollo Rural Cam 
subsidio para la adquisición de tierras, se refor­
ma el Instituto Colombiai

>DI FICACIONES
:r» 176 de 1993 por la cual 
mal de Reforma Agraria y 
npejino, se establece un

disposiciones.

El Congreso ¡Colombia

IA

OI
OBJETO DE

no de la Reforma Agra­
ria y se dictan otras

je

DECRE

CAPITU1
E sTA LEY

kpo
Inspirada en el precepto 

cual es deber del Estado promt 
a la propiedad de la tierra de os trabajadores agrarios 
y a otros servicios públicos 
mejorar el ingreso y la calidlac 
campesina, esta ley tiene por

Artículo lo. ADICION

institucional según el 
ver el acceso progresivo

rurales, con el fin de 
de vida de la población 
jbjeto:

Primero. Promover y con! olidar la paz, a través de 
mecanismos encaminados a k 
democracia participativa y el 1 ienestar de la población 
campesina.

Segundo. Reformar la e 
medio de procedimientos

grar la justicia social, la

¡tración de la propiedad

ios
ipe
a >9S beneficiarios de los

que no la posean, a los 
linas jefes de hogar, a las

:str üctura social agraria por 
enderezados a eliminar y 

prevenir la inequitativa concei 
rústica o su fraccionamiento a itieconómico y dotar de 
tierras a los hombres y mujere > campesinos de escasos 
recursos mayores de 16 añ 
minifundistas, mujeres cam 
comunidades indígenas y 
programas especiales que Establezca el Gobierno 
Nacional.

Tercero. Apoyar a los hombres y mujeres campe­
sinos de escasos recursos e 
ción de tierras promovidos 
de crédito y subsidio direct 

os procesos de adquisi- 
>c r ellos mismos, a través

Cuarto. Elevar el nivel < e vida de la población
P

asegurar la coordinación y coc
campesina, generar emplea i íoductivo en el campo y 

peración de las diversas
entidades del Estado, en espe< lial las que conforman el 
Sistema Nacional de Refornla Agraria y Desarrollo 
Rural Campesino, para el 
programas respectivos.

Quinto. Fomentar la a 
utilización social de las agúa y de las tierras rurales 
aptas para la explotación si 
tierras incultas, ociosas o d :fi Jentemente aprovecha­

de sarrollo integral de los

dílcuada explotación y la

lv Dagropecuaria, y de las
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das, mediante programas que provean su distribución 
ordenada y su racional utilización.

Sexto. Acrecer el volumen global de la producción 
agrícola, ganadera, forestal y acuícola, en armonía con 
el desarrollo de los otros sectores económicos; aumen­
tar la productividad de las explotaciones y la eficiente 
comercialización de los productos agropecuarios y 
procurar que las aguas y tierras se utilicen de la manera 
que mejor convenga a su ubicación y características.

Séptimo. Promover, apoyar y coordinar el mejora­
miento económico, social y cultural de la población 
rural y estimular la participación de las organizaciones 
campesinas en el proceso integral de la Reforma Agra­
ria y el Desarrollo Rural Campesino para lograr su 
fortalecimiento.

Octavo. Garantizar a la mujer campesina e indíge­
na las condiciones y oportunidades de participación 
equitativa en los planes, programas y proyectos de 
desarrollo agropecuario, propiciando la concertación 
necesaria para lograr el bienestar y efectiva vincula­
ción al desarrollo de la economía campesina.

Noveno. Regularla ocupación y aprovechamien­
to de las tierras baldías de la Nación, dando preferen­
cia en su adjudicación a los campesinos de escasos 
recursos, y establecer Zonas de Reserva Campesina 
para el fomento de la pequeña propiedad rural, con 
sujeción a las políticas de conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables y a los 
criterios de ordenamiento territorial y de la propiedad 
rural que se señalen.

Parágrafo. Los fines que este artículo enumera 
servirán de guía para la reglamentación, interpretación 
y ejecución de la presente ley.Las disposiciones de esta 
ley, y en general las normas que se dicten en materia 
agraria, tendrán efecto general inmediato de confor­
midad con lo establecido en la Ley 153 de 1887, salvo 
las disposiciones expresas en contrario.

CAPITULO II
DEL SISTEMA NACIONAL DE REFORMA 

AGRARIA Y DESARROLLO 
RURAL CAMPESINO

Artículo 2o. Créase el Sistema Nacional de Refor­
ma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, como me­
canismo obligatorio de planeación, coordinación, 
ejecución y evaluación de las actividades dirigidas a 
prestar los servicios relacionados con el desarrollo de 
la economía campesina y a promover el acceso progre­
sivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores 
agrarios, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de 
vida de los hombres y mujeres campesinos de escasos 
recursos. Integran el Sistema Nacional de Reforma 
Agraria y Desarrollo Rural Campesino las entidades 
oficiales y las del Sistema Nacional de Crédito 
Agropecuario que realicen actividades relacionadas 
con los objetivos señalados en el inciso anterior, y 
además las organizaciones campesinas. Los organis­
mos integrantes del sistema deberán obrar con arreglo 
a las políticas gubernamentales. El Gobierno regla­
mentará la organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Cam­
pesino.

Artículo 3o. Son actividades del Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, la 
adquisición y adjudicación de tierras para los fines 
previstos en esta ley y las destinadas a coadyuvar o 
mejorar su explotación, organizar las comunidades 
rurales, ofrecerles servicios sociales básicos e infraes­
tructura física, crédito, diversificación de cultivos, 
adecuación de tierras, seguridad social, transferencia 
de tecnología, comercialización, gestión empresarial y 

capacitación laboral. El Sistema Nacional de Transfe­
rencia de Tecnología Agropecuaria -SINTAP- partici­
pará el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desa­
rrollo Rural Campesino en el proceso de asesoría 
tecnológica a los campesinos de escasos recursos 
involucrados en los programas que éste adopte.

Artículo 4o. MODIFICADO, ADICIONADO y 
REFORMADO

Los diferentes organismos que integran el Sistema 
se agruparán en seis subsistemas, con atribuciones y 
objetivos propios, debidamente coordinados entre sí. 
La planificación de los organismos del Sistema deberá 
considerar las necesidades y los intereses específicos 
de las mujeres campesinas.Tales subsistemas son:

a. De adquisición y adjudicación de tierras, cuyo 
ejecutor exclusivo será el Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria. Las entidades territoriales también 
podrán participar en la cofinanciación con elINCORA 
en la compra de tierras en favor de quienes sean 
sujetos de reforma agraria, siempre que se ajusten a 
las políticas, criterios y prioridades que señalen el 
Ministerio de Agricultura, el Consejo Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino y la 
Junta Directiva del Instituto.

b. De organización y capacitación campesina e 
indígena, coordinado por el Viceministerio de Desa­
rrollo Rural Campesino e integrado por el INCORA, el 
SENA, la Escuela Superior de Administración Pública 
-ESAP- y el Plan Nacional de Rehabilitación -PNR. 
Para los fines del artículo 43 de esta ley, podrá 
contratarse con organizaciones campesinas o con 
entidades privadas de reconocida idoneidad y previa 
aceptación de las comunidades beneficiarías, los pro­
gramas de apoyo a la gestión empresarial rural.

c. De servicios sociales básicos, infraestructura 
física, vivienda rural, adecuación de tierras y seguridad 
social, coordinado por el Fondo de Cofinanciación 
DRI e integrado por el INAT, los Ministerios de Trans­
porte, Salud y Educación, las entidades territoriales y 
las entidades no gubernamentales reconocidas por el 
Gobierno que presten esta clase de servicios.

d. De investigación, asistencia técnica, transferencia 
de tecnología y diversificación de cultivos, coordinado 
por la Corporación Colombiana de Investigación 
Agropecuaria -CORPOICA, y conformado por el Ins­
tituto Colombiano Agropecuario -ICA, las Corpora­
ciones de Asistencia Técnica e Investigación 
Agropecuaria, las UMATAS y las entidades privadas 
reconocidas por el Gobierno que desarrollen estas 
actividades.

e. De mercadeo, acopio, empaque, procesamiento y 
fomento agroindustrial, coordinado por el IDEMA e 
integrado por el Ministerio de Comercio Exterior, el 
Fondo DRI, las Cooperativas de beneficiarios de refor­
ma agraria y demás formas asociativas campesinas, las 
Centrales de Abastos y la Corporación Financiera 
Popular. Las actividades de los organismos que inte­
gran este subsistema tendrán en cuenta las políticas y 
estrategias de especial protección del Estado a la 
producción de alimentos y de adecuación del sector 
agropecuario a la internacionalización de la econo­
mía, sobre bases de equidad, reciprocidad y conve­
niencia nacional, a objeto de que no se presente 
competencia desleal a la producción agropecuaria de 
los beneficiarios del INCORA, según los propósitos y 
principios de la Ley 101 de 1993.

f. De financiación, coordinado por FINAGRO e 
integrado por la Caja de Crédito Agrario, Industrial y 
Minero, los intermediarios financieros, bancos y coo­
perativas de crédito que realicen operaciones de 
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redescuento y que destinen recursos para el 
financiamiento de los objetivos establecidos en el 
Sistema.

Parágrafo lo. En desarrollo de los planes, progra­
mas y actividades de los subsistemas a que se refiere 
este artículo, el Gobierno garantizará la participación y 
concertación de las Organizaciones Campesinas.

Parágrafo 2o. Para todos los efectos legales a que 
hubiere lugar, dentro del concepto de sector 
agropecuario quedan comprendidas las actividades 
agrícolas, pecuarias, pesqueras y acuícolas.

Artículo 5o. MODIFICADO Y ADICIONADO

El Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desa­
rrollo Rural Campesino será dirigido por el Ministerio 
de Agricultura, el cual estará asistido por el Consejo 
Nacional de la Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino, cuya función principal será la de apoyar al 
Ministerio en la formulación de la política y los planes 
a cargo del Sistema en materia de adjudicación de 
tierras a campesinos de escasos recursos y la ejecución 
oportuna de las actividades previstas en el artículo 
anterior.

El Consejo Nacional de la Reforma Agrariá y 
Desarrollo Rural Campesino estará integrado de la 
siguiente manera:

- El Ministro de Agricultura quien lo presidirá.

- El Viceministro de Desarrollo Rural Campesino.

- El Ministro de Educación Nacional o el Viceminis­
tro del Despacho, como su delegado.

- El Ministro de Salud Pública o el Viceministro del 
Despacho, como su delegado.

- El Ministro de Hacienda y Crédito Público o el 
Viceministro del Despacho, como su delegado.

- El Ministro de Trabajo y Seguridad Social o el 
Viceministro del Despacho, como su delegado.

- El Ministro del Medio Ambiente o el Viceministro 
del Despacho, como su delegado.

- El Director del Departamento Nacional de 
Planeación, o su delegado.

- El Gerente General del Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria, INCORA-

- El Gerente General del Instituto de Mercadeo 
Agropecuario -IDEMA-.

- El Consejero para la Política Social de la Presiden­
cia de la República, o quien desempeñe esas funciones.

- El Director General del Fondo de Cofinanciación 
para la Inversión Rural-DRI.

- El Director del Plan Nacional de Rehabilitación - 
PNR- de la Presidencia de la República.

- Seis representantes de las organizaciones campesi­
nas nacionales legalmente constituidas y reconocidas.

- Dos representantes de las organizaciones indíge­
nas nacionales legalmente constituidas y reconocidas.

- Un representante de las organizaciones 
comercializadoras privadas del orden nacional, legal­
mente constituidas y reconocidas. Tres representantes 
de la Sociedad de Agricultores de Colombia -SAC-.

- Dos representantes de la Federación Colombiana 
de Ganaderos -FEDEGAN-.

- La Secretaría Técnica del Consejo será ejercida 
por el Viceministerio de Desarrollo Rural Campesino.

-El Consejo Nacional de la Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino se reunirá obligatoria­
mente cada cuatro (4) meses, por convocatoria del 
Ministro de Agricultura o de la Junta Directiva del

INCORA, y deberá presentar informes a las Comisio­
nes Constitucionales Permanentes del Congreso de la 
República que conozcan de los asuntos relacionados 
con el sector agropecuario.

Artículo 6o. ADICIONADO

Con el fin de lograr resultados eficaces en la ejecu­
ción de los programas de Reforma Agraria y Desa­
rrollo Rural Campesino, los organismos públicos que 
integran el Sistema deberán incorporar en los res­
pectivos anteproyectos de presupuesto las partidas 
suficientes para desarrollar las actividades que les 
correspondan.

Con anterioridad a la fecha de inscripción de los 
proyectos en el Banco de Proyectos de Inversión Na­
cional del Departamento Nacional de Planeación, los 
cuales deberán ser previamente evaluados social, téc­
nica y económicamente por el Ministerio de Agricultu­
ra para determinar su viabilidad y preselección, el 
INCORA enviará a las entidades y organismos que 
integran el Sistema los programas de Reforma Agraria 
que adelantará, en los cuales se determinará la par­
ticipación que corresponde a cada uno de aquéllos en 
las actividades complementarias de dichos programas.

El Consejo Nacional de Política Económica y So­
cial -CONPES- aprobará cada año los proyectos de 
presupuesto de las entidades responsables de la ejecu­
ción de aquellas actividades cuando efectivamente 
destinen recursos con este fin.Una vez surtido el trámi­
te correspondiente a los anteproyectos presupuéstales, 
el Departamento Nacional de Planeación presentará 
para su verificación y ratificación por el CONPES, el 
Plan Operativo Anual de Inversiones de las entidades 
respectivas.

Parágrafo. En los presupuestos generales de la 
Nación deberán señalarse de manera explícita los pro­
yectos de cada una de las entidades que hacen parte del 
Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural Campesino, conforme a lo establecido en el 
artículo 346 de la Constitución Política.

Artículo 7o. La ejecución de los programas y 
proyectos de inversión complementaria por parte de las 
entidades del Sistema Nacional de Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural Campesino será de obligatorio cum­
plimiento.

Artículo 8o. MODIFICADO Y ADICIONADO

Los programas de reforma agraria y desarrollo 
rural campesino se adelantarán en todo el territorio 
nacional, con arreglo a las políticas, criterios y prio­
ridades que señalen el Ministerio de Agricultura, el 
Consejo Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural Campesino y la Junta Directiva del INCORA. 
Para la identificación y delimitación de los mismos se 
tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes 
indicadores:-

La demanda manifiesta de tierras, según población 
objetivo.

- Nivel de Pobreza de acuerdo con el índice de 
necesidades básicas insatisfechas (NBI)

- El grado de concentración de la propiedad.
- El índice de ruralidad de la población.
- Las posibilidades financieras y operativas del 

INCORA.

La asignación regional de subsidios y la adquisi­
ción de predios rurales, según lo previsto en los Capí­
tulos IVy VI de la presente ley, deberán sujetarse a las 
prioridades que anualmente señale la Junta Directiva 
del Instituto. En todo caso, el giro de los subsidios y las 

adquisiciones de tierras previstas en esta ley, deberán 
someterse al programa de caja de la entidad.

En la selección de predios para determinar el 
orden de prioridades, no deberá tenerse en cuenta 
aquellos que, por sus características especiales, posean 
un alto grado de desarrollo, o que no se hallen en 
municipios caracterizados por la concentración de la 
propiedad, o cuya adquisición no signifique una solu­
ción social según el precepto constitucional que inspira 
esta ley, o los que constituyen el derecho de exclusión 
ejercido y reconocido a los respectivos propietarios 
antes o después de la vigencia de esta ley. En cualquier 
tiempo, el INCORA podrá revisar la situación y el 
grado de avance de sus programas, con el propósito de 
establecer los resultados económicos y sociales de los 
mismos y adoptar los correctivos o ajustes a que 
hubiere lugar.

Artículo 9o. (NUEVO)

El artículo 11 del Decreto 2132 de 1992 quedará 
así:

Objeto. El Fondo de Cofinanciación para la Inver­
sión Rural tendrá como objeto exclusivo cofinanciar 
la ejecución de programas y proyectos de inversión 
para las áreas rurales en general y especialmente en 
las áreas de economía campesina y en zonas de 
minifundio, de colonización y las de comunidades 
indígenas, que sean presentados por las respectivas 
entidades territoriales, en materias tales como asis­
tencia técnica, comercialización incluida la 
postcosecha, proyectos de irrigación, rehabilitación y 
conservación de cuencas y microcuencas, control de 
inundaciones, acuacultura, pesca, electrificación, 
acueductos, subsidio a la vivienda rural, saneamien­
to ambiental, y vías veredales cuando hagan parte de 
un proyecto de desarrollo rural integrado.

De conformidad con lo previsto en el artículo 72 de 
la Ley 101 de 1993, los organismos o entidades oficia­
les nacionales competentes en el respectivo sector de 
inversión, podrán participar técnicay financieramente 
en la ejecución de los programas y proyectos de las 
entidades territoriales que sean objeto de 
cofinanciación cuando éstos hagan parte de una acti­
vidad municipal o departamental.

Artículo 10. (NUEVO)

El Gerente General del Instituto Colombiano de la
ReformaAgraria hará parte integrante de la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario y del Consejo Su­
perior de Adecuación de Tierras establecidos en el 
artículo 5o. de la Ley 16 de 1990 y el artículo 9o. de la 
ley 41 de 1993.

CAPITULO III

DEL INSTITUTO COLOMBIANO 
DE LA REFORMA AGRARIA

Artículo 11. El Instituto Colombiano de la Refor­
ma Agraria, INCORA, creado por la Ley 135 de 1961, 
continuará funcionando como un establecimiento pú­
blico descentralizado del orden nacional, con personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio inde­
pendiente, adscrito al Ministerio de Agricultura, su 
domicilio será la ciudad de Santafé de Bogotá y tendrá 
duración indefinida.

Artículo 12. ADICIONADO

Son funciones del Instituto Colombiano de la Re­
forma Agraria:

1. Coordinar, con arreglo a las directrices que 
señale el Ministerio de Agricultura, las actividades que
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forma Agraria y Desarrollo

a ríelación interinstitucional

por los campesinos de

deben cumplir los organismos y entidades integrantes 
del Sistema Nacional de Re
Rural Campesino.

2. Adelantar una estrech;
con el subsistema de financiación a fin de apoyar y 
facilitar el acceso al crédijo
escasos recursos beneficiarios del subsidio directo 
para la compra de tierras.

3. Apoyar a los hombre:
escasos recursos en los pro cesos de adquisición de 
tierras que ellos promuevan 
previstos en los numerales 
artículo.

s mujeres campesinos de

a ravés de los mecanismos
5o., 6o. y 7o. de este

y jurídica a los beneficia-

4. Administrar el Fondo Nacional Agrario.

5. Prestar asesoría técnica 
rios en los procesos de adquisición de tierras, cuando 
éstos obren mediante las m 
voluntaria, servicios de inmol filiaría y las reuniones de 
concertación.

oc alidades de negociación

se‘vicios de Inmobiliarias6. Establecer y operar
Regionales de predios rurale;, con el fin de facilitar a 
los campesinos de escasos n cursos y a los minifun­
distas el acceso a la adquisición de tierras con subsidio,

’apítulo Vde la presente

mujeres campesinos de

sin perjuicio de los que presten las sociedades inmobi­
liarias rurales previstas en el 
ley.

7. Otorgar subsidios direetc s que permitan la adquisi­
ción de tierras a los hombres 
escasos recursos que no la posean, a los minifundistas, 
a los beneficiarios de los pr ogramas especiales que 
establezca el Gobierno Na íi< nal, a mujeres campesi­
nas jefes de hogar y a las que se encuentren en estado 
de desprotección social y 
violencia, el abandono o la

económica por causa de la 
i vi idez y carezcan de tierra 

propia o suficiente, de contar 
en el Capítulo IV de esta ley.

■ nidad con lo establecido

ctivos.

8. Determinar las Zonas en las cuales deben cum­
plirse los programas a su carg > y ejecutarlos conforme 
a los procedimientos respe

9. Realizar directamentd p ogramas de adquisición 
de tierras mediante negociac ¡ó i directa con los propieta­
rios que las enajenen en la forr la prevista en el Capítulo 
VI de esta ley, para redistri auirlas en favor de los 
hombres y mujeres campesii os de escasos recursos, 
los minifundistas, comunidac ;s indígenas, a los bene­
ficiarios de los programas tsf eciales que establezca el 
Gobierno Nacional, a los h. 
tadas por calamidades púb 
jefes de hogar, o solas por caí sa de violencia, abando­
no o viudez y para reubicar 
deban someterse a un mane 
ecológico.

ab itantes de regiones afée­
nlas, mujeres campesinas

ocupantes de zonas que 
o especial o de interés

10. Ordenar y adelantar 
predios y mejoras de propiedad privada, o las que 
formen parte del patrimon p le entidades de derecho 
público, cuando realice dirctct emente el procedimiento 
de adquisición previsto en el ( apítulo VI de la presente

la expropiación de los

ley.

11. Promover la acción
que prestan servicios de capacitación, asistencia técni­
ca agrícola, empresarial, adecuación de tierras, vías, 
servicios públicos y otros 
desarrollo rural campesino, 
tada a transformar las condi 
campesinos.

12. Ejecutar programas < 
presarial rural dirigidos a lo; 
a fin de habilitarlos para rec 
trata el numeral anterior.

de las entidades públicas

necesarios para lograr el 
como una estrategia orien- 

¡Ciones de producción de los

d i apoyo a la gestión em- 
s jeneficiarios de esta ley, 

bir los servicios de que

13. Administrar en nombre del Estado las tierras 
baldías de la Nación y, en tal virtud, adjudicarlas, 
celebrar contratos, constituir reservas y adelantar en 
ellas programas de colonización, de acuerdo con las 
normas legales vigentes y los reglamentos que expida 
la Junta Directiva.

14. Ejercitar las acciones y tomar las medidas que 
correspondan conforme a las leyes en los casos de 
indebida apropiación de tierras baldías, o incumpli­
miento de las condiciones bajo las cuales fueron adju­
dicadas, y adelantar las diligencias y expedir las reso­
luciones sobre extinción del derecho de dominio priva­
do.

15. Clarificar la situación de las tierras desde el 
punto de vista de su propiedad, con el objeto de 
identificar las que pertenecen al Estado y facilitar el 
saneamiento de la propiedad privada.

16. Delimitar las tierras de propiedad de la Nación, 
de las de los particulares. También podrá adelantar 
procedimientos de deslinde de las tierras de resguardo 
y las pertenecientes a las comunidades negras, para los 
fines previstos en el artículo 48 de la presente ley.

17. Cooperar con las entidades competentes en la 
vigilancia, conservación y restablecimiento de los re­
cursos naturales.

18. Estudiar las necesidades de tierras de las comuni­
dades indígenas y constituir, ampliar, sanear y rees­
tructurar los resguardos en beneficio de las respectivas 
parcialidades.

19. Cofinanciar con las entidades territoriales progra­
mas de titulación de baldíos nacionales, cuando les 
delegue esa función conforme a las disposiciones de la 
presente ley.

20. Autorizar, en casos especiales que reglamentará 
la Junta Directiva, la iniciación de los procedimientos 
de adquisición de predios rurales invadidos, ocupados 
de hecho o cuya posesión estuviere perturbada por 
medio de violencia o cuando habiendo obtenido el 
propietario sentencia judicial favorable y definitiva no 
pudieren ejecutarse las medidas de lanzamiento o desa­
lojo de los invasores u ocupantes, o si persistieren las 
perturbaciones a la propiedad en cualquier forma.

Salvo casos excepcionales, a criterio de la Junta 
Directiva, no podrán ser sujetos o beneficiarios de los 
programas de adjudicación de tierras del INCORA 
quienes fueren declarados responsables, mediante 
sentencia judicial, de los hechos constitutivos de inva­
sión, ocupación de hecho o perturbación de la propie­
dad en el predio correspondiente.

21. Autorizar la adjudicación de tierras en favor de 
los profesionales y expertos de las ciencias 
agropecuarias que demuestren que sus ingresos pro­
vienen principalmente de las actividades propias de la 
respectiva profesión. La Junta Directiva determinará 
mediante reglamentos los requisitos y obligaciones de 
los beneficiarios, las condiciones de pago y el régimen 
de adjudicación de las unidades agrícolas corres­
pondientes.

Los adjudicatarios sólo tendrán derecho a un sub­
sidio equivalente al 50% del que se otorgue a los 
campesinos cuando hagan parte de una parcelación y 
se obliguen a prestar asistencia técnica gratuita du­
rante cinco (5) años a los parceleros socios de las 
Cooperativas que se constituyan. Cuando las adjudi­
caciones no hagan parte de parcelaciones en las 
cuales participen pequeños propietarios, no tendrán 
derecho a subsidio.

Para la selección de los profesionales o técnicos, 
que deberá efectuarse mediante concurso de aptitudes 

que reglamente la Junta Directiva, el Instituto solicita­
rá una relación de inscritos a las asociaciones gremia­
les de carácter nacional, dando preferencia a quienes 
se hallen vinculados a la región de ubicación del 
predio objeto de adjudicación.

Artículo 13. ADICIONADO

El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria 
podrá delegar en otros organismos de derecho público 
funciones de las que le estén encomendadas, cuando 
ello le pareciere conveniente para asegurar la mejor 
ejecución de sus atribuciones.

La delegación de las funciones del Instituto requie­
re la aprobación de la Junta Directiva, con el voto 
favorable del Ministro de Agricultura. En virtud de la 
delegación que de una de sus funciones haga el Institu­
to, la entidad delegataria adquiere las facultades y 
poderes que en relación con ella le atribuye la presente 
ley al INCORA y queda sometida a los requisitos y 
formalidades prescritos para éste.

No serán delegables las funciones relacionadas 
con la adquisición y adjudicación de tierras, asi como 
las de adelantar los procedimientos agrarios de extin­
ción del derecho de dominio, clarificación de la pro­
piedad, recuperación de baldíos indebidamente ocu­
pados y deslinde de tierras. Cualquiera sea la forma 
que se adopte para la delegación de funciones, el 
Instituto podrá reasumir de plano y en cualquier 
momento la atribución delegada.

Artículo 14. REFORMADO

Los estatutos internos del Instituto Colombiano de 
la Reforma Agraria, regirán las actividades, facultades 
y deberes de sus distintos órganos. Los estatutos po­
drán ser reformados en cualquier tiempo por la Junta 
Directiva, con la aprobación delMinistro de Agricultu­
ra y deberán elevarse a escritura pública una vez 
expedida la referida aprobación. En los estatutos inter­
nos del INCORA deberá incluirse lo que se dispone en 
las reglas siguientes:

a) A ninguna parte de los fondos o bienes administra­
dos por el Instituto se le podrá dar destinación distinta 
de la del cumplimiento de las funciones señaladas a 
dicho organismo por la presente ley.

b) Las resoluciones de expropiación de tierras y las 
que declaren la extinción del dominio privado con­
forme a la Ley 200 de 1936, deberán ser aprobadas por 
la mayoría absoluta de quienes integran la Junta 
Directiva, con el voto favorable del Ministro de Agri­
cultura o del Viceministro de Desarrollo Rural Cam­
pesino.

Artículo 15. ADICIONADO

El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria será 
dirigido por una Junta Directiva y administrado por un 
Gerente General y tendrá el personal que señale el 
Gobierno.

La Junta Directiva del Instituto tendrá los siguien­
tes miembros:

-El Ministro de Agricultura quien la presidirá.
-El Viceministro de Desarrollo Rural Campesino, 

quien presidirá la Junta Directiva en ausencia del 
Ministro de Agricultura.

-El Director General del Fondo de Cofinanciación 
para la Inversión Rural - DRI.

-El Director del Plan Nacional de Rehabilitación - 
PNR-, o en su defecto, un delegado del Presidente de 
la República.

-El Presidente del Fondo para el Financiamiento 
del Sector Agropecuario -FINAGR0-.
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-El Presidente de la Caja de Crédito Agrario, Indus­
trial y Minero.

-El Jefe de la Unidad de Desarrollo Agropecuario 
del Departamento Nacional de Planeación.

-Un representante de la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos -ANUC-.

-Un representante de otras organizaciones campesi­
nas que integren el Consejo Nacional de Reforma 
Agraria y Desarrollo Rural Campesino.

-Un representante de las organizaciones indígenas 
que integran el Consejo Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino.

-Una representante de la Asociación Nacional de 
Mujeres Campesinas e Indígenas de Colombia - 
ANMUCIC-.

-Un representante de la Federación Colombiana de 
Ganaderos -FEDEGAN-.

-Un representante de la Sociedad de Agricultores 
de Colombia -SAC-.

El Gobierno Nacional reglamentará la elección de 
los representantes de las organizaciones campesinas y 
de los gremios de la producción ante la Junta Directiva.

De manera general la Junta Directiva tendrá a su 
cargo la responsabilidad de dirigir y orientar el cumpli­
miento de los objetivos que la ley le atribuye al Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria, conforme al Plan 
Nacional de Desarrollo y la política y planes que 
formule el Ministerio de Agricultura.

El Gerente General del Instituto será de libre nombra­
miento y remoción del Presidente de la República y 
asistirá a las reuniones de la Junta Directiva con voz 
pero sin voto.

Artículo 16. ADICIONADO

El Fondo Nacional Agrario es parte integrante de la 
inversión social que desarrolla el Estado y lo confor­
man:

1. Los recursos del presupuesto que le aporte la 
Nación.

2. Los bienes que posea a cualquier título a la fecha 
de vigencia de la presente ley.

3. El producto de los empréstitos que el Gobierno o 
el Instituto contraten con destino al Fondo o al cumpli­
miento de las funciones previstas en la Ley.Los em­
préstitos que contrate directamente el Instituto gozarán 
de la garantía de la Nación.

4. Los bonos agrarios que el Gobierno Nacional 
haya emitido y entregado al Fondo para el cumplimien­
to de los fines de reforma agraria.

5. Las sumas que reciba en pago de las tierras que 
enajene y de los servicios que preste mediante remune­
ración.

6. El producto de las tasas de valorización que 
recaude de acuerdo con las normas respectivas.

7. Las donaciones o auxilios que le hagan personas 
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, y enti­
dades internacionales.

8. Los predios rurales que reciba el Instituto Colom­
biano de Bienestar Familiar por sucesiones intestadas, 
así como los bienes vacantes que la Ley 75 de 1968 le 
atribuyó a dicho Instituto.

9. Las propiedades que el Instituto adquiera a 
cualquier título.

10. Los recursos que los municipios, los distritos, 
los departamentos y otras entidades acuerden destinar 
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para cofinanciar programas del Instituto Colombiano 
de la Reforma Agraria.

11. Los bienes inmuebles rurales vinculados direc­
ta o indirectamente a la ejecución de los delitos de 
narcotráfico y conexos, o que provengan de ellos, de 
enriquecimiento ilícito y el tipificado en el artículo 6o. 
del Decreto legislativo 1856 de 1989 cuando se en­
cuentre ejecutoriada la sentencia que ordene su deco­
miso definitivo.

12. Los rendimientos financieros provenientes de 
la administración de sus recursos.

Parágrafo. Los recursos del Fondo Nacional Agra­
rio podrán ser administrados a través de sociedades 
fiduciarias.

Artículo 17. REFORMADO

El Gobierno Nacional asignará recursos suficien­
tes, tanto en el Plan Nacional de Desarrollo como en 
el Plan de Inversiones, y en las leyes anuales de 
presupuesto, para adelantar los programas 
cuatrienales de reforma agraria elaborados por el 
INCORA, a efectos de que la reforma agraria pueda 
culminarse en un período no mayor de 16 años.

Con recursos del presupuesto general de la Nación 
se financiará el valor total de los subsidios que estable­
ce la presente ley.

Artículo 18. ARTICULO NUEVO

A partir de la vigencia de la presente ley, no menos 
del 70% de las recuperaciones de la cartera de crédi­
tos de producción otorgados por el INCORA serán 
destinados al Fondo Agropecuario de garantías, para 
respaldar los créditos otorgados a los beneficiarios de 
la reforma agraria.

Artículo 19. Los fondos o bienes que ingresen al 
Fondo Nacional Agrario se considerarán desde ese 
momento como patrimonio propio del Instituto Co­
lombiano de la Reforma Agraria, y su destinación 
no podrá ser cambiada por el Gobierno.

El Instituto podrá transferir o donar parte de sus 
fondos o bienes en favor de otras entidades de derecho 
público, cuando delegue en ellas alguna de las atribu­
ciones que se le confieren por la presente ley.

CAPITULO IV

DEL SUBSIDIO, EL CREDITO 
Y LOS BENEFICIARIOS

Artículo 20. ADICIONADO y REFORMADO

Establécese un subsidio para la compra de tierras en 
las modalidades y procedimientos que para tal fin se 
han previsto en esta ley, como crédito no reembolsable, 
con cargo al presupuesto del INCORA, que se otorgará 
por una sola vez al campesino sujeto de la reforma 
agraria, con arreglo a las políticas que señale el 
Ministerio de Agricultura y a los criterios de elegi­
bilidad que se establezcan.

Para establecer la condición de sujetos de la refor­
ma agraria, el Instituto diseñará estrategias de confor­
midad con las características particulares de la pobla­
ción rural, objetivo, según se trate de campesinos que 
tengan la condición de asalariado rural, minifundistas 
o tenedores de la tierra, de tal manera que posibiliten la 
transformación de sus condiciones de producción, a 
través del desarrollo de programas tendientes a formar 
pequeños empresarios.

Con el propósito de garantizar el desarrollo efi­
ciente de la reforma agraria, el Instituto establecerá 
los requisitos o exigencias mínimas que deben cum­
plir los predios rurales propuestos u ofrecidos en 
venta en los procesos de adquisición de tierras, y en 
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los que se considerarán, entre otros, los relacionados 
con el precio de las tierras y mejoras, la clase 
agrológica, la ubicación geográfica, la disponibili­
dad de aguas, la altura sobre el nivel del mar, la 
topografía del terreno, la cercanía a zonas de manejo 
especial o de conservación de los recursos naturales 
renovables, las condiciones de mercadeo de los pro­
ductos agropecuarios en la región.

El subsidio otorgado a los sujetos de la reforma 
agraria quedará siempre sometido a la condición 
resolutoria de que, durante los 12 años siguientes a su 
otorgamiento, el beneficiario no incumpla con las 
exigencias y obligaciones previstas en la presente ley 
relacionadas con la explotación, transferencia del 
dominio o posesión y las calidades para ser beneficia­
rio de los programas de dotación de tierras. Cumplida 
la condición resolutoria y establecida por el Instituto, 
se hará exigible la devolución del monto del subsidio 
reajustado a su valor presente.

Artículo 21. ADICIONADO Y REFORMADO

El subsidio para la adquisición de tierras a que se 
refiere este capítulo será administrado por el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria o a través de la 
celebración de contratos de encargo fiduciario o de 
fiducia pública.

Autorízase a la Junta Directiva del INCORA para 
establecer montos diferenciales del subsidio para la 
adquisición de tierras de acuerdo con las condiciones 
socio-económicas de los beneficiarios del subsidio. En 
tal virtud podrán determinarse los siguientes tipos de 
subisidio:

a) Del 50% del valor correspondiente a la respec­
tiva unidad agrícola familiar;

b) Del 70% del valor correspondiente a la respec­
tiva unidad agrícola familiar;

c) Del 70% del valor correspondiente a la respec­
tiva unidad agrícola familiar y un subsidio para la tasa 
de interés del crédito de tierras, en las condiciones 
financieras que señale para tal efecto la Comisión 
Nacional de Crédito Agropecuario.

Artículo 22. Artículo NUEVO

Todo adjudicatario de tierras del INCORA ad­
quiere, por ese solo hecho, el derecho al subsidio. El 
otorgamiento del subsidio de tierras se hará efectivo 
cuando se garantice el crédito complementario para 
culminar la negociación. Las disposiciones que se 
adopten tendrán en cuenta las siguientes finalidades:

a) Garantizar los cupos de crédito indispensables 
para complementar el subsidio;

b) Establecer una correspondencia entre la 
regionalización del subsidio y del crédito de tierras;

c) Asegurar el apoyo y asesoría al beneficiario del 
subsidio para elaborar la planificación de la explota­
ción, de tal forma que le sirva de instrumento para el 
acceso al crédito.

Parágrafo. Los beneficiarios de programas de re­
forma agraria tienen la condición de pequeños pro­
ductores, para efectos del otorgamiento del subsidio 
en los créditos de producción a que se refiere el 
artículo 12 de la Ley 101 de 1993.

Artículo 23. REFORMADO

La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario 
establecerá una línea especial de redescuento para 
compra de tierras y créditos de producción de los 
beneficiarios de la reforma agraria, cuyo margen de 
redescuento será hasta del 100%, con plazos no 
inferiores a doce (12) años incluidos periodos de



Página 16 GACETA DEL CONGRESO

(2) años y condicionesgracia no inferiores a dos
financieras adaptadas a las nodalidades de adquisi- 

por la presente ley, a las 
bles del mercado.

ción de tierras reguladas p 
tasas de interés más favoral

Los intereses corresponc lentes a los períodos de 
gracia podrán ser capitalifiu los y diferidos durante el 
período de pago.

Los créditos de producción en sus distintas fases, 
los de adquisicióny adecuaci m de tierras que soliciten 
los beneficiarios delINCORA, podrán ser respaldados 
por el Fondo Agropecuaria? de Garantías.

marginalidad o deriven

Artículo 24. ADICIONADO

Serán elegibles como beneficiarios de los progra­
mas de reforma agraria los i tombres y mujeres cam­
pesinos que no sean propietarios de tierras y que 
tengan tradición en las laboies rurales, que se hallen 
en condiciones de pobreza y 
de la actividad agropecuaria la mayor parte de sus 
ingresos.

Dentro de los criterios de ^elección que establezca 
la Junta Directiva deberá dai se atención preferencial 
a la situación en que se hall in las mujeres campesi­
nas jefes de hogar y las que \e encuentren en estado 
de desprotección social y económica por causa de la 
violencia, el abandono o la viidezy carezcan de tierra 
propia o suficiente.

La Junta Directiva esta decerá los criterios de 
selección, las prioridades y ios requisitos que deben 
cumplir los campesinos y señalará la forma en que 
debe otorgarse el subsidú 
inmuebles rurales. Los títu os de propiedad de los 
predios adquiridos mediante 
cerse conjuntamente a non 
compañeros permanentes cuando a ello hubiere lu­
gar.

Artículo 25. REFORMA 30 Y ADICIONADO

Los beneficiarios de los 
agraria deberán restituir 
reajustado a su valor presen e, en los casos en que 
enajene o arriende el terrem 
dentro de los doce (12) añ< 
miento sin la autorización caj resa e indelegable de la 
Junta Directiva del INCORA 
el predio no está siendo expío, ado adecuadamente por 
el campesino a juicio dellmiit ito, o se comprobare que 
incurrió en falsedades para 
como beneficiario de la reí ár 
ción para la enajenación 
quienes tengan la condici 
agraria y en ningún caso se p< rmitirá el arrendamien­
to de la unidad agrícola fani

En las escrituras de

para la adquisición de

el subsidio deberán ha­
bré de los cónyuges o

a
programas de reforma 

INCORA el subsidio,

Ó i dquirido con el subsidio 
siguientes a su otorga-

o si se estableciere que

acreditar los requisitos 
na agraria. La autoriza­

rá o podrá comprender a 
•ón de sujetos de reforma

iar.

ailq uisición de predios 
subsidiados por parte del Esi ado se anotará esta cir­
cunstancia, así como la ob|¡gición del propietario de 
adelantar directamente su exf lotación, y deberá esta­
blecerse una condición resolutoria del subsidio en 
favor del INCORA por el térntiino de 12 años, cuando 
ocurran los eventos previstos
Junta Directiva reglamentan) 
ración de la cuantía entregadi 
condición resolutoria..

en el inciso anterior. La 
lo relativo a la recupe- 
a título de subsidio bajo

Quien transfiera la propn 
de la parcela adquirida medit

o cesionario será consi-

Quien transfiera la propiedad, posesión o tenencia 
de la parcela adquirida mediante subsidio, no podrá ser 
nuevamente beneficiario de los programas de Reforma 
Agraria. El nuevo adquirente 
derado poseedor de mala fe y e i consecuencia no habrá 
reconocimiento de las mejoras que hubiere introducido 
en el predio.
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El subsidio de tierras previsto en este capítulo no es 
incompatible con otra clase de subsidios que en favor 
de los campesinos de escasos recursos se establezcan.

Parágrafo. Los Notarios y Registradores de Instru­
mentos Públicos, so pena de incurrir en causal de mala 
conducta sancionable con la destitución, se abstendrán 
de otorgar e inscribir escrituras públicas que contengan 
la transmisión del dominio o la posesión de predios 
adquiridos con subsidio en las que no se protocolice la 
autorización expresa y escrita del INCORA para llevar 
a cabo la enajenación, dentro del término previsto en 
este artículo.

Serán absolutamente nulos los actos o contratos que 
se celebren en contravención a lo aquí dispuesto.

Artículo 26. Establecido por el Instituto que el 
solicitante reúne los requisitos exigidos y que en con­
secuencia puede ser beneficiario del subsidio para la 
adquisición de un inmueble rural, una vez perfecciona­
do el acuerdo de negociación del predio respectivo 
entre los campesinos y el propietario, o aceptada la 
oferta de compra formulada por el INCORA, o inscrita 
la sentencia de expropiación y recibido el predio por el 
Instituto, según el caso, se expedirá la certificación que 
le permita diligenciar el otorgamiento del crédito ante 
la entidad financiera correspondiente.

CAPITULO V

NEGOCIACION VOLUNTARIA 
DE TIERRAS ENTRE 

CAMPESINOS Y PROPIETARIOS

Artículo 27. ADICIONADO Y REFORMADO

Los campesinos interesados en la adquisición de tie 
rras adelantarán individual o conjuntamente y en coor­
dinación con las oficinas regionales del INCORA, o 
con las sociedades inmobiliarias rurales a que se 
refiere el artículo 28 de esta ley, el proceso encami­
nado a obtener un acuerdo directo de negociación con 
los propietarios, observando las siguientes reglas:

1. Los campesinos que se hallen interesados en la 
adquisición de determinado predio, o de los inmuebles 
rurales que estuvieren inscritos en el respectivo regis­
tro inmobiliario regional del INCORA, oque hubieren 
sido ofrecidos en venta por las sociedades inmobilia­
rias rurales legalmente constituidas, informarán al 
Instituto, según el caso, sobre sus características 
generales y posibles condiciones de negociación, o 
solicitarán del INCORA la práctica de las diligencias 
o la prestación de la asesoría que fuere necesaria 
para facilitarles el proceso de negociación voluntaria 
con los propietarios respectivos.

2. El Instituto, teniendo en cuenta las prioridades 
regionales y las disponibilidades presupuéstales, veri­
ficará si los campesinos interesados en la compra 
directa de las tierras reúnen los requisitos que se 
señalen para ser beneficiarios de los programas de 
adjudicación, así como los contemplados para el 
otorgamiento del crédito.

Establecida la condición de sujetos de reforma 
agraria, elINCORAprocederá entonces a dar aviso de 
ello al propietario respectivo, con el objeto de que 
manifieste de manera expresa si se halla interesado en 
negociar su finca, según los procedimientos y dis­
posiciones establecidos en la presente ley.

3. Los funcionarios del Instituto practicarán una 
visita al predio, en el cual podrán participar los campe­
sinos interesados en la negociación, con el fin de 
establecer su aptitud agrológica y determinar si el 
terreno ofrecido constituye una Unidad Agrícola Fa­
miliar, o qué porcentaje de la misma representa.

4. Si el concepto es favorable, se solicitará al 
propietario.los documentos relacionados con la tradi­
ción del inmueble, así como la información adicional 
necesaria para determinar si el predio se ajusta a los 
requisitos que establezca el Instituto.

5. Cumplidos los requisitos, las exigencias y el 
procedimiento previsto en este artículo y habiéndose 
logrado un acuerdo de negociación entre los campesi­
nos interesados y los propietarios, éstos procederán a 
suscribir y formalizar los documentos relacionados 
con la compraventa de inmuebles rurales, conforme a 
las disposiciones vigentes.

Artículo 28. ADICIONADO

El INCORA establecerá y operará servicios de 
inmobiliarias de predios rurales para facilitar su enaje­
nación en cumplimiento de los programas de reforma 
agraria. En tal virtud, los propietarios podrán solicitar 
la inscripción en las oficinas regionales del Instituto de 
los predios que ofrezcan voluntariamente y se procede­
rá en la forma señalada en el artículo anterior para 
determinar su aptitud y las condiciones generales de la 
venta.

El Instituto dará a conocer a los campesinos inscri­
tos en las Regionales los predios que sean ofrecidos en 
venta por los particulares, así como las condiciones de 
negociación propuestas.

Las sociedades inmobiliarias rurales legalmente 
constituidas, podrán ofrecer en venta a los campesinos 
o al Instituto los predios que hayan recibido para tal fin 
por parte de sus propietarios, los cuales deberán 
ajustarse a los requisitos o exigencias mínimas que 
aquél hubiere establecido, para lo cual deberán adjun­
tar el avalúo efectuado por la Lonja de Propiedad 
Raíz, o por expertos avaluadores que se hallen inscri­
tos en las sociedades inmobiliarias rurales, o ante el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi o el INCORA, 
conjuntamente con los documentos que acrediten la 
propiedad y demás que sean pertinentes. La propuesta 
de enajenación no obliga al Instituto frente a la socie­
dad inmobiliaria ni respecto de terceros interesados.

Artículo 29. REFORMADO.

Ellnstituto convocará a reuniones de concertación 
en las cuales participarán los campesinos interesados 
en la adquisición de tierras y los propietarios de los 
predios correspondientes.

En estas reuniones se analizarán las diferentes 
propuestas de venta de predios de la región y las 
condiciones generales para su negociación. De todo lo 
tratado se dejará constancia en actas, que se considera­
rán como ofertas de venta hechas por los propietarios, 
así como el interés de compra por parte de los campe­
sinos.

Artículo 30. REFORMADO

Si como consecuencia de las reuniones de que trata 
el artículo anterior las partes interesadas acuerdan 
alguna negociación, procederán a formalizarla me­
diante la suscripción de los documentos previstos para 
la compraventa de inmuebles rurales.

Si dentro del proceso anterior no se lograre nego­
ciar las tierras, el acta de la reunión donde conste el 
desacuerdo será remitida a la Junta Directiva para que 
conceptúe sobre la necesidad de convocar a otras 
sesiones de concertación, donde los interesados pro­
pongan nuevas alternativas de negociación de los pre­
dios.

Si persistiere el desacuerdo sobre las condiciones 
de negociación de los inmuebles respectivos, el Insti­
tuto evaluará la necesidad y conveniencia de la adqui­
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sición y procederá a negociar el predio si lo considera 
necesario.

CAPITULO VI

ADQUISICION DE TIERRAS POR EL INCORA

Artículo 31. REFORMADO

Son motivos de interés social y de utilidad pública 
para la adquisición y expropiación de bienes rurales de 
propiedad privada, o los que formen parte del pa­
trimonio de entidades de derecho público, los defini­
dos en los ordinales Segundo, Tercero y Quinto del 
artículo lo. de la presente ley.

En consecuencia, podrá el Instituto Colombiano de 
la Reforma Agraria adquirir mediante negociación 
directa tierras o mejoras, o decretar su expropiación, 
con el objeto de dar cumplimiento a los fines de interés 
social y utilidad pública definidos en esta ley, en los 
siguientes casos:

1. Para las comunidades indígenas que no las po­
sean, cuando la superficie donde estuvieren estableci­
das fuere insuficiente, o para sanear las áreas de res­
guardo que estuvieren ocupadas por personas que no 
pertenezcan a la respectiva parcialidad.

2. En beneficio de las personas o entidades respec­
to de las cuales el Gobierno Nacional haya establecido 
programas especiales para tal fin.

3. Con el objeto de reubicar a los propietarios u 
ocupantes de zonas que deban someterse a un manejo 
especial o de interés ecológico.

El INCORA adelantará los respectivos programas 
de adquisición de tierras y mejoras en coordinación con 
el Ministerio del Medio Ambiente o la Corporación 
Autónoma Regional correspondiente, dando prefe­
rencia a los ocupantes de tierras que se hallen someti­
das al régimen de reserva forestal, de manejo especial 
o interés ecológico, o las situadas en las áreas que 
conforman el sistema de Parques Nacionales Natura­
les.

4. Dotar de tierras a los habitantes de regiones 
afectadas por calamidades públicas naturales 
sobrevinientes.

5. Para dotar de tierras a los hombres y mujeres 
campesinos de escasos recursos, minifundistas, las 
mujeres campesinas jefes de hogar y las que se hallen 
en estado de desprotección económica y social por 
causa de la violencia, el abandono y la viudez, cuando 
no hubiere acuerdo de negociación entre los campesi­
nos y los propietarios, o en las reuniones de concerta­
ción, en los casos que determine la Junta Directiva.

Artículo 32. ADICIONADO

Cuando se trate de los programas previstos en el ar 
tículo anterior, para la adquisición de los predios respec­
tivos el Instituto se sujetará al siguiente procedimiento:

1. Con base en la programación que se señale 
anualmente, el Instituto practicará las diligencias que 
considere necesarias para la identificación, aptitud y 
valoración de los predios rurales correspondientes.

2. El precio máximo de negociación será el fijado en 
el avalúo comercial que para tal fin se contrate con el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o con personas 
naturales o jurídicas legalmente habilitadas para ello, 
siempre que en la elaboración y rendición del experticio 
cumplan con las normas técnicas que haya adoptado el 
Consejo Directivo de aquella entidad.

3. El INCORA formulará oferta de compra a los 
propietarios del predio mediante oficio que será entrega­
do personalmente, o en su defecto le será enviado por 
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correo certificado a la dirección que aparezca regis­
trada en el expediente o en el directorio telefónico. Si 
no pudiere comunicarse la oferta en la forma prevista, 
se entregará a cualquier persona que se hallare en el 
predio, y se oficiará a la Alcaldía del lugar de ubicación 
del inmueble, mediante telegrama que contenga los 
elementos esenciales de la oferta para que se fije en 
lugar visible al público durante cinco (5) días, contados 
a partir de su recepción, con lo cual quedará perfec­
cionado el aviso y surtirá efectos ante los demás titu­
lares de derechos reales constituidos sobre el inmueble.

La oferta de compra deberá inscribirse en la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos del Círculo 
correspondiente dentro de los cinco(5) días siguientes 
a la fecha en que se haya efectuado la comunicación.

4. El propietario dispone de un término de diez (10) 
días, contados a partir de la fecha en que quede perfec­
cionada la comunicación, para aceptarla o rechazarla. 
Dentro del mismo término y por una sola vez, podrá 
objetar el avalúo por error grave o cuando hubiere sido 
expedido con antelación superior a un año. Las obje­
ciones al avalúo inicial, o su actualización, serán 
diligenciadas por peritos diferentes de los que hubieren 
intervenido con anterioridad.

5. Si hubiere acuerdo respecto de la oferta de 
compra, se celebrará un contrato de compraventa que 
deberá perfeccionarse mediante escritura pública en un 
término no superior a dos meses, contados desde la 
fecha de su otorgamiento.

Se entenderá que el propietario renuncia a la negocia­
ción directa y rechaza la oferta de compra cuando no 
manifiesta su aceptación expresa dentro del término 
previsto para contestarla. También se entiende recha­
zada la oferta cuando su aceptación sea condicionada, 
salvo que el INCORA considere atendible la 
contrapropuesta de negociación, o el propietario no 
suscriba la promesa de compraventa o la escritura que 
perfeccione la enajenación dentro de los plazos previs­
tos.

6. Agotada la etapa de negociación directa confor­
me a lo contemplado en el inciso anterior, mediante 
resolución motivada el Gerente General del Instituto 
ordenará adelantar la expropiación del predio y de los 
demás derechos reales constituidos sobre él, conforme 
al procedimiento previsto en el Capítulo VII.

Parágrafo lo. Las entidades financieras estarán 
obligadas a dar al INCORA la primera opción de 
compra de los predios rurales que hayan recibido o 
reciban a título de dación en pago por la liquidación de 
créditos hipotecarios, oque hubieren adquirido median­
te sentencia judicial.

El INCORA dispondrá de dos (2) meses para ejer­
cer el derecho de opción privilegiada de adquirirlos, 
vencido el cual la entidad financiera quedará en liber­
tad para enajenarlos. Serán absolutamente nulos los 
actos o contratos que se celebren con violación de lo 
dispuesto en esta norma, y los notarios y registradores 
de Instrumentos Públicos no podrán otorgar e inscribir 
escrituras públicas que contengan la transmisión del 
dominio a terceros, mientras no se protocolice la auto­
rización expresa y escrita del INCORA, en los casos de 
desistimiento, o la declaración juramentada del 
representante legal del intermediario financiero de no 
haberle sido notificada una decisión dentro del término 
previsto, cuando hubiere mediado silencio administra­
tivo positivo.

Parágrafo 2o. En los procedimientos de adquisi­
ción de tierras previstos en el presente capítulo, los 
propietarios podrán solicitar el ejercicio del derecho de 
exclusión hasta por dos (2) Unidades Agrícolas Fami- 
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liares, cuando la oferta de compra del Instituto com­
prenda la totalidad del predio y su extensión excediere 
dicha superficie. El área excluida deberá determinarse 
por el INCORA en forma tal que se preserve la unidad 
física del lote y en lo posible se integre con tierras 
explotables de igual calidad y condiciones a las que 
corresponden al Instituto en la parte que adquiere.

El derecho de exclusión se ejercerá por una sola vez 
y de manera expresa dentro del término que tiene el 
propietario para contestar la oferta de compra del 
inmueble. No habrá lugar al derecho de exclusión 
cuando el propietario rechace la oferta de compra, a 
menos que se allane en oportunidad a las pretensiones 
de la demanda de expropiación.

El derecho de exclusión podrá ejercerse en cada 
uno de los distintos predios de propiedad de una 
persona que hubieren sido afectados para fines de 
adquisición en programas de reforma agraria.

CAPITULO VII

DE LA EXPROPIACION-CAUSALES
Y PROCEDIMIENTO

Artículo 33. REFORMADO

Si el propietario no acepta expresamente la oferta 
de compra, o se presumiere su rechazo de conformidad 
con lo dispuesto en esta ley, se entenderá agotado el 
procedimiento de negociación directa y se adelantarán 
los trámites para la expropiación, de la siguiente mane­
ra:

1. El Gerente General del Instituto, mediante reso­
lución motivada, ordenará adelantar la expropiación 
del predio y de los demás derechos reales constituidos 
sobre él.

Esta resolución será notificada en la forma prevista 
por los artículos 44 y 48 del Código Contencioso 
Administrativo. Contra la providencia que ordena la 
expropiación sólo procederá el recurso de reposición, 
el cual deberá interponerse dentro de los 5 días hábiles 
siguientes al surtimiento de la notificación. Transcurri­
do un mes sin que el Instituto hubiere resuelto el 
recurso, o presentaré demanda de expropiación, se 
entenderá negada la reposición, quedará ejecutoriado 
el acto recurrido y, en consecuencia, no será proceden­
te pronunciamiento alguno sobre la materia objeto del 
recurso.

Contra la resolución que ordena adelantar la expro­
piación, que no será susceptible de suspensión provi­
sional no procederá ninguna acción contencioso-admi- 
nistrativa, pero podrá impugnarse su legalidad dentro 
del proceso de expropiación con arreglo al procedi­
miento que la presente ley establece.

2. Ejecutoriada la resolución de expropiación, den­
tro de los dos (2) meses siguientes el Instituto presen­
tará la demanda correspondiente ante el Tribunal Ad­
ministrativo que ejerza jurisdicción en el territorio 
donde se encuentra el inmueble.

Si el Instituto no presentaré la demanda dentro de 
los dos (2) meses siguientes a la ejecutoria de la 
resolución de expropiación, caducará la acción.

A la demanda deberán acompañarse, además de los 
anexos previstos por la ley, la resolución de expropia­
ción y sus constancias de notificación; el avalúo co­
mercial del predio en los casos a que hubiere lugar; 
copia auténtica del acta de la reunión de concertación 
en la que conste el desacuerdo, y de los documentos 
que acrediten haberse surtido el procedimiento de 
negociación directa.
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Cuando se demande l.i expropiación de la porción 
de un predio, a la demanca deberá acompañarse la 
descripción por sus linde rús y cabida de la parte del 
inmueble que se pretendap propiar, y un plano elabo­
rado por el Instituto del g obo de mayor extensión, 
dentro del cual se precise a porción afectada por el 
decreto de expropiación.

En lo demás, la demanda deberá reunir los requisi­
tos establecidos en los artícelos 75 a 79, 81 y 451 del 
Código de Procedimiento Civil.

3. En el auto admisorio le la demanda el Tribunal 
decidirá definitivamente sobre la competencia para 
conocer del proceso y si adv erte que no es competente 
rechazará in limine la demanda y ordenará la devolu­
ción de los anexos sin necesidad de desglose.

Así mismo, al momento de resolver sobre la admi­
sión de la demanda el Tribu nal, examinará si concurre 
alguna de las circunstanciaste que tratan los numera­
les 6o., 7o. y 9o. del articuló 97 del Código de Proce­
dimiento Civil, y si eneprtrare establecida alguna, 
procederá de la manera siguiente:

a. En los eventos previst >s por los numerales 6o. y 
7o. del artículo 97 del Códij o de Procedimiento Civil, 
señalará las pruebas faltar tes sobre la calidad del 
citado o citados, o los defictos de que adolezca la 
demanda, para que la entida i demandante los aporte o 
subsane, según sea el caso en el término de 5 días, y sí 
no lo hiciera la rechazará y ordenará la devolución de 
los anexos sin necesidad j^e desglose.

b. En el caso previsto por el numeral 9o. del artículo 
97 del Código de Procedió iento Civil, se seguirá el 
procedimiento establecido p ?r el artículo83del mismo 
código, sin perjuicio de apiic ación al procedimiento de 
expropiación de lo dispues o por el artículo 401 del 
citado estatuto procesal.

Contra el auto admisorio de la demanda o contra el 
que la inadmita o rechacé arocederá únicamente el 
recurso de reposición.

4. La demanda se no|ti icará a los demandados 
determinados y conocido^ por el procedimiento pre­
visto por el inciso 2o. del a tículo 452 del Código de 
Procedimiento Civil.

Para notificar a terceros indeterminados que se 
crean con derecho sobre el h ¡en objeto de la expropia­
ción, en el auto admisorio de a demanda se ordenará su 
emplazamiento mediante ec icto que se publicará por 
una sola vez en un diario dti amplia circulación en la 
región donde se encuentre el bien, para que comparez­
can al proceso a más tardarf c ;ntro de los diez (10) días 
siguientes a la publicación, transcurridos los cuales se 
entenderá surtido el empla; amiento de las personas 
indeterminadas a las que se les designará curador ad 
litem, quien ejercerá el cargo hasta la terminación del 
proceso, siendo de forzosa < ceptación.

El edicto deberá expresa , además del hecho de la 
expropiación demandada po el Instituto, la identifica­
ción del bien, el llamamient) de quienes se crean con 
derecho para concurrir a| proceso, y el plazo para 
hacerlo. El edicto se fijará p< r el término de cinco días 
en un lugar visible de la secretaría del mismo 
Tribunal.Las personas que concurran al proceso en 
virtud del emplazamiento, podrán proponer los inci­
dentes de excepción previa eimpugnación de que trata 
la presente ley, dentro de los diez (10) días siguientes 
a la fecha en que aquél quede surtido. Las que se 
presenten posteriormente, tomarán el proceso en el 
estado en que lo encuentre t.De la demanda se dará 
traslado al demandado pór diez (10) días para que 
proponga los incidente^ le excepción previa e 
impugnación de que trata la presente ley.
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5. Sin perjuicio de la impugnación de que trata el 
numeral 11 del presente artículo, en el proceso de 
expropiación no será admisible ninguna excepción 
perentoria o previa, salvo la de inexistencia, incapaci­
dad, o indebida representación del demandante o del 
demandado, la cual deberá proponerse por escrito 
separado dentro del término del traslado de la demanda 
y se tramitará como incidente, conforme al procedi­
miento establecido por los artículos 135 a 139 del 
Código de Procedimiento Civil, salvo que el Instituto 
al reformar la demanda, subsane el defecto, en cuyo 
caso el Tribunal mediante auto dará por terminado el 
incidente y ordenará proseguir el proceso sin lugar a 
nuevo traslado.

No podrán ser alegadas como causal de nulidad las 
circunstancias de que tratan los numerales lo., 2o., 6o., 
7o. y 9o. del artículo 97 del Código de Procedimiento 
Civil, si el demandado no hubiere interpuesto contra el 
auto admisorio de la demanda recurso de reposición en 
que hubiere alegado la concurrencia de alguna de ellas. 
Tampoco podrán alegarse como causal de nulidad los 
hechos que constituyen las excepciones previas a que 
se refieren los numerales 4o. y 5o. del artículo 97 del 
mismo Código, si no hubiere sido propuesta en la 
oportunidad de que trata el inciso precedente. En todo 
caso,' el Tribunal antes de dictar sentencia deberá 
subsanar todos los vicios que advierta en el respectivo 
proceso para precaver cualquier nulidad y evitar que el 
proceso concluya con sentencia inhibitoria.

En caso de que prospere el recurso de reposición 
interpuesto por el demandado contra el auto admisorio 
de la demanda, respecto a lo resuelto sobre las circuns­
tancias de que tratan los numerales 6o., 7o. y 9o. del 
artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, el 
Tribunal declarará inadmisible la demanda y procede­
rá como se indica en el inciso 2o. del numeral 8 del 
presente artículo, y si el Instituto subsana los defectos 
dentro del término previsto, la admitirá mediante auto 
que no es susceptible de ningún recurso sin que haya 
lugar a nuevo traslado; en caso contrario la rechazará.

6. Si el demandado se allanare a la expropiación 
dentro del término del traslado de la demanda, podrá 
solicitar al Tribunal que se le autorice hacer uso del 
derecho de exclusión, conforme a las reglas de la 
presente ley. En tal caso el Tribunal reconocerá al 
solicitante el derecho de exclusión sobre la porción del 
predio indicado en la demanda y dictará de plano 
sentencia, en la que decretará la expropiación del resto 
del inmueble sin condenar en costas al demandado.

7. El Instituto, por razones de apremio y urgencia 
tendientes a asegurar la satisfacción y prevalencia del 
interés público o social, previa calificación de las 
mismas por la Junta Directiva, podrá solicitar al Tribu­
nal que en el auto admisorio de la demanda se ordene 
la entrega anticipada al Instituto del inmueble cuya 
expropiación se demanda, si acreditare haber consig­
nado a órdenes del respectivo Tribunal, en la Caja de 
Crédito Agrario, Industrial y Minero, una suma equi­
valente al 30% del avalúo comercial practicado en la 
etapa de negociación directa, o del menor precio que 
figure en el acta definitiva de la reunión de concertación, 
y acompañar al escrito de la demanda los títulos de 
garantía del pago del saldo del valor del bien, conforme 
al mismo avalúo.

Cuando se trate de un predio cuyo valor no exceda 
de 500 salarios mínimos mensuales, el Instituto deberá 
acreditar la consignación a órdenes del Tribunal de una 
suma equivalente al 100% del valor del bien, conforme 
al avalúo practicado en la etapa de negociación directa, 
o del menor precio que figure en el acta definitiva de la 
reunión de concertación.

Dentro del término del traslado de la demanda, el 
demandado podrá solicitar la fijación de los plazos de 
que trata el inciso 2o. del numeral 14 del presente 
artículo, a menos que el Instituto lo haya hecho en la 
demanda.

8. Dentro del término del traslado de la demanda y 
mediante incidente que se tramitará en la forma indica­
da por el Capítulo lo. del Título 11 del Libro 2o. del 
Código de Procedimiento Civil, podrá el demandado 
oponerse a la expropiación e impugnar la legalidad, 
invocando contra la resolución que la decretó las 
causales de nulidad establecidas por el Artículo 84 del 
Código Contencioso Administrativo.

El escrito que proponga el incidente deberá conte­
ner la expresión de lo que se impugna, los hechos u 
omisiones que sirvan de fundamento a la impugnación, 
la indicación de las normas violadas y la explicación 
clara y precisa del concepto de su violación.

Los vicios de forma del acto impugnado no serán 
alegables como causal de nulidad si no se hubieren 
invocado en el recurso de reposición interpuesto contra 
la resolución de expropiación en la vía gubernativa.

No será admisible y el Tribunal rechazará de plano, 
la impugnación o el control de legalidad, de las razones 
de conveniencia y oportunidad de la expropiación.

9. En el incidente de impugnación el Tribunal re­
chazará in limine toda prueba que no tienda, directa o 
inequívocamente, a demostrar la nulidad de la resolu­
ción que decretó la expropiación, por violación de la 
legalidad objetiva.

El término probatorio será de diez (10) días, si 
hubiere pruebas qué practicar que no hayan sido apor­
tadas con el escrito de impugnación; únicamente podrá 
ser prorrogado por diez (10) días más para la práctica 
de pruebas decretadas de oficio.

Las pruebas que se practiquen mediante comisiona­
do, tendrán prioridad sobre cualquier otra diligencia. 
El juez comisionado que dilatare la práctica de una 
prueba en un juicio de expropiación incurrirá en causal 
de mala conducta que será sancionada con la destitu­
ción.

10. Vencido el término probatorio, se ordenará dar 
un traslado común por tres días a las partes para que 
formulen sus alegatos por escrito, al término del cual el 
proceso entrará al despacho para sentencia.

Si no hubieren pruebas qué practicar, el traslado 
para alegar será de tres (3) días, en cuyo caso el 
magistrado sustanciador dispondrá de diez (10) días, 
contados a partir del vencimiento del traslado, para 
registrar el proyecto de sentencia.

11. El proyecto de sentencia que decida la 
impugnación deberá ser registrado dentro de los diez 
(10) días siguientes al vencimiento del término de que 
dispongan las partes para alegar. Precluido el término 
para registrar el proyecto sin que el Magistrado 
Sustanciador lo hubiere hecho, y sin perjuicio de las 
sanciones disciplinarias a que hubiere lugar, el proceso 
pasará al magistrado siguiente para que en el término 
de cinco (5) días registre el proyecto de sentencia.

12. Registrado el proyecto de sentencia, el Tribunal 
dispondrá de veinte (20) días para decidir sobre la 
legalidad del acto impugnado y dictará sentencia.

En caso de que la impugnación sea decidida favo­
rablemente al impugnante, el Tribunal dictará senten­
cia en la que declarará la nulidad del acto administra­
tivo expropiatorio, se abstendrá de decidir sobre la 
expropiación y ordenará la devolución y desglose de 
todos los documentos del Instituto para que dentro de

t.De
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los veinte (20) días siguientes, reanude la actuación a 
partir de la ocurrencia de los hechos o circunstancias 
que hubieren viciado la legalidad del acto administra­
tivo que decretó la expropiación, si ello fuere posible.

El Tribunal, al momento de resolver el incidente de 
impugnación, deberá decidir simultáneamente sobre 
las excepciones previas de que tratan los numerales 4o. 
y 5o. del Artículo 97 del Código de Procedimiento 
Civil, si hubieren sido propuestas. Precluida la oportu­
nidad para intentar los incidentes de excepción previa 
e impugnación sin que el demandado hubiere propues­
to alguno de ellos, o mediare su rechazo, o hubiere 
vencido el término para decidir, el Tribunal dictará 
sentencia, y si ordena la expropiación, decretará el 
avalúo del predio y procederá conforme a lo dispuesto 
por el artículo 454 del Código de Procedimiento Civil.

La sentencia que ordene la expropiación, una vez 
en firme producirá efectos erga omnes y el Tribunal 
ordenará su protocolización en una notaría y su inscrip­
ción en el competente registro. Constituirá causal de 
mala conducta del Magistrado Sustanciador, o de los 
magistrados del Tribunal y del Consejo de Estado, 
según sea el caso, que será sancionada con la destitu­
ción, la inobservancia de los términos preelusivos 
establecidos por la presente ley para surtir y decidir los 
incidentes y para dictar sentencia.

13. Las providencias del proceso de expropiación 
son únicamente susceptibles del recurso de reposición, 
con excepción de la sentencia, del auto que deniegue la 
apertura a prueba o la práctica de alguna que haya sido 
pedida oportunamente y del auto que resuelva la liqui­
dación de condenas, que serán apelables ante el Conse­
jo de Estado, sin perjuicio de la consulta de que trata el 
artículo 184 del Código de lo Contencioso 
Administrativo.La sentencia que deniegue la expro­
piación o se abstenga de decretarla es apelable en el 
éfecto suspensivo; la que la decrete, en el devolutivo.

El auto que resuelva la liquidación de condenas será 
apelable en el efecto diferido pero el recurrente no 
podrá pedir que se le conceda en el efecto devolutivo. 
El que deniegue la apertura a prueba de la práctica de 
alguna que haya sido pedida oportunamente será 
apelable en el efecto devolutivo.

Contra la sentencia que decida el proceso de expro­
piación, no procederán los recursos extraordinarios de 
revisión y anulación.

14. En la sentencia que resuelva el incidente de 
impugnación desfavorablemente a las pretensiones del 
impugnante, invocadas contra la legalidad del acto 
administrativo expropiatorio, se ordenará la entrega 
anticipada del inmueble al Instituto cuando el Instituto 
lo haya solicitado y acredite haber consignado a órde­
nes del respectivo Tribunal, en la Caja de Crédito 
Agrario, Industrial y Minero, una suma igual al último 
avalúo catastral del inmueble más un 50% o haya 
constituido póliza de compañía de seguros por el 
mismo valor, para garantizar el pago de la indemniza­
ción. No serán admisibles oposiciones a la entrega 
anticipada del inmueble por parte del demandado. Las 
oposiciones de terceros se regirán por lo dispuesto en 
el numeral 3 del artículo 456 del Código de Procedi­
miento Civil.

El Tribunal podrá, a solicitud del Instituto o del 
demandado, o de tenedores o poseedores que 
sumariamente acreditaren su derecho al momento de la 
diligencia de entrega material del bien, fijar a estos 
últimos, por una sola vez, plazos para la recolección de 
las cosechas pendientes y el traslado de maquinarias, 
bienes muebles y semovientes que se hallaren en el 
fundo, sin perjuicio de que la diligencia de entrega 
anticipada se realice.

15. Los peritos que intervengan en el proceso de 
expropiación serán dos designados dentro de la lista de 
expertos avaluadores de propiedad inmobiliaria, ela­
borada por el respectivo Tribunal, cuyos integrantes 
hayan acreditado, para su inscripción en la lista de 
auxiliares de la justicia, tener título profesional de 
ingeniero civil, catastral, agrólogo o geodesta y contar 
cuando menos con cinco años de experiencia en la 
realización de avalúos de bienes inmuebles rurales.

Los peritos estimarán el valor de la cosa expropia­
da, con especificación discriminada del valor de la 
tierra y de las mejoras introducidas en el predio, y 
separadamente determinarán la parte de la indemniza­
ción que corresponda a favor de los distintos interesa­
dos, de manera que con cargo al valor del bien expro­
piado, sean indemnizados en la proporción que les 
corresponda los titulares de derechos reales, tenedores 
y poseedores a quienes conforme a la ley les asista el 
derecho a una compensación remuneratoria por razón 
de la expropiación.

En lo no previsto se aplicarán para el avalúo y la 
entrega de los bienes las reglas del artículo 456 del 
Código de Procedimiento Civil.

16. Para determinar el monto de la indemnización 
el Tribunal tendrá en cuenta el valor de los bienes 
expropiados como equivalente a la compensación re­
muneratoria del demandado por todo concepto.

17. Si el Tribunal negare la expropiación, o el 
Consejo de Estado revocare la sentencia que la decretó, 
se ordenará poner de nuevo al demandado en posesión 
o tenencia de los bienes, si esto fuere posible, cuando 
se hubiere efectuado entrega anticipada de los mismos, 
y condenará al Instituto a pagar todos los perjuicios 
causados, inel uido el valor de las obras necesarias para 
restituir las cosas al estado que tenían en el momento de 
la entrega, descontando el valor de las mejoras necesa­
rias introducidas con posterioridad.

En caso de que la restitución de los bienes no fuere 
posible, el Tribunal declarará al Instituto incurso en 
“vía de hecho” y lo condenará in genere a la reparación 
de todos los perjuicios causados al demandado, inclui­
dos el daño emergente y el lucro cesante, calculados 
desde la fecha en que se hubiere efectuado la entrega 
anticipada del bien, ordenará entregar al demandado la 
caución y los títulos de garantía que el Instituto hubiere 
presentado para pedir la medida de entrega anticipada. 
La liquidación de los perjuicios de que trata el presente 
numeral se llevará a cabo ante el mismo Tribunal que 
conoció del proceso, conforme al procedimiento pre­
visto por el Capítulo 2o. del Título 14 del Libro 2 del 
Código de Procedimiento Civil, y se pagarán según lo 
establecido por los artículos 170 a 179 del Código 
Contencioso Administrativo.

Los beneficiarios de reforma agraria que hayan 
recibido tierras entregadas por el INCORA, cuya tradi­
ción a favor del Instituto no pudiere perfeccionarse, se 
tendrán como poseedores de buena fe sobre las parce­
las que hayan recibido y podrán adquirir el dominio de 
las mismas, sin consideración a su extensión 
superficiaria, acogiéndose a los procedimientos pre­
vistos en el Decreto 508 de 1974, tras haber ejercido la 
posesión durante cinco (5) años en los términos y 
condiciones previsto por el artículo lo. de la Ley 200 
de 1936.

18. En los aspectos no contemplados en la presente 
ley el trámite del proceso de expropiación se adelantará 
conforme a lo dispuesto por el Título XXIV del Libro 
3o. y demás normas del Código de Procedimiento 
Civil; en lo no previsto en dichas disposiciones se 
aplicarán las normas del Código Contencioso Admi­

nistrativo, en cuanto fueren compatibles con el proce­
dimiento aplicable.

CAPITULO VIII

CONDICIONES Y FORMAS DE PAGO

Artículo 34. REFORMADO

La forma de pago a los propietarios de los predios 
que adquieran los campesinos mediante la modalidad 
de adquisición de tierras prevista en el Capítulo V, será 
la siguiente:

a) El 50% del valor del predio en Bonos Agrarios;

b) El 50% restante en dinero efectivo.

Los recursos de los créditos de tierras que se 
otorguen a los campesinos adquirentes por los inter­
mediarios financieros, serán entregados por éstos 
directamente al propietario, dentro de los 30 días 
siguientes a la fecha de firma de la escritura, y serán 
computados como pago parcial o total de la suma que 
deba reconocerse en dinero efectivo. El remanente 
del pago en efectivo será cancelado por el INCORA 
con cargo al presupuesto de subsidios de tierra, en 
dos contados, con vencimientos a seis (6) y doce (12) 
meses, los que se contarán a partir de la fecha de pago 
del contado inicial.

El 50% de los Bonos Agrarios será cancelado 
igualmente con cargo al subsidio de tierras.

Artículo 35. REFORMADO

La forma de pago de los inmuebles rurales que se 
adquieran a través del procedimiento de adquisición de 
tierras establecido en el Capítulo VI, será la siguiente:

a) El 60% del valor del avalúo en Bonos Agrarios;

b) El 40% del valor del avalúo en dinero efectivo.

Las cantidades que deban reconocerse en dinero 
efectivo se pagarán así: Una tercera parte del valor 
total, como contado inicial, dentro de los sesenta (60) 
días siguientes a la firma de la escritura, salvo que se 
hubiere determinado otra forma de pago con ocasión 
de la celebración por parte del Instituto de un contrato 
de encargo fiduciario o de fiducia pública para tal fin. 
El saldo lo cancelará el INCORA en dos (2) contados, 
con vencimientos a seis (6) y doce (12) meses, los que 
se computarán a partir de la fecha de pago del contado 
inicial.

Artículo 36. El monto de la indemnización en los 
procesos de expropiación se pagará en su totalidad en 
Bonos Agrarios.

Artículo 37. REFORMADO

Los Bonos Agrarios son títulos de Deuda Pública, 
con vencimiento final así:

a) En las adquisiciones previstas en los Capítulos V 
y VI, tendrán un término de vencimiento final a cinco 
(5) años.

b) En las expropiaciones, tendrán un término de 
vencimiento final a seis años.

Los Bonos Agrarios son parcialmente redimibles 
en cinco (5) o seis (6) vencimientos anuales, iguales y 
sucesivos, según el caso, el primero de los cuales 
vencerá un año después de la fecha de su expedición, 
libremente negociables y sobre los que se causará y 
pagará semestralmente un interés no inferior al 80% de 
la tasa de incremento del índice nacional de precios al 
consumidor certificado por el DAÑE para cada perío­
do.

Parágrafo. El ingreso obtenido por la enajenación 
del inmueble no constituirá renta gravable ni ganancia 
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ocasional para el propie1 ario. Los intereses que 
devenguen los Bonos Agrar os gozarán de exención de 
impuestos de renta y complementarios y dichos Bonos 
podrán ser utilizados para e pago de los mencionados 
impuestos.

CAPITULO IX

UNIDADES AGRICOLAS FAMILIARES 
Y PARCELACIONES

Artículo 38. ADICIONADO

Las tierras cuya adquisic ¡ón promuevan y obtengan 
los hombres y mujeres cam Desinos, o las que compre 
directamente el Instituto para programas de Reforma 
Agraria, se destinarán a los Siguientes fines:

a) Establecer Unidades Agrícolas Familiares, Em­
presas Comunitarias o cualquier tipo asociativo de 
producción,

b) Para la constitución, ampliación, reestructura­
ción y saneamiento de resguardos indígenas.

Se entiende por Unidad Agrícola Familiar (UAF), 
la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, 
acuicola o forestal cuya extensión, conforme a las 
condiciones agroecológicasj de la zona y con tecnolo­
gía adecuada, permite a la fa ti i 1 i a remunerar su trabajo 
y disponer de un excedente dapitalizable que coadyuve 
a la formación de su patrimonio.

La UAF no requerirá no malmente para ser explo­
tada sino del trabajo del propietario y su familia, sin 
perjuicio del empleo de mino de obra extraña, si la 
naturaleza de la explotador así lo requiere.

La Junta Directiva indicará los criterios 
metodológicos para deterr >inar la Unidad Agrícola 
Familiar por zonas homogéneas, y los mecanismos 
de evaluación, revisión y a ustes periódicos cuando 
se presenten cambios significativos en las condicio­
nes de la explotación agro] «ecuaria que la afecten, y 
fijará en salarios mínim >s mensuales legales el 
valor máximo total de la UAF que se podrá adquirir 
mediante las disposiciones de esta ley.

Para determinar el vale r del subsidio que podrá 
otorgarse, se establecerá ei i el nivel predial el tama­
ño de la Unidad Agrícola «'amiliar.

Artículo 39. Quienes hubieren adquirido del 
INCORA Unidades Agrícolas Familiares con anterio­
ridad a la vigencia de la prese nte ley, quedan sometidos 
al régimen de propiedad pa celaría que en seguida se 
expresa:

Por el solo hecho de la t djudicación, se obligan a 
sujetarse a las reglamentare nes existentes sobre uso y 
protección de los recursos naturales renovables, así 
como a las disposiciones ¡se bre caminos y servidum­
bres de tránsito y de agu;s que al efecto dicte el 
Instituto.

Hasta cuando se cumpk un plazo de quince (15) 
años, contados desde la primera adjudicación que se 
hizo sobre la respectiva parcela, no podrán transferir el 
derecho de dominio, su pe ¡sesión o tenencia sino a 
campesinos de escasos recursos sin tierra, o a 
minifundistas. En este caso el adjudicatario deberá 
solicitar autorización expres a del INCORA para enaje­
nar, gravar o arrendar la Unidad Agrícola Familiar.

El Instituto dispone de Un plazo de tres (3) meses, 
contados a partir de la reice ación de la petición, para 
expedir la autorización correspondiente, transcurridos 
los cuales, si no se pronuiciaré, se entenderá que 
consiente en la propuesta de adjudicatario. Sin perjui­
cio de la declaratoria de Ja caducidad de la adjudica­
ción, serán absolutamente nulos los actos o contratos 
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que se celebren en contravención de lo aquí dispuesto 
y no podrán los Notarios y Registradores otorgar e 
inscribir escrituras públicas en las que no se protocolice 
la autorización del Instituto o la solicitud de autoriza­
ción al INCORA, junto con la declaración juramentada 
del adjudicatario, de no haberle sido notificada una 
decisión dentro del término previsto, cuando haya 
mediado silencio administrativo positivo.En los casos 
de enajenación de la propiedad, cesión de la posesión 
o tenencia sobre una Unidad Agrícola Familiar, el 
adquirente o cesionario se subrogará en todas las 
obligaciones contraídas por el enajenante o cedente a 
favor del Instituto.

Quienes hayan adquirido el dominio sobre una 
parcela cuya primera adjudicación se hubiere efectua­
do en un lapso superior a los quince (15) años, deberán 
informar al Instituto respecto de cualquier proyecto de 
enajenación del inmueble, para que éste haga uso de la 
primera opción de readquirirlo dentro de los tres (3) 
meses siguientes a la fecha de recepción del escrito que 
contenga el informe respectivo. Si el INCORA recha­
zaré expresamente la opción, o guardaré silencio den­
tro del plazo establecido para tomarla, el adjudicatario 
quedará en libertad para disponer de la parcela.

Los Notarios y Registradores se abstendrán de 
otorgar e inscribir escrituras pública que traspasen el 
dominio de Unidades Agrícolas Familiares en favor de 
terceros, en las que no se acredite haber dado al 
INCORA el derecho de opción, así como la constancia 
o prueba de su rechazo expreso o tácito.

Artículo 40. REFORMADO

En las parcelaciones que ya hubiere establecido el 
INCORA hasta la entrada en vigencia de la presente 
ley, se observarán además las siguientes reglas:

1. En caso de readquisición de una parcela por parte 
del Instituto, el precio no podrá exceder en ningún caso 
el avalúo comercial que se practique de acuerdo con lo 
previsto en esta ley.

Como regla general, las readquisiciones que 
efectúe el Instituto solo podrán hacerse respecto de 
parcelas que hubieren sido adjudicadas con una 
antigüedad superior a 15 años, o cuando elparcelero 
haya cancelado la totalidad del crédito de tierras. 
Cuando la readquisición se produzca antes del térmi­
no previsto, deberá descontarse del precio de la com­
praventa el saldo del crédito de tierras y los que 
hubieren por concepto de los créditos de producción 
otorgados o garantizados por el Instituto.

2. Cuando el Instituto deba readjudicar una parcela, 
la transferencia del dominio se hará en favor de los 
campesinos que reúnan las condiciones señaladas por 
la Junta Directiva, en la forma y modalidades estableci­
das para la adquisición con crédito y subsidio. Si dentro 
de los campesinos inscritos hubiere mujeres jefes de 
hogar, se les dará prioridad en la adjudicación de la 
Unidad Agrícola Familiar.

3. Las adjudicaciones que se hubieren efectuado 
hasta la fecha de promulgación de esta ley, seguirán 
sometidas a las causales de caducidad por incumpli­
miento, por parte de los adjudicatarios, de las disposi­
ciones contenidas en este estatuto, sus reglamentos o 
las cláusulas contenidas en la Resolución de Adjudica­
ción.

La declaratoria de caducidad dará derecho al Insti­
tuto para exigir la entrega de la parcela, según las 
normas que sobre prestaciones mutuas establezca la 
Junta Directiva. Contra la resolución que declare la 
caducidad solo procede el recurso de reposición. La 
restitución se adelantará conforme al procedimiento 
vigente para el lanzamiento por ocupación de hecho, 

previo pago, consignación o aseguramiento del valor 
que corresponda reconocer al parcelero.

4. En caso de fallecimiento del adjudicatario que no 
hubiere cancelado al Instituto la totalidad del precio de 
adquisición, el juez que conozca del proceso de su­
cesión adjudicará en común y proindiviso el dominio 
sobre el inmueble a los herederos, cónyuge supérstite, 
compañero o compañera permanente que tenga dere­
cho conforme a la ley.

Para todos los efectos se considera que la Unidad 
Agrícola Familiar es una especie que no admite divi­
sión material y serán nulos los actos que contravengan 
esta previsión. En todo caso los comuneros no podrán 
ceder sus derechos sin autorización del INCORA, con 
arreglo al procedimiento establecido en esta ley y el 
Instituto podrá optar por readquirirla si consigna, con 
aceptación de todos los herederos, el valor comercial 
del inmueble a órdenes de la sucesión, ante el juez de 
la causa, quien de plano adjudicará la parcela al Insti­
tuto y continuará el proceso sobre la suma depositada.

5. En ningún caso un solo titular, por sí o interpuesta 
persona, podrá ejercer el dominio, posesión o tenencia 
a ningún título de más de una (1) Unidad Agrícola 
Familiar. La violación de esta prohibición es causal de 
caducidad.

Quien transfiera a cualquier título la propiedad de 
una parcela no podrá solicitar nueva adjudicación, ni 
ser beneficiario de otros programas de dotación de 
tierras de la reforma agraria.

Se presume poseedor de mala fe a quien adquiera a 
cualquier título una Unidad Agrícola Familiar sin el 
lleno de los requisitos exigidos en esta ley y, en 
consecuencia, no habrá reconocimiento de las mejoras 
que hubiere introducido.

6. Para calcular el costo inicial de las Unidades 
Agrícolas Familiares que se hayan constituido en zo­
nas de parcelación antes de la vigencia de esta ley, el 
INCORA distribuirá el precio global de adquisición 
sobre la totalidad de la superficie adquirida, tomando 
en consideración el valor intrínseco del terreno y el de 
las mejoras útiles y necesarias, tenidos en cuenta al 
momento de la adquisición por el Instituto, así como las 
condiciones que pueden determinar una diferencia por 
unidad de superficie entre las distintas parcelas del 
predio que se fracciona.

El precio de venta al parcelario no podrá ser supe­
rior al de su última adquisición por el Instituto.

Los gastos generales y los de mensura y 
amojonamiento, cuyas tarifas determinará la Junta 
Directiva del Instituto, así como los costos de las 
mejoras que sea necesario introducir en las parcelas 
para su adecuación, se adicionarán al precio o valor de 
adquisición inicial del predio por parte del INCORA, 
para el cálculo del valor de las Unidades Agrícolas 
Familiares que se hayan constituido en las zonas de 
parcelación. Serán por cuenta del parcelario los costos 
y gastos de las mejoras útiles que éste expresamente 
solicite, en cuyo caso se imputarán al precio de la 
adquisición de la respectiva parcela.

7. Los compradores cancelarán el valor de la parce­
la en un plazo de 15 años por los sistemas de amortiza­
ción acumulativa o capitalización, que al efecto esta­
blezca la Junta Directiva del Instituto, pero el monto 
del capital no comenzará a cobrarse sino a partir del 
tercer año.

No obstante lo anterior, el Instituto podrá fijar 
plazos de amortización inferiores a 15 años, o reducir­
los a solicitud del beneficiario, según la naturaleza de 
la parcela, el potencial productivo del predio y la 
capacidad de pago del adjudicatario y su familia.
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La Junta Directiva, con la aprobación del Gobierno, 
podrá ampliar los plazos de amortización de las 
obligaciones vigentes cuando las condiciones lo hagan 
indispensable o refinanciar a los parcelarios las deudas 
vigentes.

Artículo 41. En los juicios ejecutivos o de venta 
que se sigan contra quienes hubieren adquirido el 
dominio de una Unidad Agrícola Familiar mediante 
adjudicación hecha por el Instituto, éste tendrá derecho 
a que se le adjudique la parcela al precio que señale el 
avalúo pericial. Si el Instituto desistiere, en todo caso 
el inmueble adjudicado a otra persona quedará some­
tido al régimen de la propiedad parcelaria durante el 
término que faltaré para el cumplimiento de los quince 
(15) años.

En todos los procesos civiles que afecten las Unida­
des Agrícolas Familiares adjudicadas por el Instituto, 
los derechos de las empresas comunitarias o los intere­
ses sociales de sus miembros, el INCORA podrá hacer­
se parte y los jueces no podrán adelantarlos sin dar 
previo aviso al Instituto, de lo cual se dejará constancia 
en el expediente.

Artículo 42. REFORMADO
Los predios que se hallaren pendientes de adjudicar 

al momento de entrar en vigencia la presente ley, 
podrán venderse a los campesinos seleccionados por 
el sistema de crédito y subsidio que se establece en el 
Capítulo IV.

Los inmuebles rurales que se encuentren en trámite 
de adquisición en la fecha de promulgación de esta ley, 
se sujetarán a las disposiciones contenidas en el Capí­
tulo VI de esta ley.

Artículo 43. En desarrollo de las funciones que 
señalan los numerales 11 y 12 del artículo 12 de esta 
ley, el INCORA ejecutará directamente o mediante 
contratación con organizaciones campesinas o con 
entidades de reconocida idoneidad y previa aceptación 
de la comunidad beneficiaría, un programa de apoyo a 
la gestión empresarial rural para beneficiarios de los 
programas de adquisición y redistribución de tierras, 
constitución o ampliación de resguardos y adjudica­
ción de baldíos, al comenzar dichos programas, con el 
fin de habilitarlos para recibir los servicios de apoyo al 
desarrollo rural que ofrecen otras entidades del Gobier­
no. En ningún caso cada programa de apoyo a la 
gestión empresarial rural podrá tener una duración 
superior a dos años.

Artículo 44. Salvo las excepciones que se señalan 
en el artículo siguiente, los predios rurales no podrán 
fraccionarse por debajo de la extensión determinada 
por el INCORA como Unidad Agrícola Familiar para 
el respectivo municipio o zona.

En consecuencia, so pena de nulidad absoluta del 
acto o contrato, no podrá llevarse a cabo actuación o 
negocio alguno del cual resulte la división de un 
inmueble rural cuyas superficies sean inferiores a la 
señalada como Unidad Agrícola Familiar para el co­
rrespondiente municipio por el INCORA.

Artículo 45. REFORMADO Se exceptúan de lo 
dispuesto en el artículo anterior:

a) Las donaciones que el propietario de un predio de 
mayor extensión haga con destino a habitaciones cam­
pesinas y pequeñas explotaciones anexas;

b) Los actos o contratos por virtud de los cuales se 
constituyen propiedades de superficie menor a la seña­
lada para un fin principal distinto a la explotación 
agrícola;

c) Los que constituyan propiedades que por sus 
condiciones especiales sea el caso de considerar, a 
pesar de su reducida extensión, como “Unidades Agrí­
colas Familiares”, conforme a la definición contenida 
en esta ley;
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d) Las sentencias que declaren la prescripción adqui­
sitiva de dominio por virtud de una posesión iniciada 
antes del 29 de diciembre de 1961, y las que reconoz­
can otro derecho igualmente nacido con anterioridad a 
dicha fecha.

La existencia de cualquiera de las circunstancias 
constitutivas de excepción conforme a este artículo no 
podrá ser impugnada en relación con un contrato si en 
la respectiva escritura pública se dejó constancias de 
ellas, siempre que:

1. En el caso del literal b) se haya dado efectivamen­
te al terreno en cuestión el destino que el contrato 
señala.

2. En el caso del literal c), se haya efectuado la 
aclaración en la escritura respectiva, según el proyec­
to general de fraccionamiento en el cual se hubiere 
originado.

Artículo 46. Si en las particiones hereditarias el 
valor de los bienes relictos y el número de asignatarios 
no permite adjudicar tales bienes en las proporciones 
establecidas por la ley o el testamento, sin que de ello 
resulte la constitución de fundos inferiores a una (1) 
Unidad Agrícola Familiar, el Juez de la causa, previa 
audiencia de los interesados o de sus tutores o curadores, 
si fuere el caso, a la cual concurrirá el Agente del 
Ministerio Público, dispondrá si debe darse aplicación 
a lo previsto en el ordinal lo. del artículo 1394 del 
Código Civil, con respecto del predio rústico de que se 
trata, o sí, por el contrario, éste debe mantenerse en 

«indivisión por el término que el mismo Juez determine.

A esta última decisión solo habrá lugar cuando se 
trate de proteger a los herederos, legatarios o cónyuge 
sobreviviente del “de cujus” que hayan venido habitan­
do el fundo en cuestión derivando de éste su sustento.

Se ordenará que la providencia sobre indivisión se 
inscriba en el Registro de Instrumentos Públicos, y los 
comuneros no podrán ceder sus derechos proindiviso, 
sin previa autorización del Juez de la causa.

El Juez podrá, previa audiencia de los interesados a 
la cual concurrirá el Agente del Ministerio Público, 
poner fin a la indivisión cuando así lo solicite alguno de 
los comuneros y hayan cesado las circunstancias que 
llevaron a decretarla.

Artículo 47. MODIFICADO

El Instituto adelantará programas de adquisición y 
dotación de tierras en zonas de minifundio, con el 
objeto de completar el tamaño de las unidades de 
producción existentes, o establecer Unidades Agríco­
las Familiares especiales, según las características de 
los predios y la región, la clase de cultivos, las posibi­
lidades de comercialización y demás factores de desa­
rrollo que permitan mejorar la productividad.

La Junta Directiva determinará las zonas de 
minifundio objeto de los programas y los criterios para 
la selección de los beneficiarios, quienes, ademas del 
subsidio para la adquisición de tierras, también ten­
drán derecho al previsto para la constitución de coo­
perativas, o la vinculación a las ya establecidas, en 
circunstancias iguales a las de los demás campesinos.

CAPITULO X

CLARIFICACION DE LA PROPIEDAD, 
DESLINDE Y RECUPERACION DE BALDIOS

Artículo 48. ADICIONADO Y REFORMADO

De conformidad y para los efectos de lo establecido 
en los numerales 14, 15 y 16 del artículo 12 de la 
presente ley, el Instituto Colombiano de la Reforma 
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Agraria, previa obtención de la información necesaria, 
adelantará los procedimientos tendientes a:

1. Clarificar la situación de las tierras desde el punto 
de vista de la propiedad, con el fin de determinar si han 
salido o no del dominio del Estado.

A partir de la vigencia de la presente ley, para 
acreditar propiedad privada sobre la respectiva ex­
tensión territorial, se requiere como prueba el título 
originario expedido por el Estado que no haya perdi­
do su eficacia legal, ó los títulos debidamente inscri­
tos otorgados con anterioridad a la vigencia de esta 
ley, en que consten tradiciones de dominio por un 
lapso no menor del término que señalan las leyes para 
la prescripción extraordinaria.

Lo dispuesto en el inciso anterior sobre prueba de 
la propiedad privada por medio de títulos debidamen­
te inscritos con anterioridad a la presente ley, no es 
aplicable respecto de terrenos no adjudicables, o que 
esten reservados, o destinados para cualquier servicio 
o uso público.

2. Delimitar las tierras de propiedad de la Nación de 
las de los particulares.

3. Determinar cuando hay indebida ocupación de 
terrenos baldíos.

Parágrafo. Para asegurar la protección de los bie­
nes y derechos conforme al artículo 63 de la Constitu­
ción Política y la Ley 70 de 1993, el INCORA podrá 
adelantar procedimientos de delimitación de las tierras 
de resguardo, o las adjudicadas a las comunidades 
negras, de las que pertenecieren a los particulares.

Artículo 49. ADICIONADO Y REFORMADO

Para efectos de publicidad, la providencia que 
inicie las diligencias administrativas de clarificación 
de la propiedad, deslinde o determinación de la indebi­
da ocupación de baldíos, será inscrita en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos correspondiente, si 
el predio se hallare inscrito, diligencia que tendrá 
prelación. A partir de este registro, el procedimiento 
que se surta tendrá efecto para los nuevos poseedores 
o adquirentes de derechos reales.

La solicitud, decreto y práctica de pruebas se ceñirá 
a lo dispuesto en los correspondientes Decretos 
Reglamentarios.

En estos procedimientos, así como en el de extin­
ción del derecho de dominio sobre tierras incultas, se 
practicará una diligencia de inspección ocular con 
intervención de peritos, si así lo solicitan los intere­
sados y sufragan los gastos que demande la diligen­
cia. En caso contrario, el Instituto dispondrá que se 
efectúe con funcionarios expertos de la entidad.

Los peritos serán dos (2), contratados por el 
INCORA de las listas que para tal efecto elabore el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o con personas 
naturales o jurídicas que se encuentren legalmente 
autorizadas para ello. Los dictámenes se rendirán 
con arreglo a los preceptos de esta ley, el decreto 
reglamentario y las normas técnicas que señale el 
Consejo Directivo del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi.

En los procedimientos de que trata este Capítulo la 
carga de la prueba corresponde a los particulares.

Artículo 50. REFORMADO

Contra las resoluciones del Gerente General del 
INCORA que decidan de fondo los procedimientos 
que se regulan en este Capítulo, solo procede el recurso 
de reposición en los términos del Código Contencioso 
Administrativo, dentro de los cinco (5) días siguientes 
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a la notificación, y la acción c e revisión ante el Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, en 
única instancia, conforme a o establecido en el nume­
ral 9o. del artículo 128 del C ídigo Contencioso Admi­
nistrativo. La demanda de revisión deberá presentarse 
dentro de los quince (15) dí< is siguientes a la fecha de 
ejecutoria del acto adminjsti ativo correspondiente.

La resolución que culmine el procedimiento de 
clarificación de la propiedad solo podrá declarar que 
en relación con el inmueble objeto de las diligencias 
no existe título originario del Estado, o que posee 
título de adjudicación que ño ha perdido su eficacia 
legal, o que se acreditó propiedad privada por la 
exhibición de una cadena de títulos debidamente 
inscritos otorgados por un lapso no menor del térmi­
no que señalan las leyes para la prescripción extraor­
dinaria, según lo previsto ei esta ley, o que los títulos 
aportados son insuficientes, bien porque no acredi­
tan dominio sino tradición de mejoras sobre el 
inmueble, o se refiere a bienes no adjudicables, ó que 
se hallen reservados, destinados a un uso público, o 
porque se incurre en excesc^sobre la extensión legal­
mente adjudicable.

Ejecutoriada la resoluci vi que define el procedi­
miento y si no se hubiere formulado demanda de 
revisión, o fuere rechazada, o el fallo del Consejo de 
Estado negare las pretensiones de la demanda, se 
ordenará su inscripción en el correspondiente folio 
de matrícula inmobiliaria para efectos de publicidad 
ante terceros.

Artículo 51. El INCOI .A podrá requerir de las 
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, 
Catastrales, del Instituto ( e< gráfico Agustín Codazzi 
y demás dependencias del Es tado, toda la información 
que posean sobre la existenci i de propietarios o posee­
dores de inmuebles rurales, así como las fotografías 
aéreas, planos y demás dact mentos relacionados con 
los mismos.

Parágrafo. En las zonas < onde el Instituto Geográ­
fico Agustín Codazzi no t<n .a información actualiza­
da, corresponde al Gerente; ( eneral del Instituto seña­
lar, cuando lo considere coñv miente, mediante resolu­
ciones que serán publicadas or dos veces con interva­
los no inferiores a ocho (8) < ías, en dos (2) diarios de 
amplia circulación nacional las regiones, la forma y 
los términos en que toda pers ona natural o jurídica, de 
derecho público o privado qt i sea propietaria o posee­
dora de predios rurales, estar; obligada a presentar ante 
el Instituto Colombiano de a Reforma Agraria una 
descripción detallada de l<i|s nmuebles respectivos.

CAPITU LO XI

EXTINCION DE L DOMINIO 
SOBRE TIERRA > INCULTAS

Artículo 52. ADICIONA DO y REFORMADO

Establécese en favor dé 1 i Nación la extinción del 
derecho de dominio o prop ¡edad sobre los predios 
rurales en los cuales se dejare de ejercer posesión en la 
forma establecida en el artice lo primero de la Ley 200 
de 1936, durante tres (3) año s continuos, salvo fuerza 
mayor o caso fortuito, o cuan lo los propietarios violen 
las disposiciones sobre conse rvación, mejoramiento y 
utilización racional de losare cursos naturales renova­
bles y las de preservación; r> stauración del ambiente, 
o cuando los propietario iolen las normas sobre 
zonas de reserva agrícola c f< restal establecidas en los 
planes de desarrollo de lo:; n unicipios o distritos con 
más de 300.000 habitantes

También será causal de extinción de derecho de 
dominio la destinación de, p, edio para la explotación 
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con cultivos ilícitos. El procedimiento respectivo se 
iniciará de oficio o a solicitud de autoridad competen­
te.

Lo dispuesto en este artículo no se opone a la 
declaratoria de extinción del dominio cuando, a la 
fecha en que empiece a regir esta ley, hubiere transcu­
rrido un lapso de tres (3) años de inexplotación del 
inmueble, o si dicho término se cumpliere dentro de la 
vigencia de esta norma.

Cuando la posesión se hubiere ejercido sobre una 
parte del predio solamente, la extinción del dominio no 
comprenderá sino las porciones incultas que no se 
reputen poseídas conforme a la ley 200 de 1936.

El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria 
tendrá a su cargo adelantar las diligencias y dictar las 
resoluciones sobre extinción del derecho de dominio 
privado sobre predios rurales según lo previsto en la 
presente ley.

Artículo 53. ADICIONADO Y REFORMADO

En el estatuto que regule el procedimiento adminis­
trativo de extinción de dominio, además de las dis­
posiciones que se consideren necesarias, se incluirán 
las siguientes:

1. La resolución que inicie el procedimiento será 
inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos correspondiente. Quien adquiera derechos 
reales a partir de este registro, asumirá desde entonces 
las diligencias en el estado en que se encuentren.

2. Los términos probatorios no podrán exceder de 
treinta (30) días, distribuidos como indique el regla­
mento. La resolución sobre extinción de dominio debe­
rá dictarse dentro de los quince (15) días siguientes al 
vencimiento del término probatorio.

3. Contra la resolución que declare que sobre un 
fundo o parte de él se ha extinguido el derecho de 
dominio privado solo proceden el recurso de reposi­
ción, dentro de los cinco (5) días siguientes a su 
notificación, y la acción de revisión ante el Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, en 
única instancia, según lo previsto en el numeral 8o. del 
artículo 128 del Código Contencioso Administrativo. 
Durante los quince (15) días siguientes a su ejecutoria 
permanecerá en suspenso la ejecución de la resolución 
que dicte el Instituto, con el objeto de que los interesa­
dos soliciten en dicho término la revisión de la provi­
dencia.

Si no se presenta la demanda de revisión en el 
término indicado, o si aquella fuere rechazada, o la 
sentencia del Consejo de Estado negare la revisión 
demandada, el Instituto procederá a remitir a la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente 
copia de las resoluciones que decretaron la extinción 
del dominio privado, para su inscripción y la conse­
cuente cancelación de los derechos reales constituidos 
sobre el fundo.

4. Tanto en las diligencias administrativa de ex­
tinción del derecho de dominio como en los procesos 
judiciales de revisión, la carga de la prueba corres­
ponde al propietario.

5. En todos los procedimientos administrativos de 
extinción del derecho de dominio deberá practicarse 
una inspección ocular al predio intervenido por el 
Instituto. Cuando se trate de la causal prevista en la 
Ley 200 de 1936 y la presente ley, los dictámenes 
serán rendidos por dos peritos que contrate elINCORA 
con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o con 
personas naturales o jurídicas legalmente autoriza­
das para ello, pero la práctica, elaboración y rendi­
ción del experticio se someterá a las reglas estableci­

das en esta ley y a las normas técnicas que adopte el 
Consejo Directivo de esta última entidad.

Cuando la causa que origine el adelantamiento 
del proceso administrativo de extinción del dominio 
esté relacionada con la violación de las disposiciones 
sobre conservación, mejoramiento y utilización ra­
cional de los recursos naturales renovables y las de 
preservación del ambiente, o las aplicables a las 
zonas de reserva agrícola o forestal establecidas en 
los planes de desarrollo de los municipios, los 
experticios se rendirán por dos funcionarios califica­
dos del Ministerio del Medio Ambiente, o de la Cor­
poración Autónoma Regional con jurisdicción en el 
municipio de ubicación del inmueble, conforme a las 
reglas y metodología que para tal efecto señale el 
reglamento.

6. Cuando se trate de probar explotación de la tierra 
con ganados, en superficies cubiertas de pastos natura­
les, será indispensable demostrar de manera suficiente 
la explotación económica o la realización de inversio­
nes durante el término fijado para la extinción del 
dominio.

Artículo 54. Si por razones de interés social y 
utilidad pública el Instituto estimaré necesario tomar 
posesión de un fundo o de porciones de éste antes de 
que se haya fallado el proceso judicial de revisión del 
procedimiento de extinción del dominio, podrá enton­
ces adelantar la expropiación de la propiedad respecti­
va. El valor de lo expropiado, que será determinado por 
avalúo que se diligenciará en la forma prevenida en el 
numera] 2o. del artículo 32 de esta ley, permanecerá en 
depósito a la orden del Tribunal competente hasta 
cuando quede ejecutoriada la sentencia.

Si el fallo confirma la Resolución acusada, los 
valores consignados se devolverán al Instituto. Si por 
el contrario, la revoca o reforma, el juez ordenará 
entregar al propietario dichos valores más los rendi­
mientos obtenidos por éstos, en la proporción que 
corresponda.

Artículo 55. ADICIONADO

Lo cultivado por colonos que no hayan reconocido 
vínculo de dependencia con el propietario, o autoriza­
ción de éste, no se tomará en cuenta para los efectos de 
demostrar la explotación económica de un fundo.

Artículo 56. Las tierras aptas para explotación 
económica que reviertan al dominio de la Nación en 
virtud de la declaratoria de extinción del derecho de 
dominio, ingresarán con el carácter de baldíos reserva­
dos y se adjudicarán de conformidad con el reglamento 
que para el efecto expida la Junta Directiva; las no aptas 
para los programas de que trata esta ley serán transfe­
ridas al municipio en que se hallen ubicadas o a otras 
entidades del Estado que deban cumplir en ellas activi­
dades específicas señaladas en normas vigentes.

El recibo de estas tierras y su utilización por parte 
de las entidades indicadas en el inciso precedente será 
de obligatorio cumplimiento.

Artículo 57. Para todos los efectos legales se 
considerará que no están cobijadas por la regla sobre 
extinción del dominio, las extensiones que dentro del 
año inmediatamente anterior a la fecha en que se 
practique la inspección ocular, conforme al artículo 53 
de esta ley, se encontraban económicamente explota­
dos de acuerdo con las disposiciones de la Ley 200 de 
1936 y de la presente ley, y cumpliendo las normas 
sobre conservación, mejoramiento y utilización racio­
nal de los recursos naturales renovables y las de preser­
vación y restauración del ambiente.

En los juicios de revisión que se sigan ante el 
Consejo de Estado de acuerdo con lo previsto en los 
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artículos anteriores, la inspección judicial que se prac­
tique estará encaminada a verificar el estado de explo­
tación que existía, o el incumplimiento que se estable­
ció de las normas del Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Am­
biente y disposiciones que lo complementan, en la 
fecha de la diligencia de inspección ocular. Por lo 
tanto, los peritos dictaminarán, en caso de encontrarse 
una explotación en el fundo, o un estado de conserva­
ción y aprovechamiento de los recursos naturales o del 
ambiente ajustado a la ley, si estas situaciones son 
anteriores o por el contrario posteriores al momento de 
la inspección ocular que se practicó dentro de las 
diligencias administrativas de extinción del dominio 
adelantadas por el Instituto.

Si de la inspección judicial y del dictamen pericial 
se deduce que la explotación económica, o el estado de 
conservación, mejoramiento y utilización racional de 
los recursos naturales renovables y de preservación del 
ambiente son posteriores a la fecha de la diligencia de 
inspección ocular que practicó el Instituto, el Consejo 
de Estado no podrá tener en cuenta esas circunstancias 
para efectos de decidir sobre la revisión del acto 
administrativo. Pero el valor de las mejoras posteriores 
que se acrediten, será pagado por el INCORA en la 
forma que establezca el reglamento.

Artículo 58. Para efectos de lo establecido en el 
artículo lo. de la Ley 200 de 1936, se considera que hay 
explotación económica cuando ésta se realiza de una 
manera regular y estable.

Es regular y estable la explotación que al momento 
de la práctica de la Inspección Ocular tenga más de un 
(1) año de iniciada y se haya mantenido sin interrup­
ción injustificada, siendo de cargo del propietario la 
demostración de tales circunstancias.

La simple tala de árboles, con excepción de las 
explotaciones forestales adelantadas de conformidad 
con lo dispuesto en el Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Am­
biente, no constituye explotación económica.

Artículo 59. Será causal de extinción del derecho 
de dominio la explotación que se adelante con viola­
ción de las normas sobre conservación, mejoramiento 
y utilización racional de los recursos naturales renova­
bles y las relacionadas con la preservación y restaura­
ción del ambiente contenidas en el Código Nacional de 
Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente y demás disposiciones pertinentes.

Artículo 60. REFORMADO

En los eventos previstos en el artículo anterior, o 
cuando se trate de la violación de las normas apli­
cables a las zonas de reserva agrícola o forestal 
establecidas en los planes de desarrollo de los muni­
cipios o distritos con más de 300.000 habitantes, el 
procedimiento de extinción del dominio será adelan­
tado oficiosamente por el Instituto, o a solicitud del 
Ministro del Medio Ambiente o su delegado, del 
Director General de la correspondiente Corporación 
Autónoma Regional, del Procurador Delegado para 
Asuntos Ambientales o del respectivo Alcalde de los 
municipios o distritos con más de 300.000 habitantes.

Artículo 61. Hay deterioro o perjuicio sobre los 
recursos naturales renovables y del ambiente, cuando 
se realizan conductas o se producen abstenciones que 
los destruyen, agotan, contaminan, disminuyen, degra­
dan, o cuando se utilizan por encima de los límites 
permitidos por normas vigentes, alterando las calida­
des físicas, químicas o biológicas naturales, o se pertur­
ba el derecho de ulterior aprovechamiento en cuanto 
éste convenga al interés público.
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Artículo 62. La extinción del derecho de dominio 
procederá sobre la totalidad o la porción del terreno 
afectado por las respectivas conductas o abstenciones 
nocivas.

Artículo 63. Los inmuebles rurales que, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 34 de la Constitución 
Política sean objeto de la declaratoria de extinción del 
derecho de dominio, revertirán al dominio de la Na­
ción, serán administrados por el INCORA y podrán 
adjudicarse a los campesinos de escasos recursos de la 
región donde se encuentren ubicados, según las moda­
lidades que determine la Junta Directiva del Instituto.

Parágrafo. El Juez o Tribunal que conozca del 
proceso, ordenará en la sentencia que declare la extin­
ción del derecho de dominio su adjudicación al 
INCORA, y cuando aquella se halle en firme, se 
dispondrá su inscripción en el folio de matrícula inmo­
biliaria respectivo, acto que constituirá título suficiente 
de dominio a favor del Instituto.

Artículo 64. RECTIFICADO

Adiciónase el artículo lo. de la Ley 200 de 1936 con 
el siguiente parágrafo:

Parágrafo. La presunción a que hace referencia 
este artículo no es oponible al Estado.

Artículo 65- Contra las resoluciones que inician las 
diligencias administrativas señaladas en los Capítulos 
X y XI de la presente ley procederá el recurso de 
reposición por la vía gubernativa y las acciones conten­
cioso administrativas.

CAPITULO XII

BALDIOS NACIONALES ADICIONADO, 
REFORMADO Y MODIFICADO

Artículo 66. La propiedad de los terrenos baldíos 
adjudicables, solo puede adquirirse mediante título 
traslaticio de dominio otorgado por el Estado a través 
del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, o por 
las entidades públicas en las que delegue esta facultad.

Los ocupantes de tierras baldías, por ese solo 
hecho, no tienen la calidad de poseedores conforme 
al Código Civil, y frente a la adjudicación por el 
Estado solo existe una mera expectativa.

La adjudicación de las tierras baldías podrá hacerse 
por el Instituto mediante solicitud previa de parte 
interesada o de oficio.Como regla general, el INCORA 
decretará la reversión del baldío adjudicado al dominio 
de la Nación cuando se compruebe la violación de las 
normas sobre conservación y aprovechamiento racio­
nal de los recursos naturales renovables, y del medio 
ambiente, o el incumplimiento de las obligaciones y 
condiciones bajo las cuales se produjo la adjudicación, 
o se dedique el terreno a cultivos ilícitos. En firme la 
resolución que disponga la reversión, se procederá a la 
recuperación del terreno en la forma que disponga el 
reglamento.

No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por 
ocupación previa, en tierras con aptitud agropecuaria 
que se estén explotando conforme a las normas sobre 
protección y utilización racional de los recursos na­
turales renovables, en favor de personas naturales, 
empresas comunitarias y cooperativas campesinas, en 
las extensiones y condiciones que para cada municipio 
o región del país señale la Junta Directiva.

Artículo 67. A partir de la vigencia de esta ley y 
como regla general, salvo las excepciones que esta­
blezca la Junta Directiva, las tierras baldías se titula­
rán en Unidades Agrícolas Familiares, según el con­
cepto definido en el Capítulo IX de este estatuto. El 
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INCORA señalará para cada caso, región o munici­
pio, las extensiones máximas y mínimas adjudicables 
de las empresas básicas de producción y declarará, en 
caso de exceso del área permitida, que hay indebida 
ocupación de las tierras de la Nación.

El INCORA cobrará el valor del área que exceda 
el tamaño de la unidad agrícola familiar establecida 
para las tierras baldías en la región o municipio, 
mediante el procedimiento de avalúo señalado para 
la adquisición de tierras.

Para expedir las reglamentaciones sobre las exten­
siones máximas y mínimas adjudicables, el Instituto 
deberá tener en cuenta, entre otras, las condiciones 
agrológicas, fisiográficas, disponibilidad de aguas, cer­
canía a poblados de más de 3.000 habitantes y vías de 
comunicación de las zonas correspondientes. También 
se considerarán la composición y concentración de la 
propiedad territorial, los índices de producción y pro­
ductividad, la aptitud y las características del desarro­
llo sostenible de la región.

Artículo 68. REFORMADO

Para determinar la extensión adjudicable en uni­
dades agrícolas familiares, la Junta Directiva del 
INCORA tendrá en cuenta la condición de aledaños 
de los terrenos baldíos, o la distancia, a carreteras 
transitables por vehículos automotores, ferrocarri­
les, ríos navegables, a centros urbanos de más de 
10.000 habitantes, o a puertos marítimos, cuando en 
este último caso dichas tierras se hallen ubicadas a 
menos de cinco (5) kilómetros de aquellos.

El lindero sobre cualquiera de dichas vías no será 
mayor de mil (1.000) metros.

El Instituto está facultado para señalar zonas en las 
cuales las adjudicaciones solo podrán hacerse con base 
en explotaciones agrícolas o de ganadería intensiva y 
para definir, conforme a las circunstancias de la zona 
correspondiente, las características de estas últimas 
explotaciones.

Parágrafo. No serán adjudicables los terrenos 
baldíos situados dentro de un radio de 5 kilómetros 
alrededor de las zonas donde se adelanten explotacio­
nes de recursos naturales no renovables, las aledañas 
a Parques Nacionales Naturales y las seleccionadas 
por entidades públicas para adelantar planes viales u 
otros de igual significación cuya construcción pueda 
incrementar el precio de las tierras por factores distin­
tos a su explotación económica.

Artículo 69. Podrán hacerse adjudicaciones en 
favor de entidades de derecho público para la construc­
ción de obras de infraestructura destinadas a la instala­
ción o dotación de servicios públicos, o cuyas activi­
dades hayan sido declaradas por la ley como de 
utilidad pública e interés social, bajo la condición de 
que si dentro del término que el Instituto señalare no se 
diere cumplimiento al fin previsto, los predios adjudica­
dos revertirán al dominio de la Nación.

Las adjudicaciones de terrenos baldíos podrán com­
prender a las fundaciones y asociaciones sin ánimo de 
lucro que presten un servicio público, o tengan funcio­
nes de beneficio social por autorización de la ley, y en 
aquellas deberá establecerse la reversión del baldío en 
caso de incumplimiento de las obligaciones pactadas 
en el respectivo contrato de explotación de baldíos. La 
Junta Directiva señalará los requisitos que deben cum­
plir las personas jurídicas a que se refiere este inciso, 
las condiciones para la celebración de los contratos, las 
obligaciones de los adjudicatarios y la extensión 
adjudicable, medida en Unidades Agrícolas Familia­
res.
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Artículo 70. NUEVO Y ADICIONADO.

La persona que solicite la adjudicación de un bal­
dío, deberá demostrar que pene bajo explotación eco­
nómica las dos terceras partes de la superficie cuya 
adjudicación solicita y que la explotación adelantada 
corresponde a la aptitud dtl suelo establecida por el 
INCORA en la inspección ocular. En la petición de 
adjudicación el solicitante deberá manifestar, bajo la 
gravedad del juramento, q te se entiende prestado al 
formular su pretensión expresamente, si se halla o no 
obligado legalmente a presentar declaración de renta 
y patrimonio. En caso afirmativo, la exigencia de la 
explotación económica de >erá demostrarse con las 
declaraciones de renta y patrimonio correspondientes 
a los tres años anteriores c la fecha de la solicitud.

En todo caso, deberá acreditarse una ocupación y 
explotación previa no inferior a cinco (5) años para 
tener derecho a la adjudicación. La ocupación ante­
rior de persona distinta del peticionario, no es trans- 
ferible a terceros, para los efectos contemplados en 
este inciso.

En los casos en que la explotación realizada no 
corresponda a la aptitud específica señalada, el baldío 
no se adjudicará, hasta tantc no se adopte y ejecute por 
el colono un plan gradual fie reconversión, o previo 
concepto favorable de la institución correspondiente 
del Sistema Nacional Ambiental.

Las áreas dedicadas a la :onservación de la vegeta­
ción protectora, lo misnio que las destinadas al uso 
forestal racional, situadas ft era de las zonas decretadas 
como reservas forestales o de bosques nacionales, se 
tendrán como porción apro 'echada para el cálculo de 
la superficie explotada exig da por el presente artículo 
para tener derecho a la adjudicación.

Las islas, playones y madreviejas desecadas de los 
ríos, lagos y ciénagas de \ propiedad nacional solo 
podrán adjudicarse a ca|m pesinos y pescadores de 
escasos recursos, en las extensiones y conforme a los 
reglamentos que sobre el articular expida la Junta 
Directiva del INCORA.

En las sabanas y playón ?s comunales que periódi­
camente se inunden a conse :uencia de las avenidas de 
los ríos, lagunas o ciénaga s, no se adelantarán pro­
gramas de adquisición de t erras. En las reglamenta­
ciones que dicte el Instituto sobre uso y manejo de las 
sabanas y playones comuna les, deberán determinarse 
las áreas que pueden ser o jeto de ocupación indivi­
dual, pero sólo para fines d ’ explotación con cultivos 
de pancoger.

No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos don­
de estén establecidas comí nidades indígenas o que 
constituyan su hábitat, sino ¡únicamente y con destino 
a la constitución de resguardos indígenas.

Artículo 71. Las Unidades Agrícolas Familiares 
sobre tierras baldías se adji dicarán conjuntamente a 
los cónyuges o compañeros jermanentes, siempre que 
hayan cumplido diez y seis ¡ ños de edad, sean jefes de 
familia, compartan entre sí las responsabilidades sobre 
sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo 
grado de consanguinidad si velaren por ellos.

Los adjudicatarios podrán contraer las obligacio­
nes inherentes sin necesidad de autorización judicial. 
Esta disposición se aplicará a todas las adjudicaciones 
o adquisiciones de tierras que llegaren a hacerse en 
favor de los campesinos, o para la admisión de éstos 
como socios de las empresa^ comunitarias o coopera­
tivas rurales.

Artículo 72. No podrá ser adjudicatario de baldíos 
la persona natural o jurídici cuyo patrimonio neto sea 
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superior a mil salarios mínimos mensuales legales, 
salvo lo previsto para las empresas especializadas del 
sector agropecuario en el Capítulo XIII de la presente 
ley. Para determinar la prohibición contenida en esta 
norma, en el caso de las sociedades deberá tenerse en 
cuenta, además, la suma de los patrimonios netos de 
los socios cuando estos superen el patrimonio neto de 
la sociedad.

Támpocopodrán titularse tierras baldías a quienes 
hubieren tenido la condición de funcionarios, contra­
tistas o miembros de las Juntas o Consejos Directivos 
de las entidades públicas que integran los diferentes 
subsistemas del Sistema Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino dentro de los 5 años 
anteriores a la fecha de la solicitud de adjudicación. 
Esta disposición también será aplicable a las personas 
jurídicas cuando uno o varios de sus socios hayan 
tenido las vinculaciones o calidades mencionadas con 
los referidos organismos públicos.

Artículo 73. No se podrán efectuar titulaciones de 
terrenos baldíos en favor de personas naturales o jurídi­
cas que sean propietarias o poseedoras, a cualquier 
título, de otros predios rurales en el territorio nacional.

Con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
inciso anterior, en el momento de presentar la solicitud 
de titulación el peticionario deberá manifestar, bajo la 
gravedad del juramento, si es o no propietario o posee­
dor de otros inmuebles rurales en el territorio nacional.

Serán absolutamente nulas las adjudicaciones que 
se efectúen con violación de la prohibición establecida 
en este artículo.

La acción de nulidad contra las resoluciones de 
adjudicación de baldíos podrá intentarse por el 
INCORA, por los Procuradores Agrarios o cualquier 
persona ante el correspondiente Tribunal Adminis­
trativo, dentro de los dos (2) años siguientes a su 
ejecutoria o desde su publicación en el Diario Oficial, 
según el caso.

La procedencia de esta acción se hará constar en 
todas las resoluciones de titulación de baldíos que 
expida el INCORA.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anterio­
res, el INCORA podrá revocar directamente, en cual­
quier tiempo, las resoluciones de adjudicación de tie­
rras baldías proferidas con violación a lo establecido en 
las normas legales o reglamentarias vigentes sobre 
baldíos.

En este caso no se exigirá el consentimiento expre­
so y escrito del respectivo titular. En lo demás, el 
procedimiento de revocación se surtirá con arreglo a 
las prescripciones del Código de lo Contencioso Admi­
nistrativo.

Para la aplicación de las prohibiciones previstas en 
el presente artículo, se tendrán en cuenta, además, las 
adjudicaciones de terrenos baldíos efectuadas a so­
ciedades de las que los interesados formen parte, lo 
mismo que las que figuren en cabeza de su cónyuge, 
compañero permanente e hijos menores que no hayan 
obtenido habilitación de edad.

Ninguna persona podrá adquirir la propiedad sobre 
terrenos inicialmente adjudicados como baldíos, si las 
extensiones exceden los límites máximos para la 
titulación señalados por la Junta Directiva para las 
Unidades Agrícolas Familiares en el respectivo muni­
cipio o región. También serán nulos los actos o contra­
tos en virtud de los cuales una persona aporte a 
sociedades o comunidades de cualquier índole, la 
propiedad de tierras que le hubieren sido adjudicadas 
como baldíos, si con ellas dichas sociedades o comu­

nidades consolidan la propiedad sobre tales terrenos 
en superficies que excedan a la fijada por el Instituto 
para la Unidad Agrícola Familiar.

Quien siendo adjudicatario de tierras baldías las 
hubiere enajenado, no podrá obtener una nueva adjudi­
cación antes de transcurridos quince (15) años desde la 
fecha de la titulación anterior.

Los terrenos baldíos adjudicados no podrán 
fraccionarse en extensión inferior a la señalada por el 
INCORA como Unidad Agrícola Familiar para la 
respectiva zona o municipio, salvo las excepciones 
previstas en esta ley.

Los Registradores de Instrumentos Públicos se 
abstendrán de registrar actos o contratos de tradición de 
inmuebles, cuyo dominio inicial provenga de adjudica­
ciones de baldíos nacionales, en los que no se pro­
tocolice la autorización del INCORA cuando con tales 
actos o contratos se fraccionen dichos inmuebles.

La declaratoria de caducidad de los contratos rela­
cionados con baldíos y la reversión al dominio de la 
Nación se hará sin perjuicio de los derechos de terce­
ros.

Las prohibiciones y limitaciones señaladas en los 
incisos anteriores, deberán consignarse en los títulos de 
adjudicación que se expidan.

Artículo 74. ADICIONADO

Dentro de los cinco (5) años siguientes a la adjudi­
cación de una Unidad Agrícola Familiar sobre bal­
díos, ésta solamente podrá ser gravada con hipoteca 
para garantizar las obligaciones derivadas de créditos 
agropecuarios otorgados por entidades financieras. El 
INCORA tendrá la primera opción para adquirir, en las 
condiciones de que trata el Capítulo VI de la presente 
ley, los predios recibidos en pago o en virtud de remate 
por los intermediarios financieros, cuya primera tra­
dición provenga de la adjudicación de un baldío na­
cional que se hubiere efectuado con posterioridad a la 
vigencia de la Ley 30 de 1988. El Gobierno reglamen­
tará el ejercicio del derecho de opción privilegiada 
que en favor del INCORA se consagra en este artículo.

Artículo 75. En caso de ocupación indebida de 
tierras baldías o que no puedan ser adjudicables, el 
Instituto ordenará la restitución de las extensiones 
indebidamente ocupadas, previa citación personal del 
ocupante o de quien se pretenda dueño, o en la forma 
prevista en el artículo 318 del Código de Procedi­
miento Civil, ordenar la restitución de las extensiones 
indebidamente ocupadas. Al efecto, el Decreto regla­
mentario establecerá el procedimiento que habrá de 
seguirse con audiencia del ocupante o de quien se 
pretenda dueño. Las autoridades de policía están en la 
obligación de prestar su concurso para que la resti­
tución se haga efectiva.

Parágrafo lo. En la providencia que ordena la 
restitución se tomarán las determinaciones que corres­
pondan en relación con las mejoras. Si el ocupante o 
quien se pretenda dueño puede considerarse como 
poseedor de buena fe conforme a la presunción de la ley 
civil, se procederá a la negociación o expropiación de 
las mejoras.

Parágrafo 2o. No podrá alegarse derecho para la 
adjudicación de un baldío, cuando se demuestre que el 
peticionario deriva su ocupación, del fraccionamiento 
de los terrenos u otro medio semejante, efectuado por 
personas que los hayan tenido indebidamente, o cuan­
do se tratare de tierras que tuvieren la calidad de 
inadjudicables.

Artículo 76. El Instituto Colombiano de la Refor­
ma Agraria queda autorizado para constituir sobre los
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terrenos baldíos cuya administración se le encomien­
da, reservas en favor de entidades de derecho público 
para la ejecución de proyectos de alto interés nacional, 
tales como los relacionados con la explotación de los 
recursos minerales u otros de igual significación, para 
el establecimiento de servicios públicos, o el desarro­
llo de actividades que hubieren sido declaradas por la 
ley como de utilidad pública e interés social, y las que 
tengan por objeto prevenir asentamientos en zonas 
aledañas o adyacentes a las zonas donde se adelanten 
exploraciones o explotaciones petroleras o mineras, 
por razones de orden público o de salvaguardia de los 
intereses de la economía nacional en este último caso.

Previo concepto favorable del Ministerio del Me­
dio Ambiente, el Instituto podrá establecer reservas 
sobre terrenos baldíos en favor de entidades privadas 
sin ánimo de lucro, creadas con el objeto de proteger 
o colaborar en la protección del medio ambiente y de 
los recursos naturales renovables.

Igualmente podrá sustraer de tal régimen tierras que 
hubieren sido colocadas bajo éste, o que el mismo 
Instituto hubiere reservado, si encontrare que ello 
conviene a los intereses de la economía nacional.

Las resoluciones que se dicten de conformidad con 
los incisos precedentes requieren para su validez la 
aprobación del Gobierno Nacional.

El INCORA ejercerá, en lo relacionado con el 
establecimiento de reservas sobre tierras baldías o que 
fueren del dominio del Estado, las funciones de cons­
titución, regulación y sustracción que no hayan sido 
expresamente atribuidas por la ley a otra autoridad.

Las resoluciones que decreten la constitución de 
zonas de reserva serán publicadas en las cabeceras, 
corregimientos e inspecciones de los municipios en 
donde ellas se encuentren, en la forma prevista por el 
artículo 55 del Código de Régimen Político y Munici­
pal.

Para efectos de constitución de las reservas y la 
sustracción de tal régimen, la Junta Directiva expedirá 
el reglamento respectivo.

Artículo 77. Podrá también el Instituto, con la 
aprobación del Gobierno, constituir reservas sobre 
tierras baldías, o que llegaren a tener ese carácter por 
virtud de la reversión o la extinción del derecho de 
dominio, para establecer en ellas un régimen especial 
de ocupación y de aprovechamiento, en las cuales se 
aplicarán, de manera general, las normas de adjudi­
cación de baldíos que expida la Junta Directiva. Las 
explotaciones que se adelanten sobre las tierras reser­
vadas con posterioridad a la fecha en que adquieren 
esta calidad, no darán derecho al interesado para obte­
ner la adjudicación de la superficie correspondiente 
sino cuando se hayan realizado de conformidad con los 
reglamentos que dicte el Instituto.

Artículo 78. La Caja de Crédito Agrario, Industrial 
y Minero y demás entidades financieras no podrán 
otorgar créditos a ocupantes de terrenos baldíos que se 
encuentren dentro de las áreas que conforman el Siste­
ma de Parques Nacionales Naturales, o de reservas 
para explotaciones petroleras o mineras, según lo 
dispuesto en el Código de Recursos Naturales y de 
Protección del Medio Ambiente y los Códigos de 
Petróleos y de Minas.

Artículo 79. El Instituto Colombiano de la Refor­
ma Agraria adelantará por medio de funcionarios de su 
dependencia los procedimientos administrativos de 
adjudicación de las tierras baldías de la Nación, cuando 
ejerza directamente esa función. Para la identificación
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predial, tanto el INCORA como las entidades públicas 
en las que se delegue esta función, podrán utilizar los 
planos elaborados por otros organismos públicos o por 
particulares, cuando se ajusten a las normas técnicas 
establecidas por la Junta Directiva del Instituto.

Las tarifas máximas que pueden cobrarse a los 
adjudicatarios de terrenos baldíos por los servicios de 
titulación serán señaladas por la Junta Directiva.

CAPITULO XIII

COLONIZACIONES, ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA Y DESARROLLO EMPRESARIAL 

MODIFICADO TOTALMENTE

Artículo 80. Las actividades que desarrolle el 
INCORA en los procesos de colonización, estarán 
sujetas a las políticas que sobre la materia formulen, 
conjuntamente, los Ministerios de Agricultura y del 
Medio Ambiente, y a las disposiciones relacionadas 
con los recursos naturales renovables y de medio 
ambiente, y tendrán, como propósitos fundamentales, 
la regulación, limitación y ordenamiento de la propie­
dad rural, eliminar su concentración y el acapara­
miento de tierras baldías a través de la adquisición o 
implantación de mejoras, fomentar la pequeña propie­
dad campesina y prevenir, con el apoyo del Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino, la descomposición de la economía campe­
sina del colono y buscar su transformación en mediano 
empresario.

En los procesos de colonización que se adelantan, 
o deban desarrollarse en el futuro, en las Zonas de 
Colonización y en aquéllas en donde predomine la 
existencia de tierras baldías, se regulará, limitará y 
ordenará la ocupación, aprovechamiento y adjudica­
ción de las tierras baldías de la Nación, así como los 
límites superficiarios de las que pertenezcan al domi­
nio privado, según las políticas, objetivos y criterios 
orientadores de la presente ley, con la finalidad de 
fomentar la pequeña propiedad campesina, evitar o 
corregir los fenómenos de inequitativa concentración 
de la propiedad rústica y crear las condiciones para la 
adecuada consolidación y desarrollo de la economía 
de los colonos, a través de los mecanismos estableci­
dos en el Capítulo II de esta ley.

Artículo 81. Son Zonas de Reserva Campesina, las 
áreas geográficas seleccionadas por la Junta Directi­
va delINCORA, teniendo en cuenta las características 
agroecológicas y socioeconómicas regionales. En los 
reglamentos respectivos se indicarán las extensiones 
mínimas y máximas que podrá adjudicarse, determi­
nadas en Unidades Agrícolas Familiares, el número 
de éstas que podrá darse o tenerse en propiedad, los 
requisitos, condiciones y obligaciones que deberán 
acreditar y cumplir los ocupantes de los terrenos.

En las Zonas de Reserva Campesina, la acción del 
Estado tendrá en cuenta, además de los anteriores 
principios orientadores, las reglas y criterios sobre 
ordenamiento ambiental territorial, la efectividad de 
los derechos sociales, económicos y culturales de los 
campesinos, su participación en las instancias de plani­
ficación y decisión regionales y las características de 
las modalidades de producción.

Para regular las áreas máximas de propiedad priva­
da que podrán tenerse por cualquier persona natural o 
jurídica, o en común y proindiviso, en las Zonas de 
Reserva Campesina que se establezcan, el Instituto 
procederá a adquirir mediante el procedimiento señalado
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en el Capítulo VI de esta ley o por expropiación, las 
superficies que excedan los límites permitidos.

Artículo 82. Salvo lo dispuesto en el Artículo 84 de 
la presente ley, las Zonas de Colonización y aquéllas 
en donde predomine la existencia de tierras baldías, 
son Zonas de Reserva Campesina.

Artículo 83. Previos los estudios correspondien­
tes, el INCORA delimitará zonas de baldíos que no 
tendrán el carácter de Reserva Campesina sino de 
Desarrollo Empresarial de las respectivas regiones, 
en las cuales la ocupación y acceso a la propiedad de 
las tierras baldías se sujetará a las regulaciones, 
limitaciones y ordenamientos especiales que establez­
ca el Instituto, para permitir la incorporación de 
sistemas sustentables de producción en áreas ya inter­
venidas, conservando un equilibrio entre la oferta 
ambiental y el aumento de la producción agropecua­
ria, a través de la inversión de capital, dentro de 
criterios de racionalidad y eficiencia y conforme a las 
políticas que adopten los Ministerios de Agricultura y 
del Medio Ambiente.

Artículo 84. Las sociedades de cualquier índole 
que sean reconocidas por el Ministerio de Agricultura 
como empresas especializadas del sector agropecuario, 
en los términos del inciso 2o. del artículo 33 de la Ley 
9a. de 1983, o que se dediquen a la explotación de 
cultivos agrícolas o a la ganadería, podrán solicitar la 
adjudicación de terrenos baldíos en las Zonas de 
Desarrollo Empresarial establecidas en el artículo 
anterior, en las extensiones que al efecto determine la 
Junta Directiva del INCORA, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 67 de la presente ley.

Tal adjudicación sólo será procedente cuando la 
explotación del baldío se haya llevado a efecto en 
virtud de un contrato celebrado con el Instituto, me­
diante el cual la sociedad se comprometa a explotar 
una superficie no menor de las dos terceras partes de 
la extensión solicitada, en los cultivos o actividad 
ganadera convenida, dentro de los cinco (5) años 
siguientes a la fecha del contrato respectivo.

Cuando la sociedad adjudicataria requiera para 
su explotación una extensión adicional a la inicial­
mente adjudicada, podrá permitirse por una sola vez la 
elaboración de un nuevo contrato de explotación en 
favor de la sociedad, hasta por una extensión igual, 
por un término de dos (2) años, al vencimiento del cual, 
si hubiere dado cumplimiento a las obligaciones con­
traídas, se autorizará la venta del terreno baldío 
conforme al precio que señale la Junta Directiva.

En todo caso, el incumplimiento de las obligacio­
nes durante la vigencia del contrato dará lugar a la 
declaratoria de caducidad y a la recuperación de los 
terrenos baldíos.

Artículo 85. En la formulación y ejecución de los 
planes de desarrollo de los procesos de colonización 
en las Zonas de Reserva Campesina, será obligatoria 
la participación de los Alcaldes de los municipios 
incorporados en los respectivos estudios, así como de 
las organizaciones representativas de los intereses de 
los colonos.

En todas las reglamentaciones que expida el Insti­
tuto Colombiano de la Reforma Agraria relacionadas 
con los procesos de colonización, se incluirán las 
normas básicas que regulan la conservación, pro­
tección y utilización de los recursos naturales bajo el 
criterio de desarrollo sostenible, en la respectiva re­
gión, y se determinarán, de manera precisa, las áreas 
que por sus características especiales no pueden ser 
objeto de ocupación y explotación.
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CAPIlflLO XIV 

RESGUARDAO i INDIGENAS
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zonas de reserva forestal, sólo podrán destinarse a la 
constitución de resguardos indígenas, pero la ocupa­
ción y aprovechamiento deberá someterse además, a 
las prescripciones que establezca el Ministerio del 
Medio Ambiente y las disposiciones vigentes sobre 
recursos naturales renovables.

Artículo 87. El Instituto Colombiano de la Refor­
ma Agraria participará en las diligencias necesarias 
para la delimitación que el Gobierno Nacional haga de 
las Entidades Territoriales Indígenas, de conformidad 
con lo señalado para tal efecto en el artículo 329 de la 
Constitución Política y lo dispuesto en la Ley Orgánica 
de Reordenamiento Territorial.

Artículo 88. Las tierras constituidas con el carácter 
legal de resguardo indígena quedan sujetas al cumpli­
miento de la función social y ecológica de la propiedad, 
conforme a los usos, costumbres y cultura de sus 
integrantes

CAPITULO XV

CONCERTACION DE LA REFORMA AGRARIA
Y EL DESARROLLO RURAL CAMPESINO 

EN LOS DEPARTAMENTOS Y MUNICIPIOS

Artículo 89. REFORMADO

Los departamentos establecerán, como dependen­
cias de los Consejos Seccionales de Desarrollo 
Agropecuario (CONSEA), el Comité Departamental 
de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, el cual servirá 
como instancia de concertación entre las autoridades 
departamentales, laS comunidades rurales y las entida­
des públicas y privadas en materia de desarrollo rural 
y reforma agraria.

La función principal de este Comité será la de 
coordinar las acciones y el uso de los recursos en los 
planes, programas y proyectos de desarrollo rural y 
reforma agraria que se adelanten en el Departamento, 
en concordancia y armonía con las prioridades estable­
cidas por los municipios a través de los Consejos 
Municipales de Desarrollo Rural de que trata el artículo 
90. de la presente ley.

El Comité Departamental de Desarrollo Rural y 
Reforma Agraria estará integrado por el Gobernador 
del Departamento, quien lo presidirá; los demás miem­
bros del CONSEA Departamental; los representantes 
de las organizaciones campesinas legalmente recono­
cidas con presencia en el Departamento; los represen­
tantes de otras entidades públ icas nacionales o regiona­
les, con presencia en el Departamento y que tengan 
injerencia en asuntos o actividades de desarrollo rural; 
y los representantes de los municipios.

Parágrafo. En aquellos Departamentos donde exista 
alguna instancia de participación ciudadana que per­
mita el cumplimiento de los propósitos de que trata el 
presente artículo, no será necesaria la creación del 
Comité Departamental de Desarrollo Rural y Reforma 
Agraria.

Artículo 90. Los municipios crearán el Consejo 
Municipal de Desarrollo Rural, el cual servirá como 
instancia superior de concertación entre las autorida­
des locales, las comunidades rurales y las entidades 
públicas en materia de desarrollo rural, cuya función 
principal será la de coordinar y racionalizar las accio­
nes y el uso de los recursos destinados al desarrollo 
rural y priorizar los proyectos que sean objeto de 
cofinanciación.

El Consejo Municipal de Desarrollo Rural estará 
integrado así: El Alcalde, quien lo presidirá; represen­
tantes del Concejo Municipal; representantes de las 
entidades públicas que adelanten acciones de desarro- 

lio rural en el municipio; representantes de las organi­
zaciones de campesinos y de los grem ios con presencia 
en el municipio; y representantes de las comunidades 
rurales del municipio, quienes deberán constituir ma­
yoría.

La participación de los miembros de las comunida­
des rurales deberá ser amplia y pluralista, de manera 
que garantice la mayor participación y representación 
ciudadana en las deliberaciones del Consejo. Para el 
desarrollo de sus funciones, el Consejo Municipal de 
Desarrollo Rural podrá establecer comités de trabajo 
para temas específicos, incluyendo la veeduría popular 
de los proyectos de desarrollo rural que se adelanten en 
el municipio.

Parágrafo. En aquellos municipios en donde exis­
ta alguna instancia de participación ciudadana que 
permita el cumplimiento de los propósitos de que trata 
el presente artículo, no será necesaria la creación del 
Consejo Municipal de Desarrollo Rural.

Artículo 91. REFORMADO

En los municipios donde se adelanten programas de 
reforma agraria, los Consejos de Desarrollo Rural o las 
instancias de participación que hagan sus veces, po­
drán crear un Comité de Reforma Agraria para facilitar 
la realización de las reuniones de concertación y las 
actividades de que tratan los artículos 29 y 30 de la 
presente ley. Dichos Comités deberán integrarse de la 
siguiente manera:

-El Gerente Regional del INCORA, quién lo presi­
dirá.

-Los campesinos interesados en la adquisición de 
tierras.

-Los representantes de las organizaciones campesi­
nas legalmente constituidas con presencia en el muni­
cipio.

-Los propietarios interesados en negociar sus pre­
dios.

CAPITULO XVI

DEL MINISTERIO PUBLICO AGRARIO

Artículo 92. REFORMADO

El Ministerio Público Agrario será ejercido por la 
Procuraduría Delegada para Asuntos Agrarios y los 
Procuradores Agrarios creados por la Ley 135 de 1961, 
como delegados del Procurador General de la Nación.

Habrá treinta Procuradores Agrarios, como dele­
gados del Procurador General de la Nación, los cuales 
serán distribuidos en los departamentos en la forma 
que éste señale. Dos de los Procuradores Agrarios 
designados tendrán competencia en todo el territorio 
nacional.

Artículo 93. El Procurador Delegado para Asuntos 
Agrarios y los Procuradores Agrarios ejercerán las 
siguientes funciones:

1. Velar por el estricto cumplimiento de lo dispuesto 
en el artículo 277 de la Constitución Política, las leyes, 
decretos, actos administrativos y demás actuaciones 
relacionadas con las actividades de reforma agraria y 
desarrollo rural campesino.

2. Tomar parte como agentes del Ministerio Público 
en los procesos judiciales, administrativos y de policía 
relacionados con conflictos agrarios y en los cuales su 
intervención esté prevista en las leyes vigentes.

3.Intervenir como Ministerio Público en los proce­
dimientos agrarios relativos a la administración y dis­
posición de las tierras baldías de la Nación, la clarifica­
ción de la propiedad, la delimitación de las tierras 
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nacionales y el deslinde de resguardos y tierras de las 
comunidades negras, la recuperación de baldíos y la 
extinción del derecho de dominio, en los términos 
previstos en la Constitución Política, la presente ley, la 
Ley 4a. de 1990 y demás disposiciones pertinentes.

4.Solicitar al INCORA o a las entidades en las 
cuales éste haya delegado sus funciones, que se adelan­
ten las acciones encaminadas a recuperar las tierras de 
la Nación indebidamente ocupadas, la reversión de los 
baldíos, la declaratoria de extinción del derecho de 
dominio privado de que trata la Ley 200 de 1936 y la 
presente ley, y representar a la Nación en las diligen­
cias administrativas, judiciales o de policía que dichas 
acciones originen.

5.Informar a la Junta Directiva y al Ministro de 
Agricultura sobre las irregularidades o deficiencias 
que se presenten en la ejecución de la presente ley.

ó.Procurar la eficaz actuación de los organismos y 
entidades que integran el Sistema Nacional de Refor­
ma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, conforme 
a lo dispuesto en esta ley.

Artículo 94. A partir de la vigencia de la presente 
ley, la Procuraduría General de la Nación procederá a 
reorganizar su estructura interna para adecuarla a los 
propósitos del Ministerio Público Agrario. Para estos 
efectos, autorízase al Gobierno Nacional para hacer los 
traslados presupuéstales que fueren necesarios.

CAPITULO XVII1

1 Se adiciona este capítulo. Aquí se incluiría lo relacionado con el subsidio del 10% 
para financiar las Cooperativas.

COOPERATIVAS DE BENEFICIARIOS DE 
REFORMA AGRARIACAPITULO NUEVO

Artículo 95. Con el objeto de racionalizar la pres­
tación de los servicios relacionados con el desarrollo 
de la economía campesina, el Instituto promoverá, con 
la colaboración de los organismos correspondientes 
del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarro­
llo Rural Campesino, la formación y financiación de 
Cooperativas de Beneficiarios de Reforma Agraria, 
integradas por los adjudicatarios de tierras, cuyo 
objeto preferencial será la comercialización de pro­
ductos agropecuarios, y además la obtención de crédi­
tos de producción, la prestación de asistencia técnica 
y servicios de maquinaria agrícola el suministro de 
semillas e insumos agropecuarios y otros servicios 
requeridos para incrementar la producción y mejorar 
la productividad en el sector rural.

Con recursos delpresupuesto nacional, elINCORA 
subsidiará parcial o totalmente los aportes iniciales de 
los beneficiarios de reforma agraria a dichas Coope­
rativas. Los montos de los subsidios, por cada benefi­
ciario, no podrán ser inferiores al 5% ni superiores al 
10% del valor del subsidio para la adquisición de 
tierras.

Artículo 96. Con el propósito de adecuar sus 
actividades a los fines de la presente ley, las Coopera­
tivas celebrarán contratos de suministro con las socie­
dades comerciales que se establezcan para la compra 
y comercialización preferencial de la producción 
agropecuaria de los adjudicatarios del INCORA.

El Fondo de Inversiones para capital de riesgo a 
que hace referencia el numeral 8o. del artículo 49 de 
la Ley 101 de 1993, estará facultado para realizar 
aportes de capital en dichas sociedades comerciales.

Artículo 97. Las Cooperativas de que trata la 
presente ley suscribirán acciones en una o varias de las 

sociedades comercializadoras a que se refiere el artícu­
lo anterior, y para tal fin, deberán destinar no menos del 
10% de sus ingresos netos en cada anualidad.

Artículo 98. En su constitución y funcionamiento, 
las Cooperativas de que trata este Capítulo se regirán 
por lo dispuesto en la Ley 79 de 1988 y sus normas 
reglamentarias, asi como por las regulaciones especí­
ficas que expida el Departamento Administrativo Na­
cional de Cooperativas.

CAPITULO XVII 
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 99. No podrá otorgarse el Certificado de 
Incentivo Forestal (CIF) para aquellas zonas de un 
predio donde se hubiere iniciado un proceso adminis­
trativo de reforma agraria y mientras éste no hubiere 
culminado.

Artículo 100. MODIFICADO

La acción de dominio sobre los predios adquiridos 
para los fines de esta ley, sólo tendrá lugar contra las 
personas de quienes los hubiere adquirido el Instituto 
o los campesinos, para la restitución de lo que recibie­
ron por ellos, de conformidad con el artículo 955 del 
Código Civil.

Artículo 101. Los pagarés y demás documentos de 
deuda otorgados a favor del Instituto para garantizar las 
obligaciones contraídas con él dentro de los programas 
de reforma agraria, estarán exentos de toda clase de 
impuestos.

Artículo 102. Todas las adjudicaciones o ventas de 
tierras que haga el Instituto se efectuarán mediante 
resolución administrativa, la que una vez inscrita en la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Cír­
culo respectivo constituirá título suficiente de dominio 
y prueba de la propiedad.

Artículo 103. Para todos los efectos previstos en 
esta ley, se entiende por Jefe de Hogar el hombre o 
mujer campesino pobre que carezca de tierra propia o 
suficiente, de quien dependan una o varias personas 
unidas a él por vínculos de sangre, de afinidad o de 
parentesco civil.

Artículo 104. Empresa comunitaria es la forma 
asociativa por la cual un número plural de personas que 
reúnan las condiciones para ser beneficiarías de los 
programas de reforma agraria, estipulan aportar su 
trabajo, industria, servicios u otros bienes en común, 
con el fin de desarrollar todas o algunas de las siguien­
tes actividades:

La explotación económica de uno o varios predios 
rurales, la transformación, comercialización, mercadeo 
de productos agropecuarios y la prestación de servi­
cios, sin perjuicio de adelantar obras conexas y necesa­
rias para el cumplimiento de su objetivo principal, para 
repartir entre sí las pérdidas o ganancias que resultaren 
en forma proporcional a sus aportes. Para los anteriores 
efectos se entiende por beneficiarios de los programas 
de reforma agraria a los campesinos de escasos recur­
sos económicos.

En las empresas comunitarias se entiende que el 
trabajo de explotación económica será ejecutado por 
sus socios. Cuando las necesidades de explotación lo 
exijan, las empresas comunitarias podrán contratar los 
servicios que sean necesarios.

Las empresas comunitarias e instituciones auxilia­
res de las mismas definidas por la presente ley, tienen 
como objetivo la promoción social, económica y cultu­
ral de sus asociados y en consecuencia gozarán de los 
beneficios y prerrogativas que la ley reconoce a las 
entidades de utilidad común y quedarán exentas de los 

impuestos de renta y complementarios establecidos 
por la ley.

Se tendrán como instituciones auxiliares de las 
empresas comunitarias aquellos organismos que tie­
nen como finalidad incrementar y desarrollar el siste­
ma comunitario mediante el cumplimiento de activida­
des tendientes a la promoción, educación, 
financiamiento y planeación que permitan el logro de 
los objetivos económicos y sociales de tales empresas 
y que además sea uno de sus propósitos evolucionar 
hacia la empresa comunitaria formal.

Artículo 105. Corresponde al Ministerio de Agri­
cultura el reconocimiento de la personería jurídica de 
las empresas comunitarias, previo el cumplimiento de 
los requisitos legales y reglamentarios y su régimen 
será el establecido en el Decreto extraordinario 561 de 
1989 y demás normas que lo reformen o adicionen.

El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria 
seguirá ejerciendo las atribuciones relacionadas con 
las Empresas Comunitarias a que se refiere el Decreto 
extraordinario 561 de 1989, hasta cuando éstas hayan 
cancelado la totalidad de los créditos que tuvieren 
vigentes con la entidad; o se encuentre en firme la 
disolución y liquidación de la forma asociativa y can­
celada la personería jurídica por el Ministerio de Agri­
cultura y en los demás casos que señale el respectivo 
Decreto reglamentario de la presente ley.

Artículo 106. Además de los fines previstos en el 
artículo 48 de la presente ley, el Instituto podrá facilitar 
el acceso de los gremios agropecuarios, los distintos 
organismos del Estado, la comunidad científica y aca­
démica a la información contenida en la relación des­
criptiva sobre la propiedad rural de los particulares, 
con el objeto de mejorar la calidad del proceso de toma 
de decisiones en las materias que les competen.

Artículo 107. Para efectos de apoyar las iniciativas 
de las entidades territoriales en materia de inversión 
rural o urbana, las entidades, organismos y dependen­
cias nacionales competentes en el respectivo sector 
podrán participar técnica y financieramente en la eje­
cución de los programas y proyectos objeto de 
cofinanciación, cuando éstos sean de competencia de 
la Nación. En los proyectos y programas definidos 
como de competencia local seguirá rigiendo lo estable­
cido en el artículo 24, numeral 3, del Decreto 2132 de 
1992.

Artículo 108. El Ministerio de Agricultura estable­
cerá un Fondo de Organización y Capacitación Cam­
pesina para promover, a través de proyectos, los proce­
sos de organización campesina mediante la capacita­
ción de las comunidades rurales, organizadas o no, 
para participar efectivamente en las diferentes instan­
cias democráticas de decisión. La ejecución de los 
proyectos se hará a través de las organizaciones cam­
pesinas legalmente reconocidas que escojan las comu­
nidades beneficiarias, o de entidades privadas de reco­
nocida idoneidad que, igualmente, seleccionen las 
comunidades. En cualquier caso, los proyectos finan­
ciados con los recursos del Fondo deberán ser ejecuta­
dos, por lo menos en un 90%, a través de las organiza­
ciones campesinas, y hasta un 10% por las entidades 
privadas. El Fondo será administrado y reglamentado 
por un Comité Ejecutivo conformado de la siguiente 
manera:

-El Viceministro de Desarrollo Rural Campesino, 
quien lo presidirá.

-El Gerente General del INCORA. El Director 
General del Fondo de Cofinanciación para la Inversión 
Rural -DRI-.
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-El Director General de 
litación -PNR-, o en su c

1 ’lan Nacional de Rehabi- 
le

Presidencia de la República.
ecto un delegado de la

-Tres(3)representantesdt las Organ 
anas que integran la Juntí i Directiva

lizacionesCam-
Directiva del INCORA.pesinas que integran___ _

-El Comité Ejecutivo e 
mité de Concertación, con 
de las organizaciones ca 
asiento en el Consejo Nac 
Desarrollo Rural Campesino:

Artículo 109. Con funda, 
ordinal 10. del artículo 150 
revístese al Presidente de 
facultades extraordinarias 
meses, contados a partir de 
expedir las normas de adecuación institucional de las 
entidades públicas que integr in el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrol o Rural Campesino, a fin 
de facilitar el cumplimiento < e las atribuciones que se 
les asignan. Para tal efecto 

st irá asesorado por un Co- 
o ímado por representantes 

impesinas e indígenas con 
oual de Reforma Agraria y

jpento en lo previsto en el 
dt la Constitución Política, 

; República de precisas 
por el término de seis (6) 
la vigencia de esta ley, para

I odrá:

1. Modificar la estructür: orgánica del Ministerio
de Agricultura, para adecúa la a los objetivos de la 
presente ley y a las necesidad :s de la descentralización 
administrativa

subsistemas de reforma

2. Redistribuir o reasignai funciones por afinidades 
y trasladar, suprimir o fusio íar organismos o depen­
dencias según los distintos 
agraria y desarrollo rural da npesino en que éstos se 
agrupen.

3. Determinar su estructura básica, órganos de 
dirección, funciones generales y mecanismos de coor­
dinación.

Parágrafo. En ejercicio de estas facultades, el 
Gobierno Nacional no podrá desvincular personal al­
guno de la Planta de Personal de las entidades públicas 
que integran el Sistema Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino que sean objeto de la 
adecuación institucional.

Artículo 110. El INCORA procederá a traspasar en 
propiedad a las entidades públicas que señale el Go­
bierno Nacional, los bienes y recursos que hubieren 
estado destinados a la realización de las actividades, 
programas o funciones suprimidas o trasladadas por la 
presente ley.

Artículo 111. Para el cabal cumplimiento de las 
funciones encomendadas al INCORA en la presente 
ley, facúltase al Gobierno Nacional por un término no 
superior a seis (6) meses, para crear las siguientes 
Regionales en el territorio nacional:

-Regional Guajira, en el territorio del Departamen­
to de la Guajira, con sede en Riohacha.

-Regional de la Amazonia, en los territorios de los 
Departamentos del Guainía, Guaviare, Vaupés y Ama­
zonas, con sede en el Municipio de San José del 
Guaviare.

-Regional del Vichada, en el territorio del Departa­
mento del Vichada, con sede en el Municipio de La 
Primavera.

Artículo 112. Deróganse las Leyes 34 de 1936,135 
de 1961, la. de 1968,4a. de 1973 salvo los artículos 2o. 
y 4o., los artículos 28, 29 y 32 de la Ley 6a. de 1975, la 
Ley 30 de 1988, los Decretos extraordinarios 1368 de 
1974 y 1127 de 1988 y las demás disposiciones que 
sean contrarias a la presente ley.

Artículo 113. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.
Ponente Coordinador, José Raimundo Sojo Zambrano, 
Salomón Náder Náder
Ponentes, Jorge Eduardo Gechen Turba, Eduardo 
Chávez, GabrielMuyuyJacanamenoy, Jorge Tarazona.

Santafé de Bogotá, D.C., abril 29 de 1994.

CONTENIDO

Senado de la Republica
Gaceta número 54 - miércoles 18 demayo de 1994

Proyecto de ley número 196 de 1994, Senado por la cual se 
reglamenta la responsabilidad social de los medios masi­
vos de comunicación y se tipifica el delito de desinforma­
ción................................................................................................1

Ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 114 
de 1992, Cámara, 176 de 1994, Senado. (Con pliego de 
modificaciones).......................................................................... 5

Pliego de Modificaciones al Proyecto de ley número 176 . 
de 1993 por la cual se crea el Sistema Nacional de Refor­
ma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece 
un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan 
otras disposiciones................................................................... 12


